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Cambios,	precisiones	y	ajustes	para	un	nuevo	Acuerdo	Final	para	la	terminación	del	conflicto	y	la	
construcción	de	una	paz	estable	y	duradera	

	
	
Los	 siguientes	 son	 los	 cambios,	precisiones	 y	 ajustes	 con	el	 fin	de	 llegar	a	un	nuevo	Acuerdo	Final	
para	la	terminación	del	conflicto	y	la	construcción	de	una	paz	estable	y	duradera:		
	

I. PREÁMBULO		
• El	preámbulo	del	Acuerdo	Final	queda	así:	

	

Recordando	 que	 los	 diálogos	 de	 La	 Habana	 entre	 delegados	 y	 delegadas	 del	 Gobierno	 Nacional,	
presidido	 por	 el	 Presidente	 Juan	Manuel	 Santos	 y	 delegados	 y	 delegadas	 de	 las	 Fuerzas	 Armadas	
Revolucionarias	 de	 Colombia-Ejército	 del	 Pueblo,	 con	 la	 decisión	 mutua	 de	 poner	 fin	 al	 conflicto	
armado	nacional,	tuvieron	origen	como	resultado	del	Encuentro	ExploratorioEncuentro	Exploratorio	
sucedido	en	 la	capital	de	 la	República	de	Cuba	entre	el	día	23	de	 febrero	y	el	día	26	de	agosto	de	
2012;	

Estimando	Teniendo	presenteque	como	resultado	de	los	diálogos	exploratorios	referidos	se	produjo	
un	 Acuerdo	 General	 para	 la	 Terminación	 del	 Conflicto	 y	 la	 Construcción	 de	 una	 Paz	 Estable	 y	
Duradera,	firmado	en	la	fecha	última	citada	ante	testigos	nacionales	y	ante	delegados	de	la	República	
de	 Cuba	 y	 del	 Reino	 de	 Noruega	 que	 sirvieron	 igualmente	 como	 testigos,	 y	 que,	 desde	 entonces,	
asienten	el	proceso	como	países	garantes;		

Destacando	Poniendo	de	presenteque	la	República	Bolivariana	de	Venezuela	y	 la	República	de	Chile	
se	han	aprestado	en	todo	momento	a	sus	buenos	oficios	como	países	acompañantes;		

Rememcordando	que	en	desarrollo	de	 la	agenda	aprobada	en	el	Acuerdo	en	mención	se	 instalódio	
inicio	 a	 la	Mesa	de	Conversaciones	 el	 día	 18	de	octubre	de	2012	en	 la	 ciudad	de	Oslo,	 capital	 del	
Reino	de	Noruega,	para	luego	continuar	actividades	en	la	capital	cubana	sin	solución	de	continuidad	
hasta	la	celebración	del	actoel	día	de	suscripción	del	nuevohoy	que	se	firma	el	Acuerdo	Final	para	la	
Terminación	del	Conflicto	y	la	Construcción	de	una	Paz	Estable	y	Duradera;	

Considerando	que	como	consecuencia	de	 lo	atrás	enunciado	el	24	de	agosto	del	año	que	cursa	 las	
partes	suscribieron	un	Acuerdo	Final	Para	la	Terminación	del	Conflicto	y	 la	Construcción	de	una	Paz	
Estable	 y	 Duradera;	 que	 dicho	 acuerdo	 fue	 objeto	 de	 consulta	 al	 pueblo	 en	 los	 términos	 de	 un	
plebiscito	 acogido	 por	 las	 partes	 en	 su	 correspondiente	 momento,	 en	 fecha	 establecida	 para	 tal	
propósito	(el	pasado	2	de	octubre),	y	mediando	sentencia	proferida	por	la	Corte	Constitucional	que	
indicó	al	país	los	términos	y	condiciones	del	camino	escogido;	

Reconociendo	 que	 el	 veredicto	 de	 las	 urnas	 arrojó	 la	 prevalencia	 del	 NO	 sobre	 el	 SI,	 sin	 que	 ello	
significara	rechazo	al	derecho	a	la	paz	ni	a	los	derechos	fundamentales;		

Resaltando	 que	 la	 propia	 sentencia	 de	 la	 Corte	 Constitucional	 arriba	 aludida	 puso	 de	 presente	 los	
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lineamientos	a	seguir	en	caso	de	darse	el	NO	como	respuesta	mayoritaria	en	la	jornada	plebiscitaria;	
que	dicho	pronunciamiento	de	la	alta	Corte	indica	que	se	mantienen	las	competencias	del	Presidente	
de	 la	 República	 para	 mantener	 el	 orden	 público,	 “incluso	 a	 través	 de	 la	 negociación	 con	 grupos	
armados	ilegales,	tendiente	a	lograr	otros	acuerdos	de	paz”;	

Haciendo	 valer	 la	 decisión	 	 de	 las	 partes	 de	 proseguir	 con	 la	 búsqueda	 de	 la	 paz	 escuchando	
previamente	 a	 quienes	 manifestaron	 sus	 reservas	 a	 contenidos	 del	 Acuerdo	 Final	 primeramente	
signado,	con	el	anhelo	de	llegar	a	un	nuevo	acuerdo	de	mayor	consenso;	que	lo	alcanzado	con	ello	
fue	haber	logrado	enriquecer	y	modificar	el	Acuerdo	anterior,	teniendo	en	cuenta	las	inquietudes	y	
las	 propuestas,	 aclaraciones,	 definiciones	 y	 puntuales	 hechas	 por	 los	 más	 variados	 grupos	 y	
organizaciones	 	 sociales,	 sectores	 de	 opinión	 y	 movimientos	 y	 partidos	 políticos;	 que	 después	 de	
estudiar	con	desprevención	y	esmero	todo	lo	puesto	a	consideración	de	las	partes	negociadoras	por	
los	 interesados,	 se	 introdujeron	 importantes	 y	numerosos	 cambios	 y	modificaciones	 sustanciales	 a	
los	 textos	 antiguos	 convirtiendo	 el	 Acuerdo	 de	 Paz	 anterior	 en	 un	 nuevo	 Acuerdo	 Final	 para	 la	
Terminación	del	Conflicto	y	la	Construcción	de	una	Paz	Estable	y	Duradera;		

Subrayando	 que	 el	 nuevo	 Acuerdo	 Final	 que	 se	 suscribe	 en	 la	 fecha	 corresponde	 a	 la	 libre	
manifestación	de	la	voluntad	del	Gobierno	Nacional	y	de	las	FARC-EP	-habiendo	atendido	sí,	diversas	
iniciativas	de	sectores	del		pueblo	de	Colombia-,	obrando	de	buena	fe,,	al	haber	obrado	de	buena	fe	y	
con	la	plena	intención	de	cumplir	lo	acordado;	

Teniendo	presente	que	el	Artículo	22	de	la	Constitución	Política	de	la	República	de	Colombia	impone	
la	paz	como	un	derecho	y	un	deber	de	obligatorio	cumplimiento;	que	el	Artículo	95	afirma	que	 	 la	
calidad	de	colombiano	enaltece	a	todos	los	miembros	de	la	comunidad	nacional	por	lo	que	es	deber	
de	todos	engrandecerla	y	dignificarla;	que	el	ejercicio	de	los	derechos	y	libertades	reconocidos	en	la	
Constitución	implica	responsabilidades,	entre	ellas,	propender	al	logro	y	mantenimiento	de	la	paz;		

Destacando	 Subrayando	 que	 la	 paz	 ha	 venido	 siendo	 calificada	 universalmente	 como	 un	 derecho	
humano	superior,	y	requisito	necesario	para	el	ejercicio	de	todos	 los	demás	derechos	y	deberes	de	
las	personas	y	del	ciudadanola	ciudadanía;	

TeniendoPoniendo	de	presente	que	el	nuevo	Acuerdo	Final	recoge	todos	y	cada	uno	de	los	acuerdos	
alcanzados	en	desarrollo	desobre	la	aAgenda	del	Acuerdo	General	suscritao	en	La	Habana	en	agosto	
de	2012;	y	que	para	lograrlo,	alcanzarlo	el	Gobierno	Nacional	y	las	partes,FARC-EP	siempre	y	en	cada	
momento,	se	han	ceñido	nos	ceñimos	al	espíritu	y	alcances	de	las	normasrespeto	de	la	Constitución	
Nacional,	 de	 los	 principios	 del	 Derecho	 Internacional,	 del	 Derecho	 Internacional	 de	 los	 Derechos	
Humanos,	 del	 Derecho	 Internacional	 Humanitario	 (Convenios	 y	 Protocolos),	 de	 lo	mandado	 por	 el	
Estatuto	de	Roma	(Derecho	Internacional	Penal),	de	los	fallos	proferidos	por	la	Corte	Interamericana	
de	 Derechos	 Humanos	 relativos	 a	 los	 conflictos	 y	 su	 terminación,	 y	 demás	 sentencias	 de	
competencias	 reconocidas	 universalmente	 y	 pronunciamientos	 de	 autoridad	 relativos	 a	 los	 temas	
suscritos;	

Poniendo	 de	 presente	 que	 los	 derechos	 y	 deberes	 consagrados	 en	 Carta,	 se	 interpretan	 de	
conformidad	con	los	tratados	internacionales	sobre	derechos	humanos	ratificados	por	Colombia,	sin	
que	su	goce	o	ejercicio	puedan	ser	objeto	de	limitación;		
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Recordando	que	el	Artículo	94	manifiesta	que	“la	enunciación	de	los	derechos	y	garantías	contenidos	
en	 la	Constitución	y	en	 los	convenios	 internacionales	vigentes,	no	debe	entenderse	como	negación	
de	otros	que,	 siendo	 inherentes	 a	 la	persona	humana,	no	 figuren	expresamente	en	ellos”,	 que	 los	
tratados	sobre	derechos	humanos,	aprobados	por	el	Congreso,	y	que	no	pueden	ser	suspendidos	ni	
siquiera	durante	los	estados	de	excepción,	prevalecen	en	el	orden	interno;	

	Poniendo	 en	 consideración	 que	 la	 suma	 de	 los	 acuerdos	 que	 conforman	 el	 nuevo	 Acuerdo	 Final	
contribuyen	a	 la	 	 satisfacción	de	derechos	 fundamentales	como	son	 los	derechos	políticos,	 sociales,	
económicos	 y	 culturales;,	 y	 los	 derechos	 de	 las	 víctimas	 del	 conflicto	 a	 la	 verdad,	 la	 justicia	 	 y	 la	
reparación;,	el	derecho	de	los	niños,	niñas	y	adolescentes;	el	derecho	de	libertad	de	culto	y	de	su	libre	
ejercicio;,	 el	derecho	 fundamental	 ade	 la	 seguridad	 jurídica	 individual	 y/o	colectiva	y	a	 la	 seguridad	
física;,	 y	el	derecho	 fundamental	de	cada	 individuo	en	particular	y	de	 la	 sociedad	a	 sin	distingos	en	
general,	 a	 la	no	 sufrir	 la	 repetición	de	 la	 tragedia	del	 conflicto	armado	 interno	que	con	el	presente	
Acuerdo	se	propone	superar	definitivamente;;		
	
Subrayando	que	el	nuevo	Acuerdo	Final	presta	especial	atención	a	los	derechos	fundamentales	de	las	
mujeres,	 los	 de	 los	 grupos	 sociales	 vulnerables	 como	 son	 los	 pueblos	 indígenas,	 las	 niñas,	 niños	 y	
adolescentes,	 las	comunidades	afrodescendientes	y	otros	grupos	étnicamente	diferenciados;	de	 los	
derechos	 fundamentales	 de	 los	 campesinos	 y	 campesinas	 y	 de,	 los	 derechos	 esenciales	 	 de	 las	
personas	 en	 condición	 de	 discapacidad	 y	 de	 los	 desplazados	 por	 razones	 del	 conflicto;	 de	 los	
derechos	fundamentales	de	las	personas	adultas	mayores	y	de	la	población	LGBTI;		

Poniendo	de	presente	que	en	desarrollo	de	lo	anteriormente	subrayado	el	Estado,	en	cumplimiento	
del	artículo	13	de	la	Constitución	Política	de	Colombia,	debe	garantizar	el	derecho	a	la	igualdad	y	a	la	
no	discriminación	en	sus	distintas	dimensiones;	que	debe		propender	por	que	se	den	las	condiciones	
que	 permitan	 la	 protección	 eficaz	 de	 las	 personas	 que	 se	 encuentren	 en	 debilidad	manifiesta	 y	 la	
sanción	de	los	abusos	que	se	cometan	contra	ella;	

Enfatizando,	 que	 Colombia	 ha	 suscrito	 tratados	 y	 declaraciones	 internacionales	 que	 consagran	 la	
igualdad,	 la	 no	 	 discriminación	de	 las	 persona	 y	 la	 tolerancia	 como	 conductas	 universales,	 no	 solo	
como	principios,	sino	como	valores	que	se	deben	aplicar	y	defender	como	condición	para	el	logro	de	
la	 paz	 y	 el	 progreso	 económico	 y	 social	 de	 todos	 los	 pueblos,	 y	 poniendo	 de	 presente	 que	 la	
tolerancia	consiste	en	“la	armonía	en	la	diferencia”;	

Reparando	 Considerando	 que	 a	 juicio	 del	 Gobierno	 Nacional	 las	 transformaciones	 que	 habrán	 de	
alcanzarse	 al	 implementar	 elconlleva	 la	 implementación	 del	 presente	 Acuerdo	 deben	 contribuir	 a	
reversar	los	efectos	del	conflicto	y	a	cambiar	las	condiciones	que	han	facilitado	la	persistencia	de	la	
violencia	en	el	 territorio;	y	que	a	 juicio	de	 las	FARC-EP	dichas	 transformaciones	deben	contribuir	a	
solucionar	 las	causas	históricas	del	conflicto,	como	la	cuestión	no	resuelta	de	 la	propiedad	sobre	 la	
tierra	 y	 particularmente	 su	 concentración,	 la	 exclusión	 del	 campesinado	 y	 el	 atraso	 de	 las	
comunidades	rurales,	que	afecta	especialmente	a	las	mujeres,	niñas	y	niños.	
	
Valorando	 y	 exaltando	que	 el	 eje	 central	 de	 la	 paz	 es	 impulsar	 la	 presencia	 y	 la	 acción	 eficaz	 del	
Estado	 en	 todo	 el	 territorio	 nacional,	 en	 especial	 en	 múltiples	 regiones	 doblegadas	 hoy	 por	 el	
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abandono,	 por	 la	 carencia	 de	 una	 función	 pública	 eficaz,	 y	 por	 los	 efectos	 del	 mismo	 conflicto	
armado	 interno;	 que	 es	 meta	 esencial	 de	 la	 reconciliación	 nacional	 la	 construcción	 de	 un	 nuevo	
paradigma	 de	 desarrollo	 y	 bienestar	 territorial	 para	 beneficio	 de	 amplios	 sectores	 de	 la	 población	
hasta	ahora	víctima	de	la	exclusión	y	la	desesperanza;		
	
Reconociendo	los	derechos	de	la	sociedad	a	una	seguridad	humana	integral	con	participación	de	las	
autoridades	civiles;	

Exaltando	 y	 consagrando	 la	 justicia	 prospectiva	 en	 tanto	 reconoce	 derechos	 fundamentales	
esenciales	para	las	nuevas	y	futuras	generaciones	como	son	el	derecho	a	una	tierra	conpreservada,	el	
derecho	a	la	preservación	de	la	especie	humana,	el	derecho	a	conocer	sus	orígenes	y	su	identidad,	el	
derecho	 a	 conocer	 la	 verdad	 sobre	 hechos	 acontecidos	 antes	 de	 su	 nacimiento,	 el	 derecho	 a	 la	
exención	 de	 responsabilidades	 por	 las	 acciones	 cometidas	 por	 las	 generaciones	 precedentes,	 el	
derecho	a	la	preservación	de	la	libertad	de	opción,	y	otros	derechos,	sin	perjuicio	de	los	derechos	de	
las	víctimas	de	cualquier	edad		o	generación	a	la	verdad,	la	justicia	y	la	reparación;		

Atentos	 a	 que	 la	 nueva	 visión	 de	 una	 Colombia	 en	 paz	 permita	 alcanzar	 una	 sociedad	 sostenible,	
unida	en	 la	diversidad,	 fundada	no	 solo	en	el	 culto	de	 los	derechos	humanos	 sino	en	 la	 tolerancia	
mutua,	en	la	protección	del		medio	ambiente,	en	el	respeto	a	la	naturaleza,		sus	recursos	renovables	
y	no	renovables		y	su	biodiversidad;	

Recordando	que	el	pasado	23	de	junio	del	año	en	curso,	las	Delegaciones	del	Gobierno	Nacional	y	de	
las	 FARC-EP	 suscribieron	 en	 la	 capital	 cubana	 los	 acuerdos	 de	 Cese	 al	 Fuego	 y	 de	 Hostilidades	
Bilateral	y	Definitivo	y	Dejación	de	las	Armas	y	Garantías	de	Seguridad,	en	presencia	del	Presidente	
de	los	Consejos	de	Estado	y	de	Ministros	de	la	República	de	Cuba,	del	Secretario	General	de	Naciones	
Unidas,	del	Presidente	de	la	Asamblea	General	de	la	ONU,	del	Presidente	del	Consejo	de	Seguridad	
de	la	misma	organización,	del	Ministro	de	Relaciones	Exteriores	del	Reino	de	Noruega,	de	los	Jefes	de	
Estado	de	los	países	acompañantes,		de	Jefes	de	Gobierno	de	países	de	la	región,	del	Enviado	Especial	
de	los	Estados	Unidos	de	América	y	del	Representante	Especial	de	la	Unión	Europea;	que	tal	cese	de	
hostilidades	ha	venido	siendo	reiterado	desde	la	fecha	de	ocurrencia	del	plebiscito	del	pasado	2	de	
octubre	próximo	pasado;	

Aceptando	 que	 las	 normas	 de	 derecho	 internacional	 consuetudinario	 continuarán	 rigiendo	 las	
cuestiones	 relacionadas	 con	 derechos	 fundamentales	 no	mencionados	 en	 el	 nuevo	 Acuerdo	 Final,	
incluyendo	el	mandato	imperativo	que	ordena	que	“en	los	casos	no	previstos	por	el	derecho	vigente,	
la	persona	humana	queda	bajo	la	salvaguardia	de	los	principios	de	humanidad	y	de	la	exigencias	de	la	
conciencia	pública”;		

Admitiendo	 que	el	nuevo	Acuerdo	Final	para	 la	Terminación	del	Conflicto	y	 la	Construcción	de	una	
Paz	Estable	y	Duradera	debe	ser	objeto	de	refrendación,	de	acuerdo	con	el	punto	6	de	la	agenda	del	
Acuerdo	 General;	 	 que	 dicha	 refrendación	 puede	 efectuarse	 mediante	 sistemas	 de	 participación	
ciudadana	como	son	el	plebiscito,	la	iniciativa	legislativa,	la	consulta,	el	cabildo	abierto	y	otros,	o	por	
corporaciones	públicas	elegidas	mediante	sufragio	sobre	cuyos	miembros	recaiga	representación	con	
mandato	 tales	 como	 el	 Congreso	 de	 la	 República,	 las	 asambleas	 departamentales	 y	 consejos	
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municipales;	que	dicha	 refrendación	 se	decide	por	 las	partes	 y	habrá	de	hacerse	 como	 las	normas	
pertinentes	o	sentencias	lo	indiquen;	
	

Reconociendo	todo	lo	anteriormente	enunciado	y	en	particular	el	mandato	constitucional	indelegable	
que	sentenciaafirma	que	escorresponde	al	Presidente	de	la	República	como	Jefe	de	Estado,	Jefe	del	
Gobierno	y	Suprema	Autoridad	Administrativa	a	quien	corresponde	convenir	y	ratificar	acuerdos	de	
paz;		

El	Gobierno	de	la	República	de	Colombia	y	las	Fuerzas	Armadas	Revolucionarias	de	Colombia-Ejército	
del	Pueblo,	hemos	acordado:	

Suscribir	 el	 presente	Acuerdo	Final	 para	 la	 Terminación	del	Conflicto	 y	 la	Construcción	de	una	Paz	
Estable	y	Duradera,	 con	 las	modificaciones	 sustanciales	que	hacen	del	mismo,	 	un	nuevo	Acuerdo,	
cuya	ejecución	pondrá	 fin	de	manera	definitiva	a	un	conflicto	armado	de	más	de	cincuenta	años	y	
que	a	continuación	se	consigna.	
	
El	presente	Acuerdo	Final	para	 la	Terminación	del	Conflicto	y	 la	Construcción	de	una	Paz	Estable	y	
Duradera	se	suscribe	por	el	Gobierno	Nacional	y	las	Fuerzas	Armadas	Revolucionarias	de	Colombia-	
Ejército	 del	 Pueblo	 (FARC-EP),	 como	 Acuerdo	 Especial	 en	 los	 términos	 del	 artículo	 3	 común	 a	 los	
Convenios	de	Ginebra	de	1949,	para	efectos	de	su	vigencia	internacional.			
	
El	Gobierno	Nacional	y	las	Fuerzas	Armadas	Revolucionarias	de	Colombia-	Ejército	del	Pueblo	(FARC-
EP),	firman	siete	originales	incluidos	sus	anexos,	uno	para	cada	una	de	las	partes,	uno	para	cada	uno	
de	los	países	garantes	y	uno	para	cada	uno	de	los	países	acompañantes.	El	séptimo	ejemplar	original	
se	 depositará	 inmediatamente	 tras	 su	 firma,	 ante	 el	 Consejo	 Federal	 Suizo	 en	 Berna	 o	 ante	 el	
organismo	que	lo	sustituya	en	el	futuro	como	depositario	de	las	Convenciones	de	Ginebra.	

• INTRODUCCIÓN		
	

• El	quinto	párrafo	de	la	introducción	del	Acuerdo	Final	(pág.	4)	queda	así:	
“El	Acuerdo	está	compuesto	de	una	serie	de	acuerdos,	que	sin	embargo	constituyen	un	todo	
indisoluble,	 porque	 están	 permeados	 por	 un	 mismo	 enfoque	 de	 derechos,	 para	 que	 las	
medidas	aquí	acordadas	contribuyan	a	la	materialización	de	los	derechos	constitucionales	de	
los	 colombianos	 y	 colombianas.	 El	 Acuerdo	 Final	 reconoce,	 sin	 discriminación	 alguna,	 la	
primacía	de	los	derechos	inalienables	de	la	persona	como	fundamento	para	la	convivencia	en	
el	 ámbito	 público	 y	 privado,	 y	 a	 la	 familia	 como	 núcleo	 fundamental	 de	 la	 sociedad	 y	 los	
derechos	 de	 sus	 integrantes.	 La	 implementación	 del	 Acuerdo	 deberá	 regirse	 por	 el	
reconocimiento	 de	 la	 igualdad	 y	 protección	 del	 pluralismo	 de	 la	 sociedad	 colombiana,	 sin	
ninguna	 discriminación.	 En	 la	 implementación	 se	 garantizarán	 las	 condiciones	 para	 que	 la	
igualdad	 sea	 real	 y	 efectiva	 y	 se	 adoptarán	 medidas	 afirmativas	 en	 favor	 de	 grupos	
discriminados	 o	 marginados,	 teniendo	 en	 cuenta	 el	 enfoque	 territorial,	 diferencial	 y	 de	
género.”	 por	 un	 mismo	 enfoque	 diferencial	 y	 de	 género,	 para	 asegurar	 que	 la	
implementación		se	haga	teniendo	en	cuenta	la	diversidad	de	género,	étnica	y	cultural,	y	que	
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se	adopten	medidas	para	 las	poblaciones	y	 los	 colectivos	más	humildes	y	más	vulnerables,		
en	especial	los	niños	y	las	niñas,	las	mujeres,	las	personas	en	condición	de	discapacidad	y	las	
víctimas;	y	en	especial	por	un	mismo	enfoque	territorial.	
	

• El	noveno	párrafo	de	la	introducción	del	Acuerdo	Final	(pág.	5)	queda	así:	
“Por	lo	anterior,	el	Gobierno	de	Colombia	y	las	FARC-EP,	con	el	ánimo	de	consolidar	aún	más	
las	 bases	 sobre	 las	 que	 edificará	 la	 paz	 y	 la	 reconciliación	 nacional,	 una	 vez	 realizado	 	 el	
procedimiento	 de	 refrendaciónel	 plebiscito,	 convocarán	 a	 todos	 los	 partidos,	movimientos	
políticos	 y	 sociales,	 y	 a	 todas	 las	 fuerzas	 vivas	 del	 país	 a	 concertar	 un	 gran	 ACUERDO	
POLÍTICO	NACIONAL	encaminado	a	definir	 las	 reformas	 y	 ajustes	 institucionales	necesarios	
para	 atender	 los	 retos	 que	 la	 paz	 demande,	 poniendo	 en	 marcha	 un	 nuevo	 marco	 de	
convivencia	política	y	social”.	
	

• PUNTO	1:	HACIA	UN	NUEVO	CAMPO	COLOMBIANO:	REFORMA	RURAL	INTEGRAL	
	
Introducción		
• En	 la	 introducción	del	numeral	1.	“Hacia	un	Nuevo	Campo	Colombiano:	Reforma	Rural	

Integral”	(págs.	8	a	10,	),	los	párrafos	4,	6	y	13	queda	así:		
Párrafo	4:	“Que	el	desarrollo	rural	integral	es	determinante	para	impulsar	la	integración	
de	las	regiones	y	el	desarrollo	social	y	económico	equitativo	del	país.	La	RRI	debe	lograr	
la	 gran	 transformación	 de	 la	 realidad	 rural	 colombiana,	 que	 integre	 las	 regiones,	
erradique	la	pobreza,	promueva	la	 igualdad	,	asegure	el	pleno	disfrute	de	los	derechos	
de	 la	 ciudadanía	 con	 un	 enfoque	 de	 género	 y	 como	 consecuencia	 garantice	 la	 no	
repetición	del	conflicto	y	la	erradicación	de	la	violencia”.	
	
(…)		
	
Párrafo	 6:	 “Que	 esa	 transformación	 estructural	 requiere	 también	 que	 se	 promueva	 la	
igualdad	 de	 oportunidades	 entre	 hombres	 y	 mujeres	 equidad	 de	 género	mediante	 la	
adopción	de	medidas	específicas	para	garantizar	que	mujeres	y	hombres	participen	y	se	
beneficien	en	pie	de	igualdad	de	la	implementación	de	este	Acuerdo”.	
	
(…)	
	
Párrafo	13:	“Que	los	planes	y	programas	acordados	como	parte	de	la	RRI	deben	tener	un	
enfoque	territorial,	diferencial	y	de	género	que	implica	reconocer	y	tener	en	cuenta	las	
necesidades,	 características	 y	 particularidades	 económicas,	 culturales	 y	 sociales	 de	 los	
territorios,	de	las	mujeres	en	todo	su	ciclo	vital,	dey	las	comunidades	rurales	y	de	grupos	
en	 condiciones	 de	 vulnerabilidad—,niñas,	 niños,	 mujeres	 y	 hombres,	 incluyendo	
personas	 con	orientación	 sexual	 e	 identidad	de	 género	diversa—	 ,	 	 y	 garantizandor	 la	
sostenibilidad	socio-ambiental”.	

	
Principios	de	la	RRI	
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• Se	incluye	un	nuevo	principio,	así:	
“Desarrollo	 integral	 del	 campo:	 el	 desarrollo	 integral	 del	 campo	 depende	 de	 un	
adecuado	 balance	 entre	 las	 diferentes	 formas	 de	 producción	 existentes	 -agricultura	
familiar,	agroindustria,	turismo,	agricultura	comercial	de	escala-;	de	la	competitividad	y	
de	la	necesidad	de	promover	y	fomentar	la	inversión	en	el	campo	con	visión	empresarial	
y	fines	productivos	como	condición	para	su	desarrollo;	y	de	la	promoción	y	fomento	en	
condiciones	de	equidad		de	encadenamientos	de	la	pequeña	producción	rural	con	otros	
modelos	producción,	que	podrán	ser	verticales	u	horizontales	y	en	diferente	escala.	En	
todo	 caso	 se	 apoyará	 y	 protegerá	 la	 economía	 campesina,	 familiar	 y	 comunitaria	
procurando	su	desarrollo	y	fortalecimiento”.	
	

• El	principio	de	“Igualdad	y	enfoque	de	género”	(pág.	10)	queda	así:	
“Igualdad	 y	 enfoque	 de	 género:	 “Reconocimiento	 de	 las	 mujeres	 como	 ciudadanas	
autónomas,	 sujetos	de	derechos	que,	 independientemente	de	 su	estado	 civil,	 relación	
familiar	 o	 comunitaria,	 tienen	 acceso	 en	 condiciones	 de	 igualdad	 con	 respecto	 a	 los	
hombres	 a	 la	 propiedad	 de	 la	 tierra	 y	 proyectos	 productivos,	 opciones	 de	
financiamiento,	 infraestructura,	servicios	técnicos	y	formación,	entre	otros;	atendiendo	
las	 condiciones	 sociales	 e	 institucionales	 que	 han	 impedido	 a	 las	 mujeres	 acceder	 a	
activos	productivos	y	bienes	públicos	y	sociales.	Este	reconocimiento	implica	la	adopción	
de	 medidas	 específicas	 en	 la	 planeación,	 ejecución	 y	 seguimiento	 a	 los	 planes	 y	
programas	contemplados	en	este	acuerdo	para	que	se	implementen	teniendo	en	cuenta	
las	necesidades	específicas	y	condiciones	diferenciales	de	las	mujeres,	de	acuerdo	con	su	
ciclo	vital,	afectaciones	y	necesidades”.	(enfoque	de	género).		
	

• El	principio	de	“Priorización”	(pág.	10)	queda	así:	
“Priorización:	la	política	de	desarrollo	agrario	integral	es	universal	y	su	ejecución	prioriza	
la	 población	 y	 los	 territorios	 más	 necesitados	 y	 vulnerables,	 y	 las	 comunidades	 más	
afectadas	 por	 la	 miseria,	 el	 abandono	 y	 el	 conflicto,	 y	 hace	 énfasis	 en	 pequeños	 y	
medianos	 productores	 y	 productoras.	 Especial	 atención	 merecen	 los	 derechos	 de	 las	
víctimas	 del	 conflicto,	 de	 los	 niños	 y	 niñas,	 de	 las	mujeres,	 y	 de	 las	 personas	 adultas	
mayores”.	
	

• El	principio	“Regularización	de	la	propiedad”	(pág.	11)	queda	así:		
“Regularización	 de	 la	 propiedad:	 es	 decir,	 lucha	 contra	 la	 ilegalidad	 en	 la	 posesión	 y	
propiedad	de	la	tierra	y	garantía	de	los	derechos	de	los	hombres	y	las	mujeres	que	son	
los	 legítimos	poseedores	y	dueños,	de	manera	que	no	se	vuelva	a	acudir	a	 la	violencia	
para	 resolver	 los	 conflictos	 relacionados	 con	 la	 tierra.	 Nada	 de	 lo	 establecido	 en	 el	
Acuerdo	debe	afectar	el	derecho	constitucional	a	la	propiedad	privada”.		
	

• El	principio	de	“Democratización	del	acceso	y	uso	adecuado	de	la	tierra”	(pág.	10)	queda	
así:	
“Democratización	del	acceso	y	uso	adecuado	de	la	tierra:	mecanismos	y	garantías	que	
permitan	que	el	mayor	número	posible	de	hombres	 y	mujeres	habitantes	del	 campo	
sin	 tierra	 o	 con	 tierra	 insuficiente	 puedan	 acceder	 a	 ella	 y	 que	 incentiven	 el	 uso	
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adecuado	de	la	tierra	con	criterios	de	sostenibilidad	ambiental,	de	vocación	del	suelo,	de	
ordenamiento	territorial	y	de	participación	de	las	comunidades.	Con	ese	propósito	y	de	
conformidad	con	lo	acordado	en	el	punto	1.1.1	Fondo	de	Tierras	para	la	RRI	(3	millones	
de	 hectáreas)	 y	 en	 el	 punto	 1.1.5.	 Formalización	 masiva	 de	 la	 Propiedad	 Rural	 (7	
millones	de	hectáreas),	durante		los	próximos	120	años	habrá	una	extensión	objeto	de	la	
Reforma	 Rural	 Integral	 de	 10	 millones	 de	 hectáreas.	 En	 todo	 caso	 la	 meta	 de	
formalización	se	cumplirá	dentro	de	los	primeros	10	años	y	la	formalización	en	los	PDET	
dentro	de	los	próximos	7	años”.			

	
Acceso	 y	 Uso.	 Tierras	 improductivas.	 Formalización	 de	 la	 propiedad.	 Frontera	 agrícola	 y	
protección	de	zonas	de	reserva.	
	
Fondo	de	Tierras	
	
• En	el	punto	1.1.1.	“Fondo	de	Tierras”,	el	primer	párrafo	(pág.	12)	queda	así:	

(…)	
“El	 Fondo	 de	 Tierras,	 que	 tiene	 un	 carácter	 permanente,	 dispondrá	 de	 3	millones	 de	
hectáreas	 durante	 sus	 primeros	 120	 años	 de	 creación,	 las	 que	 provendrán	 de	 las	
siguientes	fuentes:	(…).		

	
• En	el	punto	1.1.1.	Fondo	de	Tierras	(pág.	12)		se	incluye	un	párrafo	después	de	enunciar	

las	fuentes,	así:			
“Los	 procedimientos	 de	 expropiación	 administrativa	 por	 motivos	 de	 interés	 social	 y	
utilidad	pública	y	 la	extinción	administrativa	del	derecho	de	dominio	por	 inexplotación	
(extinción	 del	 dominio	 sobre	 tierras	 incultas)	 se	 aplicarán	 de	 conformidad	 con	 la	
Constitución	y	siguiendo	los	criterios	establecidos	en	la	leyes	vigentes”	

	
Otros	mecanismos	para	promover	el	acceso	a	la	tierra	
	
• En	el	Punto	1.1.2.	“Otros	mecanismos	para	promover	el	acceso	a	la	tierra”	(pág.	12)	se	

incluye	un	párrafo	así:	
“Sin	perjuicio	de	lo	establecido	en	el	punto	1.1.1	Fondo	de	Tierras,	el	Gobierno	tramitará	
una	 ley	 con	 el	 fin	 de	 promover	 otras	 formas	 de	 acceso	 a	 tierras	 del	 Estado	 como	 la	
asignación	de	derechos	de	uso,	en	particular	para	pequeños	y	medianos	productores	en	
forma	individual	o	asociativa	solidaria”.		

	
Personas	beneficiarias	
	
• El	Punto	1.1.3	“Personas	beneficiarias”	(pág.	12)	queda	así:	

“Personas	 beneficiarias:	 los	 beneficiarios	 y	 las	 beneficiarias	 del	 plan	 de	 adjudicación	
gratuita	 y	del	 subsidio	 integral	 y	 el	 crédito	especial,	 serán	 trabajadores	 y	 trabajadoras	
con	vocación	agraria	sin	tierra	o	con	tierra	insuficiente,	priorizando	a	 la	población	rural	
victimizada,	incluyendo	sus	asociaciones	de	víctimaslas,	mujeres	rurales,	mujeres	cabeza	
de	familia	y	a	la	población	desplazada.	También	podrán	ser	beneficiarias	asociaciones	de	
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trabajadores	y	trabajadoras	con	vocación	agraria	sin	tierra	o	con	tierra	 insuficiente,	así	
como	 personas	 y	 comunidades	 que	 participen	 en	 programas	 de	 asentamiento	 y	
reasentamiento	con	el	fin,	entre	otros,	de	proteger	el	medio	ambiente,	sustituir	cultivos	
ilícitos	y	fortalecer	la	producción	alimentaria.	
	
Las	personas	beneficiarias	del	plan	de	adjudicación	gratuita	y	del	subsidio	integral	serán	
seleccionadas	por	 la	 autoridad	administrativa	 competente,	 	 con	 la	participación	de	 las	
comunidades	locales	—hombres	y	mujeres—,	como	garantía	de	transparencia	y	eficacia,	
a	través	de	un	procedimiento	expresamente	definido	por	la	ley	que	incluya	requisitos	y	
criterios	 objetivos	 y	 que	 atienda	 a	 la	 priorización	 antes	 señalada.	 Gobierno	 y	
comunidades	 velarán	 por	 evitar	 la	 especulación	 con	 la	 tierra	 en	 el	 marco	 de	 estos	
programas.	
	
“La	 autoridad	 administrativa	 competente	 elaborará,	 un	 registro	 único	 de	 posibles	
beneficiarios	del	plan	de	adjudicación	gratuita	y	del	subsidio	integral	que	será	utilizado	
como	insumo	para	la	implementación	de	éstos	mecanismos”.		

	
Formalización	masiva	de	la	pequeña	y	mediana	propiedad	rural:	
	
• Se	 agrega	 un	 párrafo	 adicional	 al	 final	 del	 punto	 1.1.5	 “Formalización	 masiva	 de	 la	

pequeña	y	mediana	propiedad	rural”	(pág.	15)	así:	
“Hacer	 el	 tránsito	 hacia	 una	 sociedad	 que	 cuente	 con	 reglas	 claras	 para	 transar	 y	
acceder	a	la	propiedad	sobre	la	tierra	requiere	una	adecuada	definición	y	protección	de	
los	derechos	de	propiedad.	Considerando	que	actualmente	existen	distintas	situaciones	
que	 afectan	 la	 seguridad	 jurídica	 sobre	 la	 tenencia	 o	 la	 propiedad	 de	 la	 tierra	 en	
Colombia	y	 la	necesidad	de	encontrar	una	solución	que	atienda	las	realidades	del	país,	
sin	perjuicio	de	lo	establecido	en	materia	de	acceso	a	la		tierra,	el	Gobierno	conformará	
un	grupo	de	3	expertos/as	en	el	 tema	de	tierras	que	en	un	plazo	no	mayor	a	3	meses	
haga	recomendaciones	de	reformas	normativas	y	de	política	pública	que	permitan	en	un	
tiempo	limitado	y	cuando	sea	posible:	

	
• Regularizar	los	derechos	de	propiedad	de	los	propietarios,	ocupantes	y	poseedores	

de	buena	fe,	siempre	que	no	haya	despojo,	o	mala	fe		
• Garantizar	la	función	social	y	ecológica	de	la	propiedad	
• Facilitar	 el	 acceso	 a	 los	 trabajadores	 y	 trabajadoras	 sin	 tierra	 o	 con	 tierra	

insuficiente		
• Promover	el	uso	productivo	de	la	tierra	

	
Las	propuestas	de	ajustes	normativos	a	 la	 legislación	sobre	tierras	y	de	política	pública	
deberán	ser	discutidos	con	 los	 sectores	 interesados	con	el	 fin	de	buscar	 los	consensos	
más	amplios	posibles,	previo	a	su	discusión	en	el	Congreso	de	la	República”.		

	
Algunos	mecanismos	de	resolución	de	conflictos	de	tenencia	y	uso	y	de	fortalecimiento	de	
la	producción	alimentaria		
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• El	segundo	bullet	del	numeral	1.1.8	(pág.	15)	queda	así:	

“Creará	 una	 instancia	 de	 alto	 nivel	 en	 el	 marco	 de	 las	 competencias	 del	 Gobierno	
Nacional	que	se	encargará	de	la	formulación	de	lineamientos	generales	orientados	a	una	
planeación	 indicativa	 de	 uso	 de	 la	 tierra	 para	 coordinar,	 articular	 y	 armonizar	 las	
políticas	sectoriales,	atendiendo	 las	características	de	su	vocación,	el	bien	común	y	 las	
visiones	 territoriales	 de	 desarrollo	 rural	 construidos	 en	 el	 marco	 de	 las	 instancias	 de	
participación	 que	 contarán	 con	 representación	 equilibrada	 equitativa	 de	 hombres	 y	
mujeres	y	de	las	autoridades	territoriales.	En	el	diseño	de	los	lineamientos	se	tendrá	en	
cuenta:	1)	 la	sostenibilidad	socio-ambiental	y	la	conservación	de	los	recursos	hídricos	y	
de	 la	 biodiversidad;	 2)	 la	 compatibilidad	 entre	 vocación	 y	 uso	 del	 suelo	 rural;	 3)	 la	
prioridad	 de	 la	 producción	 de	 alimentos	 para	 el	 desarrollo	 del	 país,	 que	 permita	 que	
coexista	 con	 otras	 actividades	 económicas	 y	 promocionando	 su	 progresión	 hacia	 la	
autosuficiencia;	 4)	 las	 particularidades	 sociales,	 culturales	 y	 económicas	 de	 los	
territorios.	Lo	anterior	sin	perjuicio	de	las	competencias	de	las	autoridades	locales	para	
planificar	 y	 orientar	 el	 desarrollo	 del	 territorio	 de	 su	 jurisdicción	 y	 regular	 el	 uso,	
transformación	y	ocupación	del	espacio	en	articulación	con	 las	autoridades	nacionales,	
en	el	marco	de	la	formulación	y	aprobación	de	los	planes	y	esquemas	de	ordenamiento	
territorial”.	

	
Formalización	y	actualización	del	catastro	e	impuesto	predial	rural	
	
• Modificar	 el	 primer	 bullet	 del	 punto	 1.1.9.	 “Formación	 y	 actualización	 del	 catastro	 e	

impuesto	predial	rural”	(pág.	15),	así:		
“Un	 Sistema	 General	 de	 Información	 Catastral,	 integral	 y	 multipropósito,	 que	 en	 un	
plazo	máximo	de	7	años	concrete	la	formación	y	actualización	del	catastro	rural,	vincule	
el	registro	de	inmuebles	rurales	y	se	ejecute	en	el	marco	de	la	autonomía	municipal.	En	
desarrollo	 de	 los	 principios	 de	 Priorización	 y	 de	 Bienestar	 y	 Buen	 vivir,	 este	 catastro	
deberá	producir	 resultados	 tempranos	en	 las	 zonas	priorizadas,	en	el	marco	de	 lo	que	
acuerden	 el	 Gobierno	 Nacional	 y	 las	 FARC-EP.	 Este	 sistema	 tendrá	 información	
desagregada	por	sexo/género	y	etnia,	que	permita,	entre	otros,	contar	con	información	
sobre	 el	 tamaño	 y	 las	 características	 de	 los	 predios	 en	manos	de	mujeres,	 su	 relación	
con	 la	 tierra	 y	 las	 formas	 de	 titulación.	 El	 avalúo	 catastral	 se	 hará	 por	 parte	 de	 la	
autoridad	competente	de	conformidad	con	la	ley”.		

	
Cierre	de	la	frontera	agrícola	y	protección	de	zonas	de	reserva	
	
• El	último	bullet	del	numeral	1.1.10.	“Cierre	de	la	frontera	agrícola	y	protección	de	zonas	

de	reserva”	(pág.	17)	queda	así:	
“En	 el	 marco	 de	 los	 procesos	 de	 constitución	 de	 ZRC,	 que	 se	 harán	 por	 parte	 de	 la	
autoridad	competente	de	conformidad	con	la	normatividad	vigente,	el	Gobierno,	como	
resultado	de	mecanismos	de	concertación,	definirá	con	las	comunidades	interesadas	las	
áreas	de	cada	una	de	ellas,	atendiendo	las	necesidades	de	los	campesinos	que	adelantan	
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o	 quieran	 adelantar	 procesos	 de	 constitución.	 La	 constitución	 de	 las	 ZRC	 estará	
acompañada	de	procesos	de	formalización	de	la	propiedad”.	

	
Mecanismos	de	participación		
	
• En	 el	 numeral	 1.2.3.	 “Planes	 de	 acción	 para	 la	 transformación	 regional”	 (pág.	 18)	 el	

primer	bullet	queda	así:	
“El	 enfoque	 territorial	 de	 las	 comunidades	 rurales	 que	 tenga	 en	 cuenta	 las	
características	socio-históricas,	culturales,	ambientales	y	productivas	de	los	territorios	y	
sus	 habitantes,	 así	 como	 sus	 necesidades	 diferenciadas	 en	 razón	 del	 su	 pertenencia	 a	
grupos	 en	 condiciones	 de	 vulnerabilidadgénero,	 edad,	 pertenencia	 étnica,	 orientación	
sexual	e	identidad	de	género	diversa,	y	condición	de	discapacidad,		y	la	vocación	de	los	
suelos,	para	poder	desplegar	los	recursos	de	inversión	pública	de	manera	suficiente	y	en	
armonía	con	los	valores	tangibles	e	intangibles	de	la	nación”.		

	
• El	numeral	1.2.4.	“Mecanismos	de	participación”	(pág.	19)	queda	así:	

“Mecanismos	de	participación:	la	participación	activa	de	las	comunidades	—hombres	y	
mujeres—	en	conjunto	con	 las	autoridades	de	 las	entidades	territoriales,	es	 la	base	de	
los	 PDET.	 Para	 ello	 se	 establecerán	 instancias	 de	 decisión	 en	 los	 distintos	 niveles	
territoriales,	 para	 garantizar	 la	 participación	 ciudadana	 en	 el	 proceso	 de	 toma	 de	
decisiones	por	parte	de	las	autoridades	competentes,	en	desarrollo	de	lo	acordado	en	la	
RRI	en	las	que	se	incluya	la	presencia	representativa	de	las	comunidades,	incluyendo	la	
de	 las	mujeres	 rurales	 y	 sus	 organizaciones,	 y	 el	 acompañamiento	 de	 los	 órganos	 de	
control,	para	(…)	

	
• Se	agrega	un	párrafo	al	 final	del	punto	1.2.4.	“Mecanismos	de	participación”	 (pág.	19)	

así:	
“Los	mecanismos	de	participación	que	se	establezcan	para	la	construcción	de	los	Planes	
de	Desarrollo	con	Enfoque	Territorial	buscan	fortalecer	la	participación	ciudadana	en	las	
decisiones	 que	 los	 afectan	 en	 el	 marco	 de	 la	 Constitución,	 impulsar	 la	 asociatividad	
solidaria	 y	 vigorizar	 la	 democracia	 local;	 en	 ningún	 caso	 pretenden	 limitar	 las	
competencias	 de	 ejecución	 de	 los	 gobernantes,	 ni	 las	 competencias	 de	 órganos	
colegiados	 (Congreso,	concejos	y	asambleas).	En	el	marco	de	 los	PDET	se	establecerán	
expresamente	 las	 características	 generales	 y	 tiempos	 para	 garantizar	 el	 buen	
funcionamiento	de	estos	mecanismos	de	participación”.	
	

Planes	Nacionales	para	la	RRI	
	

• El	primer	párrafo	del	punto	1.3.	“Planes	Nacionales	para	la	Reforma	Rural	Integral”	(pág.	
19)	queda	así:	
“El	objetivo	central	de	 los	planes	nacionales	para	 la	Reforma	Rural	 Integral	es	por	una	
parte,	 la	 superación	 de	 la	 pobreza	 y	 la	 desigualdad,	 para	 alcanzar	 el	 bienestar	 de	 la	
población	 rural;	 y	 por	 otra,	 la	 integración	 y	 el	 cierre	de	 la	 brecha	 entre	 el	 campo	 y	 la	
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ciudad.	De	conformidad	con	el	presente	Acuerdo,	las	autoridades	competentes	deberán	
elaborar	y	poner	en	marcha	los	Planes	Nacionales	en	el	territorio”.			

	
• El	 numeral	 1.3.	 “Planes	 Nacionales	 para	 la	 Reforma	 Rural	 Integral”	 (pág.	 19-20)	 el	

segundo	párrafo	queda	así:		
“La	 superación	 de	 la	 pobreza	 no	 se	 logra	 simplemente	 mejorando	 el	 ingreso	 de	 las	
familias,	sino	asegurando	que	niños,	niñas,	mujeres	y	hombres	tengan	acceso	adecuado	
a	servicios	y	bienes	públicos.	Esa	es	la	base	de	una	vida	digna.	Por	eso	la	superación	de	la	
pobreza	en	el	campo	depende,	ante	todo,	de	la	acción	conjunta	de	los	planes	nacionales	
para	la	Reforma	Rural	Integral,	que	en	una	fase	de	transición	de	15	añose	10	años,	logre	
la	 erradicación	 de	 la	 pobreza	 extrema	 y	 la	 reducción	 en	 todas	 sus	 dimensiones	 de	 la	
pobreza	rural	en	un	50%,	así	como	la	disminución	de	la	desigualdad	y	la	creación	de	una	
tendencia	hacia	la	convergencia	en	mejores	niveles	de	vida	en	la	ciudad	y	en	el	campo.	
En	todo	caso	el	plan	marco	debe	garantizar	los	máximos	esfuerzos	de	cumplimiento	de	
los	Planes	Nacionales	en	los	próximos	5	años.	Para	Las	medidas	para	la		superación	de	la	
pobreza	 se	 implementarán	 deberán	 tener	 medidas	 específicas	 y	 diferenciadas	 para	
enfoque	 de	 género	 que	 permita	 hacer	 frente	 a	 las	 necesidades	 particulares	 de	 las	
mujeres	 en	 el	 campo	 y	 lograr	 la	 igualdad	 efectiva	 de	 oportunidades	 entre	 hombres	 y	
mujeres”.		
	

• El	numeral	1.3.2.1.	“Salud”	(pág.	21)	queda	así:		
“Salud:	con	el	propósito	de	acercar	la	oferta	de	servicios	de	salud	a	las	comunidades,	en	
especial	los	grupos	y	personas	en	condiciones	de	vulnerabilidad—niños,	niñas,	mujeres,	
hombres,	personas	con	pertenencia	étnica	,	personas	con	orientación	sexual	e	identidad	
de	 género	 diversa	 y	 en	 condición	 de	 discapacidad,	 fortalecer	 la	 infraestructura	 y	 la	
calidad	de	 la	red	pública	en	 las	zonas	rurales	y	mejorar	 la	oportunidad	y	 la	pertinencia	
de	la	prestación	del	servicio,	se	creará	e	implementará	el	Plan	Nacional	de	Salud	Rural.	
Para	el	desarrollo	del	Plan	se	tendrán	en	cuenta	los	siguientes	criterios:	(…)	

	
• El	primer	bullet	del	numeral	1.3.2.3.	“Vivienda	y	agua	potable”	(pág.	23)	queda	así:		

“La	aplicación	de	soluciones	de	vivienda	adecuadas,	de	acuerdo	con	las	particularidades	
del	 medio	 rural	 y	 de	 las	 comunidades	 con	 enfoque	 diferencial.	 El	 acceso	 a	 estas	
soluciones	será	equitativo	para	hombres	y	mujeres”y	de	género.		

	
• El	numeral	1.3.3.1.	“Estímulos	a	la	economía	solidaria	y	cooperativa”	(pág.	23)	queda	así:	

“Con	 el	 propósito	 de	 estimular	 diferentes	 formas	 asociativas	 de	 trabajo	 de	 o	 entre	
pequeños	 y	 medianos	 productores	 y	 productoras,	 basadas	 en	 la	 solidaridad	 y	 la	
cooperación,	 y	 que	 promuevan	 la	 equidad	 de	 género,	 la	 autonomía	 económica	 y	 la	
capacidad	organizativa	en	especial	de	las	mujeres	rurales,	y	fortalezcan	la	capacidad	de	
los	pequeños	productores	y	productoras	de	acceder	a	bienes	y	 servicios,	 comercializar	
sus	productos	y	en	general	mejorar	sus	condiciones	de	vida,	de	trabajo	y	de	producción,	
el	Gobierno	Nacional	creará	e	implementará	el	Plan	nacional	de	fomento	a	la	economía	
solidaria	 y	 cooperativa	 rural.	 Para	 el	 desarrollo	 del	 Plan	 se	 tendrán	 en	 cuenta	 los	
siguientes	criterios:	(…)	
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• El	punto	1.3.3.2	“Asistencia	Técnica”,	en	 lo	 relativo	a	 la	promoción	y	protección	de	 las	

semillas	(pág.	24)	queda	así:	
“La	promoción	y	protección	de	las	semillas	nativas	y	los	bancos	de	semillas,	sin	restringir	
ni	 imponer	 otro	 tipo	 de	 semillas	 como	 las	 mejoradas,	 híbridos	 y	 otras,	 para	 que	 las	
comunidades	—hombres	y	mujeres—	puedan	acceder	al	material	de	siembra	óptimo	y,	
de	 manera	 participativa,	 contribuyan	 a	 su	 mejoramiento,	 incorporando	 sus	
conocimientos	propios.	Además,	la	estricta	regulación	socio-ambiental	y	sanitaria	de	los	
transgénicos,	 propiciando	 el	 bien	 común.	 Lo	 anterior	 en	 el	 marco	 de	 la	 obligación	
inquebrantable	del	Estado	de	tomar	las	medidas	y	usar	las	herramientas	necesarias	para	
salvaguardar	 el	 patrimonio	 genético	 y	 la	 biodiversidad	 como	 recursos	 soberanos	de	 la	
nación”.	

	
• El	numeral	1.3.3.3.	“Subsidios,	generación	de	ingresos	y	crédito”	(pág.	25)	queda	así:	

“Además	de	los	subsidios	que	el	Gobierno	Nacional	otorgará	a	la	economía	campesina,	
familiar	 y	 comunitaria,	 mediante	 los	 planes	 y	 programas	 de	 distribución	 de	 tierras,	
asistencia	técnica,	vivienda,	infraestructura	y,	en	general,	de	todos	los	bienes	y	servicios	
sociales	 que	 constituyen	 el	 acceso	 integral,	 el	 Gobierno	 Nacional	 diseñará	 e	
implementará	 un	 Plan	 para	 apoyar	 y	 consolidar	 la	 generación	 de	 ingresos	 de	 la	
economía	 campesina,	 familiar	 y	 comunitaria,	 y	 de	 los	 medianos	 productores	 y	
productoras	 con	 menores	 ingresos.	 Además	 este	 Plan	 debe,	 que	 cuente	 con	 una	
perspectiva	 de	 género	 quepermitira	 a	 las	 mujeres	 superar	 las	 barreras	 de	 acceso	 al	
financiamiento.	Para	el	desarrollo	del	Plan	se	tendrán	en	cuenta	los	siguientes	criterios:	
(…)	

	
• El	numeral	1.3.3.4.	“Mercadeo”	(pág.	26)	queda	así:	

“Mercadeo:	con	el	fin	de	garantizar	condiciones	adecuadas	para	la	comercialización	de	
los	 productos	 provenientes	 de	 la	 producción	 de	 la	 economía	 campesina,	 familiar	 y	
comunitaria,	y	mejorar	su	disponibilidad	como	garantía	del	derecho	a	la	alimentación,	el	
Gobierno	 Nacional	 creará	 e	 implementará	 el	 Plan	 nacional	 para	 la	 promoción	 de	 la	
comercialización	 de	 la	 producción	 de	 la	 economía	 campesina,	 familiar	 y	 comunitaria,	
que	 contaráuente	 con	 una	 perspectiva	 de	 género	 que	 	 medidas	 afirmativas	 para	
promover	el	empoderamiento	económico	de	las	mujeres	rurales.	Para	el	desarrollo	del	
Plan	se	tendrán	en	cuenta	los	siguientes	criterios:	(…)	

	
• El	numeral	1.3.3.5.	“Formalización	laboral	rural	y	protección	social”	(pág.	27)	queda	así:	

“Formalización	 laboral	 rural	 y	 protección	 social:	 el	 Gobierno	 Nacional	 fortalecerá	 al	
máximo	 el	 sistema	 de	 protección	 y	 seguridad	 social	 de	 la	 población	 rural,	 con	 un	
enfoque	 diferencial	 y	 teniendo	 en	 cuenta	 la	 situación	 particular	 de	 las	 mujeresde	
género.	A	la	luz	de	las	normas	de	la	Organización	Internacional	del	Trabajo	(OIT)	de	las	
que	Colombia	es	parte	y	con	el	propósito	de	garantizar	el	trabajo	digno	y	 los	derechos	
de	 los	 trabajadores	 y	 trabajadoras	 del	 campo,	 y	 su	 protección	 social	 (protección	 a	 la	
vejez,	maternidad	 y	 riesgos	 laborales),	 el	Gobierno	Nacional	 creará	 e	 implementará	 el	
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Plan	 progresivo	 de	 protección	 social	 y	 de	 garantía	 de	 derechos	 de	 los	 trabajadores	 y	
trabajadoras	rurales”.	

	
• Se	incluye	un	nuevo	numeral	1.3.3.6	(pág.	24)“Asociatividad”	así:	

“Asociatividad:	El	Gobierno	fomentará	y	promoverá	la	asociatividad,	encadenamientos	y	
alianzas	 productivas	 entre	 pequeños,	 medianos	 y	 grandes	 productores	 así	 como	 con	
procesadores,	comercializadores	y	exportadores	con	el	fin	de	garantizar	una	producción	
a	 escala	 y	 competitiva	 e	 insertada	 en	 cadenas	 de	 valor	 agregado	 que	 contribuyan	 a	
mejorar	 las	condiciones	de	vida	de	los	habitantes	del	campo	en	general	y	en	particular	
de	los	pequeños	productores.	Para	ello	brindará	asistencia	técnica,	jurídica	y	económica	
(crédito	o	financiamiento)	a	los	pequeños	productores	con	el	fin	de	garantizar	proyectos	
de	economía	familiar	y	asociativos,	equilibrados	y	sostenibles”.	
	
	
	
	

• PUNTO	2.	PARTICIPACIÓN	POLÍTICA:	APERTURA	DEMOCRÁTICA	PARA	CONSTRUIR	LA	PAZ	
			
Derechos	 y	 garantías	 plenas	 para	 el	 ejercicio	 de	 la	 oposición	 política	 en	 general,	 y	 en	
particular	 para	 los	 nuevos	movimientos	 que	 surjan	 luego	 de	 la	 firma	 del	 Acuerdo	 Final.	
Acceso	a	medios	de	comunicación.	
	
Introducción		

	
• En	la	introducción	(págs.	30	y	31)	los	párrafos	3	y	12	quedan	así:	

Párrafo	 3.	 “Tomando	 en	 consideración	 que	 las	 mujeres	 enfrentan	 mayores	 barreras	
sociales	e	institucionales	para	el	ejercicio	de	la	participación	política	como	consecuencia	
de	profundas	discriminaciones	 y	 desigualdades,	 así	 como	de	 condiciones	 estructurales	
de	exclusión	y	,	subordinación	y	discriminación	de	género,	lo	que	genera	mayores	retos	
para	garantizar	su	derecho	a	la	participación,	enfrentar	y	transformar	estas	condiciones	
históricas	implica	desarrollar	medidas	afirmativas	que	garanticen	la	participación	de	las	
mujeres	 en	 los	 diferentes	 espacios	 de	 representación	 política	 y	 social.	 Para	 esto	 es	
necesario	que	se	 reconozca	 la	 situación	y	condición	de	 las	mujeres	en	sus	contextos	y	
particularidades”.	
	
(…)	
	
Párrafo	 12.	 La	 promoción	 tanto	 del	 pluralismo	 político	 como	 de	 las	 organizaciones	 y	
movimientos	sociales,	-particularmente	de	mujeres,	jóvenes	y	demás	sectores	excluidos	
del	ejercicio	de	la	política,-	incluyendo	las	de	mujeres,	de	jóvenes	y	de	población	LGTBI,	
y,	en	general,	del	debate	democrático,	requiere	de	nuevos	espacios	de	difusión	para	que	
los	partidos,	organizaciones	y	 las	 comunidades	que	participan	en	 la	 construcción	de	 la	
paz,	tengan	acceso	a	espacios	en	canales	y	emisoras	en	 los	niveles	nacional,	regional	y	
local”.	
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Estatuto	de	Garantías	para	el	Ejercicio	de	la	Oposición	Política	

	
• El	numeral	2.1.1.1.	“Estatuto	de	garantías	para	el	ejercicio	de	la	oposición	política”	(pág.	

32)	queda	así:		
“Tras	la	firma	del	Acuerdo	FinalCon	el	fin	de	avanzar	en	el	cumplimiento	de	la	obligación	
constitucional	(Artículo	112)	de	reglamentar	íntegramente	los	derechos	de	los	partidos	y	
movimientos	 políticos	 que	 se	 declaren	 en	 oposición	 al	 Gobierno,	 los	 partidos	 y	
movimientos	políticos	con	personería	 jurídica,	serán	convocados	en	una	Comisión	para	
definir	 los	 lineamientos	 del	 estatuto	 de	 garantías	 para	 los	 partidos	 y	 movimientos	
políticos	que	se	declaren	en	oposición.	Adicionalmente,	se	convocarán	a	la	Comisión	las	
siguientes	 agrupaciones	 políticas	 representativas	 de	 oposición:	 Marcha	 Patriótica	 y	
Congreso	 de	 los	 Pueblos,	 así	 como	 a	 dos	 expertos	 delegados	 por	 las	 FARC-EP.	 La	
Comisión	 abrirá	 espacios	 o	 mecanismos	 para	 recibir	 insumos	 y	 propuestas	 de	 otras	
agrupaciones	políticas	que	deseen	participar	en	la	discusión.	Se	velará	porque	partidos,	
movimientos	y	otras	agrupaciones	que	sean	convocados	cuenten	con	la	participación	de	
las	mujeres.	 La	Comisión	a	 través	de	un	evento	 facilitará	 la	participación	de	voceros	 y	
voceras	 de	 las	 organizaciones	 y	 movimientos	 sociales	 más	 representativos,	 personas	
expertas	y	de	la	academia,	entre	otras.	Sobre	la	base	de	estos	lineamientos	el	Gobierno	
Nacional	elaborará	un	proyecto	de	ley	con	el	acompañamiento	de	delegados	y	delegadas	
de	 la	 Comisión	 de	 partidos	 y	 movimientos	 políticos,	 que	 deberá	 presentarse	 para	 su	
trámite	 en	 el	 Congreso	máximo	 dentro	 de	 los	 3	meses	 siguientes	 a	 la	 entrega	 de	 las	
recomendaciones	por	parte	de	la	Comisión”.	

	
Sistema	Integral	de	Seguridad	para	el	Ejercicio	de	la	Política	
	
• En	el	numeral	2.1.2.1.	“Sistema	Integral	de	Seguridad	para	el	Ejercicio	de	la	Política”,	en	

el	literal	c.	Protección,	el	segundo	bullet	(pág.	35),	queda	así:		
“Protección	especializada,	sobre	la	base	de	una	evaluación	de	riesgo,	para	las	siguientes	
personas:	quienes	hayan	sido	elegidas	popularmente,	quienes	se	declaren	en	oposición	
política,	 y	 líderes	 y	 lideresas	 de	 partidos	 y	 movimientos	 políticos	 con	 enfoque	
diferencial,	 de	 género,	 y	 con	 presencia	 nacional	 y	 regional.	 Para	 efectos	 de	 su	
participación	 en	 política,	 la	 evaluación	 tendrá	 en	 consideración	 los	 riesgos	 específicos	
que	estas	personas	enfrentan”.	orientación	sexual	diversa.	

	
Garantías	para	los	movimientos	y	organizaciones	sociales	

	
• En	 el	 numeral	 2.2.1.	 “Garantías	 para	 los	movimientos	 y	 organizaciones	 sociales”	 (pág.	

37)	el	cuarto	párrafo	queda	así:	
“Una	 sociedad	 democrática	 y	 organizada	 es	 una	 condición	 necesaria	 para	 la	
construcción	 de	 una	 paz	 estable	 y	 duradera,	 en	 particular	 en	 el	 marco	 de	 la	
implementación	 del	 presente	 Acuerdo.	 Por	 ello,	 resulta	 importante	 adoptar	 acciones	
para	 fortalecer	 las	 organizaciones	 y	 movimientos	 sociales	 y,	 en	 especial,	 brindar	
garantías	 para	 su	 participación	 e	 interlocución	 con	 las	 autoridades.,	 respetando	 el	
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enfoque	diferencial	y	de	género,	sin	detrimento	del	carácter	universal	que	deben	tener	
esas	 garantías.Además,	 bajo	 el	 entendido	 de	 que	 una	 sociedad	 en	 la	 que	 las	mujeres	
participan	 activamente	 es	 una	 sociedad	 más	 democrática,	 es	 importante	 el	
fortalecimiento	de	sus	organizaciones	y	potenciación	de	su	protagonismo	al	 interior	de	
las	organizaciones	y	movimientos	sociales”.	

	
• En	 el	 numeral	 2.2.1.	 “Garantías	 para	 los	movimientos	 y	 organizaciones	 sociales”	 (pág.	

37-38)	se	modifican	los	siguientes	bullet	de	lineamientos,	así:	
Bullet	 4	 (pág.	 37).	 “Apoyar,	 mediante	 asistencia	 legal	 y	 técnica,	 la	 creación	 y	 el	
fortalecimiento	 de	 las	 organizaciones	 y	 movimientos	 sociales.	 incluyendo	 las	
organizaciones	de	mujeres,	de	jóvenes	y	de	población	LGBTI.	Sin	perjuicio	del	principio	
de	igualdad,	se	apoyará	con	medidas	extraordinarias	a	las	organizaciones	de	mujeres,	de	
jóvenes	y	de	grupos	históricamente	discriminados”.	
	
(…)	
	
Bullet	 7	 (pág.	 38).	 “Promover	 la	 creación	 de	 redes	 de	 organizaciones	 y	 movimientos	
sociales,	 especialmente	 de	 los	 que	 han	 estado	 en	 condiciones	 de	 exclusión	 política-	
incluyendo	 aquellas	 de	 mujeres,	 de	 jóvenes	 y	 de	 población	 LGBTI	 que	 hagan	 visibles	
sulos	 liderazgos	 y	 garanticen	 su	 capacidad	 de	 plena	 interlocución	 con	 los	 poderes	
públicos”.	
	
Bullet	9	(pág.	38).	“En	las	instancias	de	participación	ciudadana	se	ampliará	y	garantizará	
la	representatividad,	con	equidad	de	género	con	participación	equitativa	entre	hombres	
y	mujeres,	 de	 las	 organizaciones	 y	 los	movimientos	 sociales,	 el	 control	 ciudadano	 y	 la	
interlocución	con	las	autoridades	locales,	municipales,	departamentales	y	nacionales”.	

	
Garantías	para	la	movilización	y	la	protesta		
	
• El	primer	párrafo	del	numeral	2.2.2.	“Garantías	para	la	movilización	y	la	protesta”	(pág.	

39)	queda	así:	
“2.2.2.	Garantías	para	la	movilización	y	la	protesta	pacífica	
La	 movilización	 y	 la	 protesta	 pacífica	 como	 formas	 de	 acción	 política,	 son	 ejercicios	
legítimos	del	derecho	a	la	reunión,	a	la	libre	circulación,	a	la	libre	expresión,	a	la	libertad	
de	 conciencia	 y	 a	 la	 oposición	 en	 una	 democracia.	 Su	 práctica	 enriquece	 la	 inclusión	
política	 y	 forja	 una	 ciudadanía	 crítica,	 dispuesta	 al	 diálogo	 social	 y	 a	 la	 construcción	
colectiva	de	Nación.	Más	aún,	en	un	escenario	de	 fin	del	conflicto	se	deben	garantizar	
diferentes	espacios	para	canalizar	las	demandas	ciudadanas,	incluyendo	garantías	plenas	
para	la	movilización,	 la	protesta	y	la	convivencia	pacífica.	Junto	con	la	movilización	y	la	
protesta	pacífica	se	deberán	garantizar	los	derechos	de	los	y	las	manifestantes	y	de	los	
demás	ciudadanos	y	ciudadanas”.	

	
• El	primer	bullet	del	numeral	2.2.2.	 “Garantías	para	 la	movilización	y	 la	protesta”	 (pág.	

39),	queda	así:	
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“Garantías	 plenas	 para	 la	 movilización	 y	 la	 protesta	 pacífica	 como	 parte	 del	 derecho	
constitucional	a	la	libre	expresión,	a	la	reunión	y	a	la	oposición,	privilegiando	el	diálogo	y	
la	civilidad	en	el	tratamiento	de	este	tipo	de	actividades,	sin	perjuicio	del	ejercicio	de	la	
autoridad	legítima	del	Estado	conforme	a	los	estándares	internacionales	en	materia	de	
protección	del	derecho	a	la	protesta”.		
	

• Modificar	 el	 quinto	 bullet	 del	 numeral	 2.2.2	 “Garantías	 para	 la	 movilización	 y	 la	
protesta”	(pág.	39),	así:	
“Garantías	 para	 la	 aplicación	 y	 el	 respeto	 de	 los	 derechos	 humanos	 en	 general.	 Las	
movilizaciones	y	 las	protestas,	 incluyendo	 los	disturbios,	se	tratarán	con	pleno	respeto	
de	 los	 derechos	 humanos	 	 civilidad	 por	 parte	 de	 la	 autoridad	 legítima	 del	 Estado,	
garantizando	a	la	vez,	de	manera	ponderada	y	proporcional,	los	derechos	de	los	demás	
ciudadanos”.	

	
	
	
Participación	ciudadana	a	través	de	medios	de	comunicación	comunitarios,	institucionales	
y	regionales	

	
• En	 el	 numeral	 2.2.3	 “Participación	 ciudadana	 a	 través	 de	 medios	 de	 comunicación	

comunitarios,	institucionales	y	regionales”	(pág.	40)	el	primer	y	segundo	párrafo	quedan	
así:	
“Los	 medios	 de	 comunicación	 comunitarios,	 institucionales	 y	 regionales,	 deben	
contribuir	 a	 la	 participación	 ciudadana	 y	 en	 especial	 a	 promover	 valores	 cívicos,	 el	
reconocimiento	 de	 las	 diferentes	 identidades	 étnicas	 y	 culturales,	 la	 igualdad	 de	
oportunidades	 de	 género	 entre	 hombres	 y	 mujeres,	 la	 inclusión	 política1	 y	 social,	 la	
integración	nacional	y	en	general	el	 fortalecimiento	de	 la	democracia.	 La	participación	
ciudadana	 en	 los	 medios	 comunitarios	 contribuye	 además	 a	 la	 construcción	 de	 una	
cultura	 democrática	 basada	 en	 los	 principios	 de	 libertad,	 dignidad	 y	 pertenencia,	 y	 a	
fortalecer	las	comunidades	con	lazos	de	vecindad	o	colaboración	mutuos.	
	
Adicionalmente,	 en	 un	 escenario	 de	 fin	 del	 conflicto,	 los	 medios	 de	 comunicación	
comunitarios,	institucionales	y	regionales,	contribuirán	al	desarrollo	y	promoción	de	una	
cultura	 de	 participación,	 igualdad	 y	 no	 discriminación,	 convivencia	 pacífica,	 paz	 con	
justicia	 social	 y	 reconciliación,	 incorporando	 en	 sus	 contenidos	 valores	 no	
discriminatorios	y	no	sexistas	y	de	respeto	al	derecho	de	las	mujeres	a	una	vida	libre	de	
violencias”.	

	
• En	 el	 numeral	 2.2.3	 “Participación	 ciudadana	 a	 través	 de	 medios	 de	 comunicación	

comunitarios,	institucionales	y	regionales”	(pág.	40)	el	primer	bullet	queda	así:		

																																																													
1 Por “inclusión política” se entiende la mayor participación de  ciudadanos y ciudadanas en los asuntos públicos, en el marco 
del fortalecimiento de la democracia, y no la propaganda o proselitismo político. 
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“Abrir	nuevas	convocatorias	para	la	adjudicación	de	radio	comunitaria	con	sujeción	a	los	
criterios	objetivos	establecidos	en	 la	 ley,	con	énfasis	en	 las	zonas	más	afectadas	por	el	
conflicto,	 y	 así	́ promover	 la	 democratización	 de	 la	 información	 y	 del	 uso	 del	 espectro	
electromagnético	disponible,	garantizando	el	pluralismo	en	la	asignación	de	las	mismas.	
Se	 promoverá	 la	 participación	 de	 organizaciones	 comunitarias	 incluyendo	
organizaciones	de	víctimas	en	estas	convocatorias”.	

	
Garantías	para	la	reconciliación,	la	convivencia,	la	tolerancia	y	la	no	estigmatización	

	
• En	el	numeral	2.2.4.	“Garantías	para	la	reconciliación,	la	convivencia,	la	tolerancia	y	la	no	

estigmatización	especialmente	por	razón	de	la	acción	política	y	social	en	el	marco	de	la	
civilidad”	(pág.	41)	el	segundo	párrafo	queda	así:	
“Con	 ese	 objetivo	 el	 Gobierno	 creará	 un	 Consejo	 Nacional	 para	 la	 Reconciliación	 y	 la	
Convivencia,	 el	 cual	 estará	 integrado	 por	 representantes	 del	 Gobierno,	 el	 Ministerio	
Público,	quienes	designen	los	partidos	y	movimientos	políticos,	incluido	el	que	surja	del	
tránsito	 de	 las	 FARC-EP	 a	 la	 actividad	 política	 legal,	 organizaciones	 y	 movimientos	
sociales,	en	particular	de	mujeres,	campesinos	y	campesinas,	gremios,	minorías	étnicas,	
iglesias,	 confesiones	 religiosas,	 organizaciones	 basadas	 en	 la	 fe	 y	 organizaciones	 del	
sector	 religiosolas	 iglesias,	 el	 sector	 educativo,	 entre	 otros.	 El	 Consejo	 tendrá	 como	
función	 asesorar	 y	 acompañar	 al	 Gobierno	 en	 la	 puesta	 en	marcha	 de	mecanismos	 y	
acciones	que	incluyen:”	

	
• En	el	numeral	2.2.4.	“Garantías	para	la	reconciliación,	la	convivencia,	la	tolerancia	y	la	no	

estigmatización	especialmente	por	razón	de	la	acción	política	y	social	en	el	marco	de	la	
civilidad”	(pág.	41)	en	el	segundo	párrafo,	el	quinto	bullet,	queda	así:	
“Promoción	de	la	no	estigmatización	a	grupos	en	condiciones	de	vulnerabilidad	o	razón	
de	 la	 orientación	 sexual	 	 y	 la	 identidad	 de	 género	 diversa	 discriminados	 como	 las	
mujeres,	los	pueblos	y	comunidades	étnicas,	población	LGBTI,	los	jóvenes,	niños	y	niñas	
y	adultos	mayores,	las	personas	en	condición	de	discapacidad,	las	minorías	políticas	y	las	
minorías	religiosas”.	
	

Medidas	para	promover	el	acceso	al	sistema	político	
	
• El	numeral	2.3.1.1.	“Medidas	para	promover	el	acceso	al	sistema	político”	(pág.	44-45),	

bullets	1,	2	y	3	quedan	así:	
- “Desligar	 la	 obtención	 y	 conservación	 de	 la	 personería	 jurídica	 de	 los	 partidos	 y	

movimientos	políticos	del	requisito	de	la	superación	de	un	umbral	en	las	elecciones	de	
Congreso	y,	en	consecuencia,	redefinir	los	requisitos	para	su	constitución.	Uno	de	estos	
será	 el	 del	 número	 de	 afiliados	 y	 afiliadas.	 Con	 el	 fin	 de	 evitar	 la	 proliferación	
indiscriminada	 de	 partidos	 y	 movimientos	 políticos,	 para	 el	 reconocimiento	 de	 la	
personería	jurídica	se	exigirá	como	mínimo	un	número	determinado	de	afiliados.	

- Diseñar	un	sistema	de	adquisición	progresiva	de	derechos	para	partidos	y	movimientos	
políticos,	 según	 su	 desempeño	 electoral	 en	 los	 ámbitos	 municipal,	 departamental	 y	
nacional.	 El	 nuevo	 régimen	 conservará	 los	 requisitos	 en	 materia	 de	 votos	 en	 las	
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elecciones	de	Senado	y/o	Cámara	de	Representantes	por	las	circunscripciones	ordinarias	
actualmente	existentes	para	la	adquisición	de	la	totalidad	de	los	derechos	a	financiación,	
acceso	a	medios	y	a	inscribir	candidatos	a	cargos	y	corporaciones	de		elección	popular.	

- El	 sistema	 incorporará	un	 régimen	de	 transición	por	 8	 años,	 incluyendo	 financiación	 y	
divulgación	de	programas,	para	promover	y	estimular	los	nuevos	partidos	y	movimientos	
políticos	de	alcance	nacional	que	irrumpan	por	primera	vez	en	el	escenario	político,	así	
como	a	otros	que	habiendo	tenido	representación	en	el	Congreso	la	hubieran	perdido”.		

	
Reforma	del	régimen	y	de	la	organización	electoral	

	
• El	punto	2.3.4	“Reforma	del	régimen	y	de	la	organización	electoral”	(pág.	47)	el	segundo	

queda	así:	
“La	Misión,	en	un	plazo	de	hasta	46	meses	presentará	sus	recomendaciones	con	base,	
entre	 otros,	 en	 las	 buenas	 prácticas	 nacionales	 e	 internacionales,	 en	 los	 insumos	 que	
reciba	 de	 los	 partidos	 y	 movimientos	 políticos	 y	 de	 las	 autoridades	 electorales	 y	
teniendo	en	cuenta	las	dificultades	específicas	de	las	mujeres	en	relación	con	el	sistema	
electoral.	La	Misión	adelantará	un	amplio	y	efectivo	proceso	de	participación	con	todos	
los	 partidos,	movimientos	 y	 agrupaciones	políticas	 a	 objeto	de	obtener	 el	más	 amplio	
consenso	 posible	 en	 la	 producción	 del	 Informe	 Final.	 Sobre	 la	 base	 de	 esas	
recomendaciones,	 el	 Gobierno	 Nacional	 hará	 los	 ajustes	 normativos	 e	 institucionales	
que	sean	necesarios”.		

	
Promoción	de	una	cultura	política	democrática	y	participativa	

	
• El	numeral	2.3.5	 “Promoción	de	una	cultura	política	democrática	y	participativa”	 (pág.	

47),	el	tercer	párrafo	queda	así:	
“Avanzar	 hacia	 una	 cultura	 política	 democrática	 y	 participativa	 implica	 promover	 y	
garantizar	el	valor	y	el	significado	de	la	política	como	vehículo	para	el	cumplimiento	de	
los	 derechos	 políticos,	 económicos,	 sociales,	 ambientales	 y	 culturales.	 Una	 cultura	
política	democrática	y	participativa	debe	contribuir	a	 la	mayor	 integración	las	mujeres,	
de	los	sectores	sociales	más	vulnerables”.	,	así	como	de	los	campesinos	y	campesinas,	las	
comunidades	indígenas,	afrodescendientes	y	la	población	LGBTI.		

	
• En	 	 el	 numeral	 2.3.5.	 “Promoción	 de	 una	 cultura	 política	 democrática	 y	

participativa”	(pág.	47)	en	el	párrafo	4,	el	primer	bullet	queda	así:		
“Promoción	 de	 los	 valores	 democráticos,	 de	 la	 participación	 política	 y	 de	 sus	
mecanismos,	para	garantizar	y	fomentar	su	conocimiento	y	uso	efectivo	y	así	fortalecer	
el	ejercicio	de	los	derechos	consagrados	constitucionalmente,	a	través	de	campañas	en	
medios	 de	 comunicación	 y	 talleres	 de	 capacitación.	 Se	 hará	 especial	 énfasis	 en	 las	
poblaciones	más	 vulnerables	 así	 como	 en	 la	 población	 campesina,	 en	 las	mujeres,	 las	
comunidades	 minorías	 religiosas,	 los	 pueblos	 y	 comunidades	 étnicas	 indígenas	 y	
afrodescendientes	y	la	población	LGBTI.	Estas	campañas	incorporarán	en	sus	contenidos	
valores	que	 	combaten	enfrenten	el	sexismo	y	 las	múltiples	formas	de	discriminación”,	
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incluidas	aquellas	en	razón	del	género	y	 la	orientación	sexual	y	 la	 identidad	de	género	
diversa.	

	
Promoción	de	 la	 representación	política	de	poblaciones	y	 zonas	especialmente	afectadas	
por	el	conflicto	y	el	abandono	
	
• En	 el	 numeral	 2.3.6.	 “Promoción	 de	 la	 representación	 política	 de	 poblaciones	 y	 zonas	

especialmente	afectadas	por	el	conflicto	y	el	abandono”	(pág.	48),	 los	párrafos	3,	4	y	5	
quedan	así:	
Párrafo	3.	“Los	candidatos	y	candidatas	en	todo	caso	deberán	ser	personas	que	habiten	
regularmente	 en	 estos	 territorios	 o	 que	 hayan	 sido	 desplazadas	 de	 ellos	 y	 estén	 en	
proceso	 de	 retorno.	 Los	 candidatos	 y	 candidatas	 podrán	 ser	 inscritos	 por	 grupos	
significativos	 de	 ciudadanos	 y	 ciudadanas	u	 organizaciones	 de	 la	 Circunscripción,	 tales	
como	organizaciones	 	campesinas,	de	víctimas	(incluyendo	desplazados	y	desplazadas),	
mujeres	 y	 sectores	 sociales	 que	 trabajen	 en	 pro	 de	 la	 construcción	 de	 la	 paz	 y	 el	
mejoramiento	 de	 las	 condiciones	 sociales	 de	 la	 región,	 entre	 otros.	 El	 Ggobierno	
Nacional	pondrá	en	marcha	procesos	de	 fortalecimiento	de	 las	organizaciones	sociales	
en	 estos	 territorios,	 en	 especial	 de	 las	 organizaciones	 de	 víctimas	 de	 cara	 a	 su	
participación	en	la	circunscripción”.	

	
Párrafo	4.	“Los	candidatos	y	candidatas	serán	elegidos	por	los	ciudadanos	y	ciudadanas	
de	 esos	mismos	 territorios,	 sin	 perjuicio	 de	 su	 derecho	 a	 participar	 en	 la	 elección	 de	
candidatos	y	candidatas	a	la	Cámara	de	Representantes	en	las	elecciones	ordinarias	en	
sus	departamentos.	Los	partidos	que	cuentaen	con	representación	en	el	Congreso	de	la	
República	o	con	personería	jurídica,	incluido	el	partido	o	movimiento	político	que	surja	
del	tránsito	de	las	FARC-EP	a	la	actividad	política	legal,	no	podrán	inscribir	candidatos	ni	
candidatas	para	estas	Circunscripciones”.	
Párrafo	 5.	 “La	 organización	 electoral	 ejercerá	 una	 especial	 vigilancia	 sobre	 el	 censo	
electoral,	y	 la	inscripción	de	candidatos	y	candidatas	y	la	financiación	de	las	campañas,	
garantizando	 que	 se	 cumplan	 las	 reglas	 establecidas.	 Se	 promoverán	 mecanismos	
adicionales	de	control	y	veeduría	por	parte	de	organizaciones	especializadas,	 	 como	 la	
Misión	de	Observación	Electoral	(MOE)	y	de	partidos	y	movimientos	políticos”.		

	
Creación	 de	 un	 nuevo	 espacio	 para	 dar	 acceso	 a	 medios	 a	 los	 partidos	 y	 movimientos	
políticos	
	
• El	numeral	2.3.8.	Creación	de	un	nuevo	espacio	para	dar	acceso	a	medios	a	los	partidos	y	

movimientos	políticos	(pág.	49),	queda	así:	
	
“Como	complemento	de	lo	acordado	en	el	marco	de	los	puntos	2.2	y	2.3	sobre	acceso	a	
medios	 para	 organizaciones	 y	 movimientos	 sociales	 y	 para	 partidos	 y	 movimientos	
políticos,	respectivamente,	el	Gobierno	se	compromete	a	habilitar	un		canal	institucional	
de	 televisión	 cerrada	 orientado	 a	 los	 partidos	 y	movimientos	 políticos	 con	 personería	
jurídica,	para	la	divulgación	de	sus	plataformas	políticas,	en	el	marco	del	respeto	por	las	
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ideas	 y	 la	 diferencia.	 Ese	 canal	 también	 servirá	 para	 la	 divulgación	 del	 trabajo	 de	 las	
organizaciones	de	víctimas,	organizaciones	y	movimientos	sociales,	la	promoción	de	una	
cultura	democrática	de	paz	y	reconciliación	y	de	valores	no	sexistas	no	discriminatorios	y	
de	 respeto	 al	 derecho	 de	 las	 mujeres	 a	 una	 vida	 libre	 de	 violencias,	 así	 como	 la	
divulgación	de	 los	avances	en	 la	 implementación	de	 los	planes	y	programas	acordados	
en	el	marco	de	este	Acuerdo.		
	
Se	establecerá	una	comisión	con	representantes	de	los	partidos	y	movimientos	políticos	
y	 organizaciones	 y	 movimientos	 sociales	 más	 representativos	 para	 asesorar	 en	 la	
programación	del	canal.	

	
• FIN	DEL	CONFLICTO			

Acuerdo	 sobre	 Cese	 al	 Fuego	 y	 de	 Hostilidades	 Bilateral	 y	 Definitivo	 y	 Dejación	 de	 las	
Armas	entre	el	Gobierno	Nacional	y	las	FARC-EP	

Introducción	

• En	el	numeral	3.1.1.6	“Cronograma”	(pág.	52),	los	literales	c	y	e	quedan	así	(al	igual	que	
en	otros	acápites	donde	mencionen	estos	protocolos):		
c. Monitoreo	y	Verificación.	
• Despliegue	del	MM&V	
• Flujo	de	la	información	del	MM&V	
• Comunicaciones	estratégicas	
• Observación	y	Registro	del	MM&V	
• Coordinación	del	MM&V	
• Código	de	Conducta	para	las	y	los	Integrantes	del	MM&V	
• Solución	de	Controversias	
• Mandato	del	MM&V	

Despliegue	del	MM&V.	
Flujo	de	la	información.	
Manejo	de	las	comunicaciones	estratégicas.	
Registro	y	análisis	de	la	información.	
Supervisión	del	Armamento,	Municiones	y	Explosivos.	

e. Seguridad.	
• Seguridad	para	las	y	los	integrantes	del	MM&V	
• Seguridad	para	las	y	los	delegados	y	servidores	públicos	del	Acuerdo	de	CFHBD	y	DA	
• Seguridad	para	las	y	los	integrantes	de	las	FARC-EP	
• Seguridad	para	la	Población	Civil	durante	el	CFHBD	y	DA	en	las	ZVTN	y	PTN	
• Seguridad	para	los	Desplazamientos	de	las	FARC-EP	a	las	ZVTN	y	PTN	
• Seguridad	para	las	ZVTN	y	PTN	durante	el	CFHBD	y	DA	
• Seguridad	 para	 la	Manipulación,	 Almacenamiento,	 Transporte	 y	 Control	 de	 Armas	

durante	el	CFHB	y	DA			
Seguridad	a	Personas.	

Seguridad	Desplazamientos.	
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Seguridad	de	los	Dispositivos	en	el	Terreno	y	Zonas.	
Transporte	de	armamento,	municiones	y	explosivos.	
Manipulación	de	armamento,	municiones	y	explosivos.	
Almacenamiento	de	armamento,	municiones	y	explosivos.	
Control	armamento,	municiones	y	explosivos.	
	
Adaptación	de	los	dispositivos	en	el	terreno	y	Zonas	

• En	el	numeral	3.1.4,	“Adaptación	de	los	dispositivos	en	el	terreno	y	Zonas”	(pág.	54),	el	
primer	 párrafo	 queda	 así	 (al	 igual	 que	 en	 los	 protocolos	 y	 otros	 acápites	 donde	 se	
mencione	el	número	de	ZVTN	y	PTN):		
“Para	 efectos	 del	 cumplimiento	 del	 Acuerdo	 sobre	 el	 CFHBD	 y	 	 DA;	 así	 como	 para	
adelantar	 los	 preparativos	 para	 el	 proceso	 de	 reincorporación	 económica,	 política	 y	
social	de	 las	FARC-EP	a	 la	vida	civil	de	acuerdo	con	sus	 intereses,	tal	como	dice	el	sub-
punto	 2	 del	 punto	 3	 del	 Acuerdo	 General	 para	 la	 Terminación	 del	 Conflicto	 y	 la	
Construcción	 de	 una	 Paz	 Estable	 y	 Duradera;	 el	 Gobierno	 Nacional	 y	 las	 FARC-EP	
acuerdan	 establecer	 203	 Zonas	 Veredales	 Transitorias	 de	 Normalización	 (ZVTN)	 y	 87	
Puntos	Transitorios	de	Normalización	(PTN)”campamentos.			

	

Reincorporación	de	las	FARC-EP	a	la	vida	civil	–	en	lo	económico,	lo	social	y	lo	político-		de	acuerdo	
con	sus	intereses	

Introducción	
	
• En	el	numeral	3.2.	“Reincorporación	de	las	FARC-EP	a	la	vida	civil	–	en	lo	económico,	lo	

social	 y	 lo	político-	 	de	acuerdo	con	 sus	 intereses”	 (pág.	61),	el	 segundo	considerando	
queda	así:	
“La	 reincorporación	 a	 la	 vida	 civil	 será	 un	 proceso	 de	 carácter	 integral	 y	 sostenible,	
excepcional	y	transitorio,	que	considerará	los	intereses	de	la	comunidad	de	las	FARC-EP	
en	 proceso	 de	 reincorporación,	 de	 sus	 integrantes	 y	 sus	 familias,	 orientado	 al	
fortalecimiento	 del	 tejido	 social	 en	 los	 territorios,	 a	 la	 convivencia	 y	 la	 reconciliación	
entre	 quienes	 los	 habitan;	 asimismo,	 al	 despliegue	 y	 el	 desarrollo	 de	 la	 actividad	
productiva	y	de	 la	democracia	 local.	La	 reincorporación	de	 las	FARC-EP	se	 fundamenta	
en	 el	 reconocimiento	 de	 la	 libertad	 individual	 y	 del	 libre	 ejercicio	 de	 los	 derechos	
individuales	de	cada	uno	de	quienes	son	hoy	integrantes	de	las	FARC-EP	en	proceso	de	
reincorporación.	 Las	 características	 de	 la	 reincorporación	 del	 presente	 acuerdo	 son	
complementarias	a	los	acuerdos	ya	convenidos.	El	proceso	de	reincorporación	tendrá	en	
todos	sus	componentes	un	enfoque	diferencial	y	perspectiva	de	género,	con	énfasis	en	
los	derechos	de	las	mujeres”.			
	

Reincorporación	política	
	
• En	el	numeral	3.2.1.1.	“Funcionamiento”	(pág.	62-63)	los	párrafos	1	al	4	quedan	así:		
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“Como	una	medida	para	facilitar	el	tránsito	de	las	FARC-EP	a	la	actividad	política	legal,	el	
partido	o	movimiento	político	que	 constituyan	 recibirá	́ anualmente,	 entre	 la	 fecha	del	
registro	y	el	19	de	julio	de	2026,	una	suma	equivalente	al	promedio	que	recibieron	los	
partidos	o	movimientos	políticos	con	personería	jurídica	para	su	funcionamiento	en	las	
elecciones	 previas	 a	 la	 firma	 previa	 del	 Acuerdo	 Final.	 10%	 anual	 de	 la	 apropiación	
presupuestal	para	el	funcionamiento	de	los	partidos	y	movimientos	políticos.	El	uso	de	
estos	 recursos	 se	 hará	 acorde	 con	 las	 	 reglas	 que	 aplican	 a	 todos	 los	 partidos	 y	
movimientos	políticos.		
	
Por	 otra	 parte,	 con	 el	 fin	 de	 contribuir	 a	 la	 financiación	 del	 Centro	 de	 pensamiento	 y	
formación	política	(3.2.2.2),	así	como	al	financiamiento	a	de	la	difusión	y	divulgación	de	
su	plataforma	ideológica	y	programática,	se	le	asignará	una	suma	equivalente	al	un	75%	
anual	 de	 la	 apropiación	 presupuestal	 para	 el	 funcionamiento	 de	 los	 partidos	 y	
movimientos	políticos	entre	la	fecha	del	registro	y	el	19	de	julio	de	2022.	
	
Las	 anteriores	 sumas	 no	 afectarán	 el	monto	 a	 distribuir	 por	 parte	 del	 Fondo	 para	 los	
demás	partidos	y	movimientos	políticos	con	personería	jurídica.	
	
El	 Gobierno	 promoverá	 que	 la	 cooperación	 internacional	 apoye,	 con	 las	 debidas	
garantías	 de	 transparencia,	 el	 desarrollo	 de	 la	 infraestructura	 necesaria	 para	 la	
constitución	 y	 el	 funcionamiento	 inicial	 del	 nuevo	 partido	 o	 movimiento	 político	 que	
surja	del	tránsito	de	las	FARC-EP	a	la	actividad	política	legal	así	como	para	la	formación	
de	 sus	 dirigentes.	 Los	 recursos	 de	 cooperación	 no	 podrán	 utilizarse	 para	 campañas	
electorales”.		
	

Organización	para	la	reincorporación	colectiva	económica	y	social	
	
• El	numeral	3.2.2.1.	“Organización	para	la	reincorporación	colectiva	económica	y	social”	

(pág.	64)	queda	así:	
“Con	el	propósito	de	promover	un	proceso	de	reincorporación	económica	colectiva,	las	
FARC-EP	 constituirán	 una	 organización	 de	 economía	 social	 y	 solidaria,	 denominada	
Economías	 Sociales	 del	 Común	 –	 ECOMÚN.	 Esta	 entidad,	 que	 estará	 sujeta	 a	 la	
normatividad	 vigente	 para	 este	 tipo	 de	 organizaciones,	 tendrá	 cobertura	 nacional	 y	
podrá	 tener	 seccionales	 territoriales.	 Las	 y	 los	 hoy	 miembros	 de	 las	 FARC-EP	 podrán	
afiliarse	 voluntariamente	 a	 esta	 entidad.	 El	 gobierno	 facilitará	 la	 formalización	 jurídica	
de	ECOMÚN	mediante	la	financiación	de	la	asesoría	jurídica	y	técnica,	la	definición	de	un	
procedimiento	expedito	y	extraordinario	para	su	constitución.	En	el	marco	del	Consejo	
Nacional	 de	 Reincorporación	 se	 establecerán	 los	 lineamientos	 para	 garantizar	 la	
articulación	del	trabajo	de	ECOMÚN	con	las	diferentes	entidades	competentes”.	

	
Centro	de	pensamiento	y	formación	política	
	
• El	numeral	3.2.2.2.	“Centro	de	pensamiento	y	formación	política”	(pág.	65)	queda	así:	
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“La	agrupación	política	de	ciudadanos/as	en	ejercicio	que	tenga	por	objeto	promover	la	
creación	del	futuro	partido	o	movimiento	político	que	surja	de	la	transición	de	las	FARC-
EP	a	la	actividad	política	legal	constituirá	un	Centro	de	pensamiento	y	formación	política,	
como	 institución	sin	ánimo	de	 lucro,	que	tendrá	como	propósitos	adelantar	estudios	e	
investigaciones	sociales,	así	como	diseñar	y	adelantar	programas	de	formación	política.	
Para	 este	 propósito	 podrá	 celebrar	 convenios	 con	 entidades	 públicas	 y	 privadas	 y	 la	
cooperación	 internacional”.	 Para	 el	 funcionamiento	 del	 Centro,	 el	 Gobierno	 Nacional	
destinará,	 con	 cargo	 al	 presupuesto	 general	 de	 la	 nación,	 un	 monto	 anual	 igual	 al	
asignado	para	la	difusión	y	divulgación	de	la	plataforma	ideológica	y	programática	arriba	
mencionada,	hasta	el	19	de	julio	de	2022.	

	
Acreditación	y	Tránsito	a	la	legalidad	

	
• En	 el	 numeral	 3.2.2.4.	 “Acreditación	 y	 Tránsito	 a	 la	 legalidad”	 (pág.	 65)	 el	 segundo	

párrafo	queda	así:		
“Para	los	fines	de	la	acreditación,	una	vez	las	FARC-EP	hagan	entrega	del	listado	de	todos	
los	 y	 las	 integrantes	 que	 hagan	 parte	 de	 su	 organización,	 incluyendo	 a	 las	milicias,	 el	
Gobierno	 Nacional	 iniciará	 el	 proceso	 de	 revisión	 y	 contrastación	 de	 la	 información	
contenida	en	el	mismo.	Sus	observaciones	serán	presentadas	a	las	FARC-EP	y	de	no	ser	
tenidas	 en	 cuenta	 se	 establecerá	 un	 mecanismo	 conjunto	 de	 solución	 de	 diferencias	
para	 la	 revisión	 de	 esos	 casos,	 en	 el	 marco	 de	 la	 Comisión	 de	 Implementación,	
Seguimiento,	 Impulso	 y	 Verificación	 de	 la	 implementación	 del	 Acuerdo	 Final	 de	 Paz	 y	
Resolución	 de	 Diferencias.	 	 (CSIVI).	 Lo	 anterior	 sin	 perjuicio	 de	 la	 aceptación	 de	 las	
demás	personas	incluidas	en	el	listado	sobre	las	que	no	se	presenten	observaciones2.		
	
Se	establecerá	un	procedimiento	expedito	para	la	acreditación	y	el	tránsito	a	la	legalidad	
de	los	miembros	de	las	FARC-EP	no	armados.	A	las	personas	que	sean	acreditadas	se	les	
resolverá	 la	 situación	 jurídica	 otorgándoles	 indulto	mediante	 los	 instrumentos	 legales	
vigentes	si	no	estuviera	en	vigor	 la	 ley	de	amnistía.	Quedarán	en	 libertad	a	disposición	
de	la	JEP	en	caso	de	que	tuvieran	acusaciones	por	delitos	no	amnistiables	según	la	Ley	
de	 Amnistía	 acordada	 en	 el	 Acuerdo	 Final.	 	 Se	 les	 aplicará	 en	 todo	 lo	 que	 les	 resulte	
favorable	 lo	 establecido	 en	 el	 “Acuerdo	 del	 20	 de	 agosto	 de	 2016	 para	 facilitar	 la	
ejecución	 del	 cronograma	 del	 proceso	 de	 dejación	 de	 armas	 alcanzado	 mediante	
acuerdo	del	23	de	junio	de	2016”.	
	

• En	el	numeral	3.2.2.4.	“Acreditación	y	Tránsito	a	la	legalidad”	(pág.	66)	el	último	párrafo	
queda	así:	
“Esta	acreditación	es	necesaria	para	acceder	a	las	medidas	acordadas	para	las	FARC-EP	
en	 el	 Acuerdo	 Final,	 sin	 perjuicio	 de	 lo	 establecido	 en	 el	 acuerdo	 de	 creación	 de	 la	
Jurisdicción	 Especial	 para	 la	 Paz.	 En	 cualquier	 caso,	 el	 acceso	 a	 las	 medidas	 de	
reincorporación	exige	un	compromiso	de	responsabilidad	con	los	acuerdos	y	sus	metas.	
Los	derechos	y	deberes	en	el	marco	del	proceso	de	reincorporación	serán	detallados	por	
el	Consejo	Nacional	de	Reincorporación”.		
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Reincorporación	 para	 los	 menores	 de	 edad	 que	 han	 salido	 de	 los	 campamentos	 de	 las	
FARC-EP	
	
• El	numeral	3.2.2.5	de	Reincorporación	para	los	menores	de	edad	que	han	salido	de	los	

campamentos	de	las	FARC-EP,	(pág.	66)	queda	así:		
“Los	menores	de	edad	que	hayan	salido	de	 los	 campamentos	de	 las	FARC-EP	desde	el	
inicio	 de	 las	 conversaciones	 de	 paz,	 así	 como	 los	 que	 salgan	 hasta	 la	 finalización	 del	
proceso	 de	 la	 dejación	 de	 armas,	 serán	 objeto	 de	 medidas	 de	 especial	 atención	 y	
protección	que	se	discutirán	en	el	Consejo	Nacional	de	Reincorporación	en	el	marco	de	
la	Comisión	de	Seguimiento,	 Impulso	y	Verificación	de	 la	 Implementación	del	Acuerdo	
Final	 (CSIVI)	 y	 que	 incluirán	 los	 principios	 orientadores	 que	 serán	 de	 aplicación	 a	 los	
menores	de	edad	y	los	lineamientos	para	el	diseño	del	Programa	Especial	conforme	a	lo	
establecido	 en	 el	 Comunicado	 Conjunto	 No.	 70	 de	 fecha	 15	 de	 mayo	 de	 2016	 para	
garantizar	 la	 restitución	 de	 sus	 derechos	 con	 enfoque	 diferencial,	 priorizándose	 su	
acceso	a	la	salud	y	a	la	educación.	A	estos	menores	de	edad	se	les	reconocerán	todos	los	
derechos,	beneficios	y	prestaciones	establecidos	para	las	víctimas	del	conflicto	en	la	Ley	
de	Víctimas	1448	de	2011,	así	como	los	derivados	de	su	proceso	de	reincorporación	en	
los	términos	contemplados	en	este	Acuerdo	Final	y	se	priorizará	su	reagrupación	familiar	
cuando	ello	sea	posible,	así	como	su	ubicación	definitiva	en	sus	comunidades	de	origen	
o	en	otras	de	 similares	 características,	 siempre	 teniendo	en	 cuenta	el	 interés	 superior	
del	 niño.	 El	 seguimiento	 a	 estos	 programas	 se	 efectuará	 por	 el	 Consejo	 Nacional	 de	
Reincorporación	 en	 articulación	 	 con	 las	 entidades	 del	 Estado	 competentes	 y	 con	 el	
apoyo	de	organizaciones	 sociales	 o	 especializadas	 encargadas	 de	hacer	 la	 veeduría	 en	
los	términos	del	Comunicado	Conjunto	No.	70.		La	elaboración	del	Programa	Especial	de	
Reincorporación	 para	 menores	 deberá	 realizarse	 por	 parte	 del	 Consejo	 Nacional	 de	
Reincorporación	 en	 un	máximo	 de	 15	 días	 a	 partir	 de	 la	 firma	 del	 Acuerdo	 Final,	 con	
base	 en	 la	 propuesta	 presentada	 por	 parte	 de	 la	 mesa	 técnica	 creada	 mediante	
Comunicado	 Conjunto	 No.	 70.	 Una	 vez	 aprobado	 el	 Programa,	 el	 Gobierno	 Nacional	
tramitará	 los	 ajustes	 normativos	 que	 sean	 necesarios	 para	 garantizar	 su	
implementación,	siempre	teniendo	en	cuenta	el	 interés	superior	del	niño	y	el	Derecho	
Internacional	Humanitario.	
	
El	 Programa	 deberá	 garantizar	 la	 reincorporación	 integral	 del	 menor	 y	 su	
acompañamiento	 psicosocial,	 con	 la	 veeduría	 de	 las	 organizaciones	 sociales	 o	
especializadas	en	 los	términos	del	Comunicado	Conjunto	No.	70,	así	como	también	 	su	
ubicación	 en	 lugares	 transitorios	 de	 acogida	 en	 municipios	 cercanos	 a	 las	 ZVTN,	
garantizando	 el	 derecho	 a	 la	 información	 de	 todos	 los	 participantes,	 en	 especial	 a	 los	
niños,	niñas	y	adolescentes”.	

	
Identificación	de	necesidades	del	proceso	de	reincorporación	económica	y	social	
	
• En	 el	 numeral	 3.2.2.6	 “Identificación	 de	 necesidades	 del	 proceso	 de	 reincorporación	

económica	 y	 social,	 en	 el	 literal	 (c)	 “Desarrollo	 y	 ejecución	 de	 programas	 y	 proyectos	
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sostenibles”,	 el	 acápite	 sobre	 “Programas	 y	 proyectos	 con	 ECOMUN”	 (pág.	 67),	 se	
modifica	el	primer	párrafo	y	se	incluye	un	segundo	párrafo,	así:	
“Se	constituirá	por	una	sola	vez	un	Fondo	para	 la	ejecución	de	programas	y	proyectos	
productivos	y	de	servicios	del	proceso	de	reincorporación	económica	y	social	a	través	de	
ECOMUNM,	 cuya	 viabilidad	 será	 verificada	 previamente	 por	 el	 CNR.	 Los	 recursos	
correspondientes	 a	 las	 personas	 que	 decidan	 participar	 en	 proyectos	 colectivos	 (ver	
literal	 c	 del	 punto	 3.2.2.6.)	 a	 través	 de	 ECOMÚN,	 que	 hayan	 sido	 identificados	 y	
viabilizados,	 serán	 transferidos	 por	 el	 Gobierno	 Nacional	 a	 ECOMÚN,	 	 a	 más	 tardar	
treinta	 (30)	 días	 después	 de	 la	 viabilización	 de	 cada	 proyecto.	 El	 valor	 del	 fondo	
dependerá	del	número	total	de	asignaciones	para	los	hoy	integrantes	de	la	FARC-EP	que	
hayan	optado	por	esta	opción.	Para	su	administración,	ECOMUN	constituirá	un	encargo	
fiduciario.	En	cualquier	caso,	ECOMUN	presentará	 informes	periódicos	de	ejecución	de	
recursos	provenientes	del	Estado	ante	el	CNR”.		

	
Garantías	para	una	reincorporación	económica	y	social	sostenible	
	
• En	 el	 numeral	 3.2.2.7.	 “Garantías	 para	 una	 reincorporación	 económica	 y	 social	

sostenible”,	el	acápite	de	“Seguridad	social”	(pág.	67)	queda	así:		
“Las	 sumas	 correspondientes	 a	 los	 pagos	 por	 concepto	de	 seguridad	 social	 en	 salud	 y	
pensiones	 de	 acuerdo	 con	 la	 normatividad	 vigente	 para	 quienes	 no	 se	 encuentren	
vinculados	 a	 actividades	 remuneradas,	 serán	 garantizadas	 por	 el	 Gobierno	 Nacional,	
quien	 constituirá	 un	 encargo	 fiduciario	 para	 la	 realización	 de	 los	 pagos	 durante	 24	
meses.	 ECOMÚN,	 por	 su	 parte,	 asesorará	 a	 sus	 integrantes	 en	 la	 selección	 de	 las	
instituciones	de	seguridad	social	prestadoras	de	estos	servicios.	Excepcionalmente,	para	
enfermedades	 graves	 de	 alto	 costo,	 y	 para	 la	 rehabilitación	 de	 lesiones	 derivadas	 del	
conflicto,	 el	 Gobierno	 establecerá	 un	 sistema	 especial	 con	 la	 cooperación	 nacional	 e	
internacional,	en	el	marco	del	CNR,	para	su	atención	durante	36	meses”.	
	
En	el	numeral	3.2.2.7.	Garantías	para	una	reincorporación	económica	y	social	sostenible,	
se	incluye	un	párrafo	en	el	acápite	de	“planes	o	programas	sociales”	(pág.	68)	así:		
“Tales	 programas	 serán	 garantizados	 por	 el	 Gobierno	 Nacional	 en	 los	 términos	 y	
duración	 que	 defina	 el	 CNR.	 Lo	 anterior,	 sin	 perjuicio	 de	 los	 programas	 estatales	
destinados	a	la	reparación	integral	de	las	víctimas	del	conflicto.	Para	asegurar	su	eficaz	
implementación	y	despliegue	en	el	territorio,	la	puesta	en	marcha	de	dichos	programas	
tomará	como	base	los	recursos	institucionales	de	los	que	dispone	el	Gobierno	Nacional	y	
las	 entidades	 del	 Estado	 colombiano	 competentes	 para	 estos	 propósitos,	 sin	 perjuicio	
del	acceso	a	otros	recursos	legales”.	

	
• En	el	texto	del	Acuerdo	Final	se	incluye	un	numeral	3.3.	así:		

“Obligaciones	 de	 los	 excomandantes	 guerrilleros/as	 integrantes	 de	 los	 órganos		
directivos	 de	 la	 nueva	 fuerza	 política	 que	 surja	 del	 tránsito	 de	 las	 FARC-EP	 a	 la	
legalidad	para	garantizar	la	correcta	ejecución	y	la	estabilidad	del	Acuerdo	Final	de	Paz		
Los	 excomandantes	 guerrilleros/as	 integrantes	 de	 los	 órganos	 directivos	 de	 la	 nueva	
fuerza	política	que	surja	del	tránsito	de	las	FARC-EP	a	la	legalidad	tendrán	la	obligación	
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de	 contribuir	 activamente	 a	 garantizar	 el	 éxito	 del	 proceso	 de	 reincorporación	 de	 las	
FARC-EP	a	la	vida	civil	de	forma	integral,	para	lo	cual	entre	otras	obligaciones	derivadas	
del	Acuerdo	Final	realizarán	tareas	de	explicación	de	dicho	Acuerdo	y	de	resolución	de	
conflictos	que	respecto	al	cumplimiento	del	Acuerdo	Final	pudieran	surgir	en	cualquier	
municipio	del	país	entre	 los	antiguos	 integrantes	de	 las	FARC-EP	o	entre	 los	miembros	
del	nuevo	movimiento	político”.	

	
Acuerdo	 sobre	 garantías	 de	 seguridad	 y	 lucha	 contra	 las	 organizaciones	 criminales	
responsables	de	homicidios	 y	masacres	o	que	atentan	 contra	defensores/as	de	derechos	
humanos,	 movimientos	 sociales	 o	 movimientos	 políticos,	 incluyendo	 las	 organizaciones	
criminales	que	hayan	sido	denominadas	como	sucesoras	del	paramilitarismo	y	sus	redes	de	
apoyo,	y	 la	persecución	de	 las	conductas	criminales	que	amenacen	 la	 implementación	de	
los	acuerdos	y	la	construcción	de	la	paz	(pág.	69)	
	
• Eliminar	la	frase	“las	organizaciones	criminales	responsables	de	homicidios	y	masacres	o	

que	 atentan	 contra	 defensores/as	 de	 derechos	 humanos,	 movimientos	 sociales	 o	
movimientos	 políticos,	 incluyendo	 las	 organizaciones	 criminales	 que	 hayan	 sido	
denominadas	como	sucesoras	del	paramilitarismo	y	sus	redes	de	apoyo,	y	la	persecución	
de	 las	 conductas	 criminales	 que	 amenacen	 la	 implementación	 de	 los	 acuerdos	 y	 la	
construcción	de	la	paz”	y	reemplazarlo	en	todos	los	lugares	donde	se	haga	esta	mención,	
por:	
“las	organizaciones	y	conductas	criminales	responsables	de	homicidios	y	masacres,	que	
atentan	 contra	 defensores/as	 de	 derechos	 humanos,	 movimientos	 sociales	 o	
movimientos	políticos	o	que	amenacen	o	atenten		contra	las	personas	que	participen	en	
la	 implementación	 de	 los	 acuerdos	 y	 la	 construcción	 de	 la	 paz,	 incluyendo	 las	
organizaciones	 criminales	 que	 hayan	 sido	 denominadas	 como	 sucesoras	 del	
paramilitarismo	y	sus	redes	de	apoyo”.	

	
• En	 el	 numeral	 3.4.	 “Acuerdo	 sobre	 garantías	 de	 seguridad	 y	 lucha	 contra	 las	

organizaciones	criminales”	(pág.	69),	el	cuarto	párrafo	queda	así:	
“Por	último,	 el	Acuerdo	del	punto	2	establece	que	 las	 garantías	de	 seguridad	 son	una	
condición	 necesaria	 para	 afianzar	 la	 construcción	 de	 la	 paz	 y	 la	 convivencia,	 y	 en	
particular	para	garantizar	la	implementación	de	los	planes	y	programas	aquí	acordados,	
garantizar	 la	 protección	 de	 las	 comunidades	 y	 de	 líderes/as	 comunitarios,	 de	
defensores/as	 de	 derechos	 humanos,	 de	 los	 partidos	 y	 los	 movimientos	 políticos	 y	
sociales,	y	especialmente	del	nuevo	movimiento	o	partido	político	que	surja	del	tránsito	
de	 las	FARC-EP	a	 la	actividad	política	 legal,	así	 como	de	sus	 integrantes	en	proceso	de	
reincorporación	a	 la	vida	civil”.	 Las	medidas	para	materializar	estas	garantías	contaran	
con	un	enfoque	diferencial	y	de	género		

	
Principios	orientadores		

	
• En	el	 numeral	 3.4.1.	 “Principios	 orientadores”	 (págs.	 70),	 los	 principios	 3	 y	 10	quedan	

así:	
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“Fortalecimiento	de	la	administración	de	justicia:	en	el	marco	del	fin	del	conflicto	y	 la	
construcción	 de	 una	 paz	 estable	 y	 duradera,	 las	 medidas	 que	 se	 adopten	 deben	
contribuir	 a	 garantizar	 el	 acceso	 ciudadano	 a	 una	 justicia	 independiente,	 oportuna,	
efectiva	 y	 transparente	 en	 condiciones	 de	 igualdad,	 respetando	 y	 promoviendo	 los	
mecanismos	alternativos	de	solución	de	conflictos	en	 los	territorios,	de	manera	que	se	
garanticen	 los	 derechos	 fundamentales,	 la	 imparcialidad,	 impedir	 cualquier	 forma	 de	
justicia	privada	y	hacer	frente	a	las	conductas	y	organizaciones	objeto	de	este	acuerdo.	
Estas	 medidas	 también	 deben	 contribuir	 a	 garantizar	 una	 administración	 de	 justicia	
efectiva	en	casos	de	violencia	de	género,	libre	de	estereotipos	sobre	las	personas	LGBTI	
basados	en	género	o	 la	 condición	 sexual	 y	 sanciones	proporcionales	a	 la	 gravedad	del	
hecho.	
	
(…)	

	
Garantías	de	no	repetición	(pág.	71):	el	Estado	adoptará	las	medidas	para	garantizar	el	
esclarecimiento	 del	 fenómeno	 paramilitar,	 evitar	 su	 repetición	 y	 garantizar	 el	
desmantelamiento	 de	 las	 organizaciones	 y	 conductas	 criminales	 responsables	 de	
homicidios	 y	 masacres,	 y	 violencia	 sistemática	 en	 particular	 de	 contra	 las	 mujeres	
género,	 o	 que	 atentan	 contra	 defensores/as	 de	 derechos	 humanos,	 movimientos	
sociales	 o	 movimientos	 políticos,	 o	 que	 amenacen	 o	 atenten	 contra	 las	 personas		
incluyendo	 las	organizaciones	criminales	que	hayan	sido	denominadas	como	sucesoras	
del	 paramilitarismo	 y	 sus	 redes	 de	 apoyo,	 y	 la	 persecución	 de	 las	 conductas	
criminalesque	 participan	 	 que	 amenacenen	 la	 implementación	 de	 los	 acuerdos	 y	 la	
construcción	de	la	paz”.	

	
	
Pacto	Político	Nacional	
	
• En	el	numeral	3.4.2.	Pacto	Político	Nacional	(pág.	72)	el	primer	párrafo	queda	así:	

“El	anhelo	del	país	de	alcanzar	una	paz	estable	y	duradera	se	funda	en	el	reconocimiento	
de	 la	 necesidad	 de	 superar	 el	 conflicto	 armado.	 El	 Gobierno	 Nacional	 y	 el	 nuevo	
movimiento	político	que	surja	del	tránsito	de	las	FARC-EP	a	la	actividad	política	legal,	se	
comprometen	 a	 promover	 un	 Pacto	 Político	 Nacional	 y	 desde	 las	 regiones,	 con	 los	
partidos	y	movimientos	políticos,	los	gremios,	las	fuerzas	vivas	de	la	Nación,	la	sociedad	
organizada	y	las	comunidades	en	los	territorios,	sindicatos,	el	Consejo	Nacional	Gremial	
y	 los	 diferentes	 gremios	 económicos,	 los	 propietarios	 y	 directivos	 de	 los	 medios	 de	
comunicación,	 las	 iglesias,	 confesiones	 religiosas,	 organizaciones	 basadas	 en	 la	 fe	 y	
organizaciones	del	sector	religioso	las	iglesias,	la	academia	e	instituciones	educativas,	las	
organizaciones	 de	mujeres	 y	 de	 población	 LGBTIde	 diversidad	 sexual,	 de	 personas	 en	
condición	 de	 discapacidad,	 jóvenes,	 los	 pueblos	 y	 comunidades	 étnicasindígenas	 y	
afrodescendientes,	 las	 organizaciones	 de	 víctimas	 y	 de	 defensoras	 y	 defensores	 de	
derechos	humanos	y	las	demás	organizaciones	sociales”.		
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Comisión	 Nacional	 de	 Garantías	 de	 Seguridad	 para	 el	 desmantelamiento	 de	 las	
organizaciones	 criminales	 responsables	 de	 homicidios	 y	 masacres	 o	 que	 atentan	 contra	
defensores/as	 de	 derechos	 humanos,	 movimientos	 sociales	 o	 movimientos	 políticos,	
incluyendo	las	organizaciones	criminales	que	hayan	sido	denominadas	como	sucesoras	del	
paramilitarismo	 y	 sus	 redes	 de	 apoyo,	 y	 la	 persecución	 de	 las	 conductas	 criminales	 que	
amenacen	la	implementación	de	los	acuerdos	y	la	construcción	de	la	paz	

	
• En	 el	 numeral	 3.4.3.	 Comisión	 Nacional	 de	 Garantías	 de	 Seguridad	 para	 el	

desmantelamiento	 de	 las	 organizaciones	 criminales	 (pág.	 72-73),	 en	 su	 composición,	
queda	así:	
“La	Comisión	Nacional	de	Garantías	de	Seguridad	será	presidida	por	el	Presidente	de	la	
República,	estará	conformada	por	el	Ministro	del	Interior,	Ministro	de	Defensa,	Ministro	
de	 Justicia,	 Fiscal	 General	 de	 la	 Nación,	 Defensor	 del	 Pueblo,	 Director	 de	 la	 Unidad	
Especial	de	Investigación	-punto	74	de	la	Jurisdicción	Especial	para	la	Paz-,	Comandante	
General	 de	 las	 Fuerzas	 Militares,	 el	 Director	 General	 de	 la	 Policía	 Nacional,,	 dos	 (2)	
representantes	 del	 nuevo	 movimiento	 que	 surja	 del	 tránsito	 de	 las	 FARC-EP	 a	 la	
actividad	 política	 legal,	 dos	 (2)	 voceros	 en	 representación	 de	 las	 plataformas	 de	
derechos	humanos	y	paz,	y	podrá	invitar	representantes	de	los	partidos	y	movimientos	
políticos.	La	comisión	podrá	invitar	3	expertos	reconocidos	en	la	materia	elegidos	por	la	
Comisión	de	Seguimiento	y	dos	delegados	de	las	Plataformas	de	Derechos	Humanos.	Así	
mismo	la	Comisión	deberá	realizar	reuniones	cada	mes.	La	Comisión	podrá	invitar	a	los	
representantes	 de	 los	 partidos	 y	 movimientos	 políticos,	 a	 la	 Oficina	 del	 Alto	
Comisionado	 para	 los	 Derechos	 Humanos	 y	 a	 otros	 organismos	 nacionales	 e	
internacionales	 especializados	 con	 presencia	 en	 los	 territorios	 y	 podrá	 apoyarse	 en	
experto/as	sobre	la	temática	cuando	lo	estime	conveniente.		La	Comisión	se	conformará	
antes	 de	 la	 entrada	 en	 vigor	 del	 Acuerdo	 Final.	 En	 la	 conformación	 de	 la	 Comisión	 se	
promoverá	la	participación	efectiva	de	las	mujeres”.	
	

Unidad	 especial	 de	 investigación	 para	 el	 desmantelamiento	 de	 las	 organizaciones	
criminales	
	
• En	el	numeral	3.4.4.	“Unidad	Especial	de	investigación	para	el	desmantelamiento	de	las	

organizaciones	criminales	(…)”	(pág.	74)	el	segundo	párrafo,	queda	así:	
“Su	 mandato	 será	 la	 investigación,	 persecución	 y	 acusación	 de	 las	 organizaciones	 y	
conductas	 criminales	 responsables	 de	 homicidios,	 masacres,	 violencia	 sistemática	 en	
particular	 contra	 las	 mujeres	 de	 género,	 o	 que	 atentan	 contra	 defensores/as	 de	
derechos	 humanos,	 movimientos	 sociales	 o	 movimientos	 políticos,	 incluyendo	 las	
organizaciones	 criminales	 que	 hayan	 sido	 denominadas	 como	 sucesoras	 del	
paramilitarismo	y	 sus	 redes	de	apoyo,	o	que	amenacen	o	atenten	 contra	 las	personas	
que	 participen	 en	 la	 implementación	 de	 los	 acuerdos	 y	 la	 construcción	 de	 la	 paz,	
incluyendo	 las	organizaciones	criminales	que	hayan	sido	denominadas	como	sucesoras	
del	paramilitarismo	y	sus	redes	de	apoyo”.	
		y	 la	persecución	de	 las	conductas	criminales	que	amenacen	 la	 implementación	de	 los	
acuerdos	y	la	construcción	de	la	paz.	
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• En	el	numeral	3.4.4	“Unidad	Especial	de	investigación	para	el	desmantelamiento	de	las	

organizaciones	criminales		(…)”	(pág.	75)	los	bullet	4,	5	y	8	quedan	así	
Bullet	 4:	 “La	 Unidad	 realizará	 sus	 funciones	 sin	 sustituir	 las	 ordinarias	 de	 la	 Fiscalía	
General	de	la	Nación	ante	la	jurisdicción	de	Justicia	y	Paz	ni	ante	la	jurisdicción	ordinaria,	
y	 funcionará	 en	 estrecha	 coordinación	 y	 articulación	 con	 las	 demás	 unidades	 de	 la	
Fiscalía	y	con	el	Fiscal	General	de	la	Nación,	siempre	conservando	sus	competencias.	

	
Bullet	 5.	 Su	 Director/a	 deberá	 ser	 jurista,	 satisfacer	 criterios	 de	 idoneidad	 técnica	 y	
transparencia	y	deberá	 tener	experiencia	en	el	campo	de	 las	 investigaciones	penales	y	
haber	 demostrado	 resultados	 en	 la	 lucha	 contra	 el	 crimen	 organizado,	 y	 será	
designado/a	por	un	período	de	4	años6	años.	Al	Director/a	de	la	Unidad	le	será	aplicable	
el	 régimen	 de	 inhabilidades	 e	 incompatibilidades	 de	 los	 funcionarios/as	 de	 la	 Fiscalía	
General	de	la	Nación.	En	ningún	caso	el	Director/a	de	la	Unidad	podrá	ser	destituido/a	
del	 cargo	por	 faltas	 que	no	 sean	 consideradas	 gravísimas	 graves	 conforme	al	 régimen	
disciplinario	vigente.	Los	procesos	disciplinarios	que	se	adelanten	contra	el	Director/a	de	
la	Unidad	serán	conocidos	en	única	instancia	por	la	Comisión	Nacional	Disciplinaria.	

	
Bullet	8.	 Los	servidores/as	públicos	que	 la	 integren	serán	elegidos/as	por	el	Director/a	
de	 la	 Unidad,	 aplicando	 mecanismos	 especiales	 de	 selección,	 incorporación	 y	
seguimiento	 al	 desempeño	 de	 sus	 funcionarios/as,	 priorizando	 altos	 estándares	 de	
transparencia,	efectividad	y	conocimiento	en	la	aplicación	del	enfoque	de	género	en	el	
ejercicio	público”.	

	
• En	el	numeral	3.4.4.	“Unidad	Especial	de	investigación	para	el	desmantelamiento	de	las	

organizaciones	 criminales	 	 (…)”	 (pág.	 76)	 en	 la	 parte	 de	 características	 se	 elimina	 el	
bullet	10.		
Esta	Unidad	aplicará	metodologías	de	análisis	de	contexto,	considerando	la	experiencia	
judicial	acumulada	en	los	últimos	años,	sin	perjuicio	de	la	posibilidad	de	utilizar	nuevas	
metodologías	de	análisis,	incluyendo	la	perspectiva	de	género.	

	
• En	el	numeral	3.4.4.	“Unidad	Especial	de	investigación	para	el	desmantelamiento	de	las	

organizaciones	 criminales	 	 (…)”	 (pág.	 76)	 en	 la	 parte	 de	 características	 se	 incluye	 un	
último	bullet,	así:		

	
“El	Director/a	de	 la	Unidad	será	elegido	por	parte	del	Fiscal	General	de	 la	Nación,	 	de	
entre	 una	 terna	 de	 candidatos/as	 que	 proponga	 el	 mecanismo	 de	 selección	 y	
nombramiento	de	magistrados	y	otros	funcionarios	judiciales	de	la	Jurisdicción	Especial	
para	 la	 Paz,	 	 plasmado	 en	 el	 numeral	 68	 de	 la	 Jurisdicción	 Especial	 para	 la	 Paz	 y	
desarrollado	 en	 el	 punto	 5.3	 del	 Acuerdo	 Final	 para	 la	 Terminación	 del	 conflicto,	
denominado	 “Acuerdo	 complementario	 sobre	 el	 “Sistema	 Integral	 de	Verdad,	 Justicia,	
Reparación	y	No	Repetición”.	Una	vez	concluido	el	mandato	del	primer	Director/a	de	la	
“Unidad	 Especial	 de	 investigación	 para	 el	 desmantelamiento	 de	 las	 organizaciones	
criminales	 responsables	 de	 homicidios	 y	 otros	 (…)”,	 previsto	 en	 el	 numeral	 74	 del	
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Acuerdo	de	 creación	de	 la	 Jurisdicción	Especial	 para	 la	 Paz	 y	desarrollado	en	el	 punto	
3.4.4	 	del	Acuerdo	Final	de	Paz,	 los	 sucesivos	directores/as	de	esta	Unidad	se	elegirán	
por	el	Fiscal	General	de	 la	Nación	de	entre	una	terna	que	propondrán	 los	magistrados	
que	conforman	el	Tribunal	de	Paz	de	la	Jurisdicción	Especial	para	la	Paz”.	

	
• En	el	numeral	3.4.4	“Unidad	especial	de	investigación	para	el	desmantelamiento	de	las	

organizaciones	 criminales”,	 en	 el	 acápite	 “Competencia”	 (pág.	 76),	 el	 primer	 bullet	
queda,	así:	
“Perseguirá	 judicialmente	 las	 conductas	 y	 a	 las	 organizaciones	 objeto	 de	 su	mandato	
conforme	 a	 los	 tipos	 penales	 vigentes.	 Investigará	 las	 respectivas	 responsabilidades	
penales	 de	 los	 integrantes	 de	 estas	 organizaciones	 y	 remitirá	 la	 información	 obtenida	
sobre	 autores/as,	 instigadores/as,	 organizadores/as	 y	 financiadores/as	 de	 estas	
estructuras	a	la	autoridad	competente	a	efectos	de	apertura	de	juicio	o	de	investigación	
por	otro	órgano	que	resultara	competente”.	

	
Instancia	de	Alto	Nivel	del	Sistema	Integral	de	Seguridad	para	el	Ejercicio	de	la	Política	

	
• En	el	numeral	3.4.7.1.1.	“Instancia	de	Alto	nivel	del	Sistema	Integral	de	Seguridad	para	el	

Ejercicio	de	la	Política”	(pág.	78)	el	primer	bullet	del	segundo	párrafo,	queda	así:	
“Protección	 especializada,	 sobre	 la	 base	 de	 una	 evaluación	 del	 nivel	 de	 riesgo	 y	 en	
coordinación	 con	 las	 Entidades	 del	 Estado	 correspondientes,	 para	 las	 siguientes	
personas:	quienes	hayan	sido	elegidas	popularmente,	quienes	se	declaren	en	oposición	
política	y	 líderes/as	de	partidos	y	movimientos	políticos,	con	enfoque	diferencial	y	con	
presencia	 nacional	 y	 regional,	 así	 como	 su	 instancia	 de	 evaluación	 de	 riesgos	 a	 nivel	
regional	 y	 local,	 a	 los	 que	 se	 refiere	 el	 inciso	 2.1.2.1.	 literal	 c.	 del	 Acuerdo	 de	
Participación	Política:	Apertura	Democrática	para	construir	la	Paz.	Tanto	los	estudios	de	
nivel	de	riesgo	como	las	medidas	de	protección	especializada,	aplicarán	protocolos	que	
atiendan	 a	 las	 condiciones	 particulares	 de	 cada	 persona”.de	 género	 que	 aseguren	 la	
idoneidad	respecto	a	la	condición	sexual	y	la	identidad	de	género	de	las	personas.	

	
Mesa	Técnica	de	Seguridad	y	Protección	
	
• El	punto	3.4.7.3.2.	“Mesa	Técnica	de	Seguridad	y	Protección”	(pág.	80),	quedará	así:	

3.4.7.3.2	Mesa	Técnica	de	Seguridad	y	Protección:	
“El	Gobierno	Nacional,	pondrá	en	marcha	una	Mesa	Técnica	de	Seguridad	y	Protección,	
en	adelante	la	Mesa	Técnica,	con	participación	del	Gobierno	Nacional	y	de	las	FARC-EP,	
que	 iniciará	 su	 funcionamiento	 inmediatamente	 se	 haya	 firmado	 este	 Acuerdo,	 para	
desarrollar,	coordinar	y	hacer	seguimiento	y	sugerencias	a	la	implementación	de	un	Plan	
Estratégico	 de	 Seguridad	 y	 Protección,	 que	 contemple	 medidas	 materiales	 e	
inmateriales	 (por	medidas	 inmateriales	se	entiende	medidas	de	prevención	y	contra	 la	
estigmatización)	para	las	y	los	integrantes	del	nuevo	movimiento	o	partido	político	que	
surja	del	tránsito	de	las	FARC-EP	a	la	actividad	legal,	sedes	y	actividades,	así	como	a	las	y	
los	antiguos	integrantes	de	las	FARC-EP	que	se	reincorporen	a	la	vida	civil	y	a	las	familias	
de	todos	los	anteriores	de	acuerdo	con	el	nivel	de	riesgo”.		
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Cuerpo	de	Seguridad	y	Protección	
	
• Se	incluye	un	segundo	párrafo	en	el	punto	3.4.7.3.3.	“Cuerpo	de	Seguridad	y	Protección”	

(pág.	81),	así:	
“El	 Gobierno	 Nacional	 creará	 un	 Cuerpo	 de	 Seguridad	 y	 Protección,	 conforme	 a	 lo	
establecido	en	este	 aAcuerdo,	 en	 su	 conformación	de	naturaleza	mixta,	 integrado	por	
personal	de	confianza	del	nuevo	partido	o	movimiento	político	que	surja	del	tránsito	de	
las	 FARC-EP	 a	 la	 actividad	 legal,	 el	 cual	 tendrá	 enlace	 directo	 y	 coordinación	 con	 la	
Policía	 Nacional	 que	 a	 su	 vez	 designará	 enlaces	 para	 cada	 esquema	 de	 seguridad	 y	
protección,	 a	 nivel	 nacional,	 departamental	 y	 municipal	 según	 el	 esquema	 operativo	
establecido.		
	
El	personal	de	confianza	del	nuevo	partido	o	movimiento	político	que	surja	del	tránsito	
de	 las	 FARC-EP	 a	 la	 actividad	 legal	 que	 integre	 el	 Cuerpo	 de	 Seguridad	 y	 Protección	
deberá	 ser	 debidamente	 capacitado	 y	 deberá	 cumplir	 los	 requisitos	 de	 idoneidad	
psicológica	 que	 se	 exigen	 a	 los	 demás	 integrantes	 de	 cuerpos	 de	 protección.	 La	
Subdirección	especializada	de	 seguridad	y	 	 protección	de	 la	UNP	 será	 la	encargada	de	
verificar	el	cumplimiento	de	estos	requisitos”.	

	
Programa	Integral	de	Seguridad	y	Protección	para	las	comunidades	y	organizaciones	en	los	
territorios	
	
• En	el	numeral	3.4.8.	“Programa	Integral	de	Seguridad	y	Protección	para	las	comunidades	

y	organizaciones	en	los	territorios”	(pág.	83-84),	las	medidas	1	y	3	queda	así:	
“Implementación	de	medidas	integrales	de	seguridad	y	protección:	en	desarrollo	de	lo	
establecido	en	el	punto	2.2.4	del	Acuerdo	de	Participación	Política,	el	Programa	Integral	
de	Seguridad	y	Protección	tendrá	en	cuenta	en	la	elaboración	del	Plan	de	Prevención	y	
Protección,	 medidasde	 contra	 la	 desestigmatización,	 incluidas	 aquellas	 contra	 la	
estigmatización	por	 razón	del	género	y	 la	orientación	 sexual,	 	mecanismos	de	difusión	
amplia,	campañas	de	 legitimación	y	reconocimiento	de	 los	defensores	y	defensoras	de	
derechos	 humanos,	 tanto	 en	 áreas	 rurales	 como	 urbanas,	 y	 creación	 y	 difusión	 de	
medios	 de	 comunicación	 comunitarios	 y	 de	 interés	 público	 para	 el	 impulso	 de	 los	
derechos	humanos	y	la	convivencia.		
(…)	
Protocolo	 de	 Protección	 para	 Territorios	 Rurales:	 el	Ministerio	 del	 Interior	 creará	 un	
protocolo	especial	de	protección	para	las	comunidades	rurales	que	fueron	afectadas	por	
el	 conflicto,	 el	 cual	 será	 concertado	 con	 las	 comunidades	 y	 organizaciones	 de	 cada	
territorio,	incluidas	las	de	mujeres,	y	con	el	Sistema	Integral	de	Seguridad	y	Protección.	
	
Dentro	 de	 este	 protocolo	 las	 comunidades	 rurales	 y	 sus	 organizaciones	 elaborarán	 su	
propio	 escenario	 de	 evaluación	 y	 definición	 de	 riesgos	 que	 tenga	 en	 cuenta	 las	
condiciones	particulares	de	las	mujeres”.,	con	un	enfoque	diferencial	y	de	género	
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Instrumentos	de	prevención	y	monitoreo	de	 las	organizaciones	 criminales	objeto	de	este	
acuerdo	
	
• En	 el	 punto	 3.4.9.	 “Instrumentos	 de	 prevención	 y	 monitoreo	 de	 las	 organizaciones	

criminales	objeto	de	este	acuerdo”	(pág.	85),	se	incluye	un	bullet	adicional,	así:	
“Activar	 canales	de	 comunicación	 con	 las	personerías	municipales	 con	el	 propósito	de	
recolectar	 y	 procesar	 información	 que	 permita	 identificar	 potenciales	 situaciones	 de	
riesgo	que	puedan	desembocar	en	hechos	de	violencia	que	afecten	a	 la	población	civil	
incluyendo	a	organizaciones	defensoras	de	derechos	humanos,	a	los	antiguos	miembros	
de	 las	 FARC-EP	 y	 a	 los	 integrantes	 del	 partido	 o	 movimiento	 político	 que	 surja	 del	
tránsito	de	las	FARC-EP	a	la	actividad	política	legal”.		

	
• Se	incluye	un	numeral	3.4.13	en	la	página	87,	así:		

“En	 el	 marco	 de	 la	 justicia	 ordinaria	 y	 con	 el	 fin	 de	 contribuir	 a	 la	 lucha	 contra	 las	
organizaciones	criminales	de	que	trata	este	punto,	fortalecer	las	garantías	de	seguridad	
en	los	territorios,	y	facilitar	la	creación	de	condiciones	favorables	para	la	construcción	de	
la	 paz,	 el	 Gobierno	 Nacional	 en	 coordinación	 con	 la	 rama	 judicial,	 presentará	 un	
proyecto	 de	 ley	 	 para	 	 promover	 el	 sometimiento	 o	 acogimiento	 a	 la	 justicia	 de	 las	
organizaciones	antes	 señaladas,	mediante	el	 procedimiento	 legislativo	especial	 para	 la	
paz”.	
	

• SOLUCIÓN	AL	PROBLEMA	DE	LAS	DROGAS	ILÍCITAS		
	
Introducción		
	
• En	la	introducción	del	Punto	4.	“Solución	al	Problema	de	las	Drogas	Ilícitas”	(pág.	89)	los	

párrafos	doce,	quince	y	veinte	queda	así:		
	
Párrafo	 12.	 Que	 todo	 lo	 anterior	 ha	 contribuido	 a	 menoscabar	 los	 valores	 y	 la	
convivencia	pacífica	y	ha	constituido	un	factor	que	desfavorece	la	posibilidad	de	avanzar	
en	la	inclusión	social,	 la	equidad	de	géneroigualdad	de	oportunidades	entre	hombres	y	
mujeres	y	expandir	la	democracia.	
	
Párrafo	15.	Que	esta	nueva	visión	implica	buscar	alternativas	basadas	en	la	evidencia	y	
dar	un	tratamiento	distinto	y	diferenciado	al	fenómeno	del	consumo,	al	problema	de	los	
cultivos	de	uso	ilícito,	y	a	la	criminalidad	organizada	asociada	al	narcotráfico,	que	utiliza	
indebidamente	 a	 las	 y	 los	 jóvenes.	 En	 tal	 sentido,	 se	 requiere	de	nuevas	políticas	que	
reflejen	 esa	 nueva	 visión	 y	 el	 tratamiento	 diferenciado,	 siempre	 en	 el	 marco	 de	 un	
enfoque	 	 integral	 y	 equilibrado	para	 	 contrarrestar	el	 problema	mundial	de	 las	drogas	
ilícitas.	
	
Párrafo	 20.	 Que	 para	 construir	 soluciones	 sostenibles,	 garantizar	 los	 derechos	 de	 los	
ciudadanos	y	 las	ciudadanas	y	el	no	resurgimiento	del	problema,	 la	política	debe	tener	
un	 enfoque	 territorial	 basado	 en	 la	 participación	 ciudadana	 y	 en	 la	 presencia	 y	 el	
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fortalecimiento,	 en	 términos	 de	 efectividad,	 eficiencia	 y	 transparencia,	 especialmente	
de	 las	 instituciones	 responsables	 de	 la	 atención	 social	 y	 	 de	 las	 responsables	 de	 la	
seguridad	 y	 protección	 de	 las	 comunidades.,	 ambas	 con	 un	 enfoque	 de	 derechos	
humanos	y	de	género.		

	
• En	la	introducción,	se	agrega	un	tercer	bullet	en	los	compromisos	(pág.	91)	así:		
	

Será	 compromiso	 de	 todas	 las	 personas	 que	 hayan	 tenido	 relación	 con	 conductas	
asociadas	a	cualquier	eslabón	de	la	cadena	de	los	cultivos	de	uso	ilícito	y	sus	derivados,	
en	el	marco	del	 conflicto,	y	que	comparezcan	ante	 la	 Jurisdicción	Especial	para	 la	Paz,		
aportar	 ante	 la	 Sala	 de	 Reconocimiento	 de	 Verdad,	 de	 responsabilidad	 y	 de	
determinación	 de	 los	 hechos	 y	 conductas	 de	 la	 Jurisdicción	 Especial	 para	 la	 Paz,	 los	
elementos	 necesarios	 de	 los	 que	 tengan	 conocimiento	 de	 una	 manera	 exhaustiva	 y	
detallada,	sobre	 las	conductas	cometidas	y	 las	circunstancias	de	su	comisión,	así	como	
las	informaciones	necesarias	y	suficientes	de	las	que	tengan	conocimiento	para	atribuir	
responsabilidades.	Todo	ello	debe	contribuir	a	garantizar	los	derechos	de	las	víctimas	a	
la	reparación	y	a	la	no	repetición.		

	
Programas	 de	 sustitución	 de	 cultivos	 de	 uso	 ilícito.	 Planes	 integrales	 de	 desarrollo	 con	
participación	 de	 las	 comunidades	 —hombres	 y	 mujeres—	 en	 el	 diseño,	 ejecución	 y	
evaluación	 de	 los	 programas	 de	 sustitución	 y	 recuperación	 ambiental	 de	 las	 áreas	
afectadas	por	dichos	cultivos.	
	
Principios	
	
• En	el	numeral	4.1.1.	Principios	(pág.	93)	el	segundo	principio	queda	así:		

Construcción	conjunta	participativa	y	concertada:	la	transformación	de	los	territorios	y	
las	alternativas	para	las	comunidades	que	habitan	las	zonas	afectadas	por	los	cultivos	de	
uso	 ilícito,	 estén	 o	 no	 directamente	 involucradas	 con	 estos	 cultivos,	 partirán	 de	 la	
construcción	 conjunta	 y	 participativa	 entre	 estas	 y	 las	 autoridades	 nacionales,	
departamentales	y	municipales,	de	la	solución	al	problema	de	los	cultivos	de	uso	ilícito	y	
la	superación	de	las	condiciones	de	pobreza.	La	construcción	conjunta	toma	como	base	
la	 decisión	de	 las	 comunidades	—hombres	 y	mujeres—	de	abandonar	 estos	 cultivos	 y	
transitar	 mediante	 la	 sustitución	 hacia	 otras	 actividades	 económicas.	 La	 concertación	
con	 las	 comunidades	 es	 prioritaria	 para	 planificar	 y	 establecer	 los	 lineamientos	 de	
ejecución	y	control	del	Programa	en	el	territorio.	
	

Objetivos	
	
• En	el	numeral	4.1.2.Objetivos	(pág.	95)	los	dosl	últimos	bullets	quedan	así:		

• Asegurar	 la	sostenibilidad	del	PNIS	en	 los	territorios	como	garantía	para	 la	solución	
definitiva	 al	 problema	 de	 los	 cultivos	 de	 uso	 ilícito	 mediante	 una	 intervención	
continua	 y	 persistente	 del	 Estado,	 que	 se	 debe	 manifestar	 en	 condiciones	 de	
bienestar	 y	 buen	 vivir	 para	 las	 comunidades;	 y	 mediante	 la	 participación	 y	
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compromiso	de	 todos	 y	 todas,	 incluidas	 las	 FARC-EP	 luego	de	 la	 firma	del	Acuerdo	
Final	 y	 en	 los	 términos	 que	 se	 acuerden	 en	 el	 marco	 del	 punto	 3.2	 del	 Acuerdo	
General.en	el	marco	de	su	reincorporación	económica	y	social.			

• Impulsar	y	fortalecer	proyectos	de	investigación,	reflexión	y	análisis	de	la	realidad	de	
las	 mujeres	 en	 relación	 con	 los	 cultivos	 de	 uso	 ilícito,	 para	 abordar	 el	 fenómeno	
desde	su	perspectiva	diferencial.	desde	un	enfoque	de	género.	

	
Descripción	y	elementos	del	Programa	Nacional	Integral	de	Sustitución	de	Cultivos	de	Uso	
Ilícito	
	
• El	 segundo	 párrafo	 del	 punto	 4.1.3.	 Descripción	 y	 elementos	 del	 Programa	 Nacional	

Integral	de	Sustitución	de	Cultivos	de	Uso	Ilícito	(pág.	95),	queda	así:	
En	ese	marco	y	de	acuerdo	con	 los	principios	y	objetivos	de	 la	RRI,	el	PNIS	contribuirá	
con	 la	generación	de	condiciones	que	 les	permitan	a	 las	 comunidades	que	habitan	 las	
zonas	 afectadas	 por	 cultivos	 de	 uso	 ilícito	 	 gozar	 de	 condiciones	 de	 bienestar	 y	 buen	
vivir,	y	a	 las	personas	directamente	vinculadas	con	 los	cultivos	de	uso	 ilícito	a	 las	y	 los	
cultivadores	 de	 cultivos	 de	 uso	 ilícito	 tener	 oportunidades	 para	 desvincularse	
definitivamente	de	esa	actividad.		y	a	quienes	habitan	todos	los	habitantes	de		las	zonas	
afectadas	por	cultivos,	gozar	de	condiciones	de	bienestar	y	buen	vivir.		

	
• En	 el	 numeral	 4.1.3.	 “Descripción	 y	 elementos	 del	 Programa	 Nacional	 Integral	 de	

Sustitución	de	Cultivos	de	Uso	Ilícito”	(pág.	95)	el	quinto	párrafo	queda	así:	
Se	 garantizará	 la	 participación	 de	 la	 mujerlas	 mujeres	 en	 la	 planeación,	 ejecución,	
seguimiento	y	evaluación	de	los	planes	integrales	de	sustitución	y	desarrollo	alternativo,	
así	 como	 su	 formación	 para	 combatirprevenir	 la	 violencia	 de	 género	 asociadas	 a	 las	
drogas.	
	

	
Acuerdos	con	las	comunidades	
	
• En	el	numeral	4.1.3.2.	“Acuerdos	con	las	comunidades”	(pág.	97)	el	tercer	párrafo	queda	

así:	
En	los	acuerdos	con	las	comunidades	se	definirán	los	tiempos	para	el	cumplimiento	de	
los	 compromisos	 por	 parte	 del	 gobiernoGobierno	 Nacional	 y	 las	 comunidades	 en	 el	
marco	 del	 proceso	 de	 sustitución.	 Se	 trata	 de	 llegar	 a	 acuerdos	 para	 tener	 territorios	
libres	de	cultivos	de	uso	ilícito.	No	es	aceptable	la	coexistencia	entre	ser	beneficiario	de	
un	 programa	de	 sustitución	 y	 la	 vinculación	 a	 economías	 relacionadas	 con	 cultivos	 de	
uso	ilícito.			
	

• En	 el	 numeral	 4.1.3.2.	 “Acuerdos	 con	 las	 comunidades”	 (pág.	 97),	 el	 último	 párrafo	
queda	así:		
En	los	casos	en	los	que	no	haya	acuerdo	con	las	comunidades,	el	Gobierno	procederá	a	
la	 erradicación	de	 los	 cultivos	de	uso	 ilícito,	 priorizando	 la	 erradicación	manual	donde	
sea	 posible,	 teniendo	 en	 cuenta	 el	 respeto	 por	 los	 derechos	 humanos,	 el	 medio	
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ambiente,	 la	 salud	 y	 el	 buen	 vivir.	 El	 Gobierno,	 de	 no	 ser	 posible	 la	 sustitución,	 no	
renuncia	 a	 los	 instrumentos	 que	 crea	 más	 efectivos,	 incluyendo	 la	 aspersión,	 para	
garantizar	 la	erradicación	de	 los	cultivos	de	uso	 ilícito.	 Las	FARC-EP	consideran	que	en	
cualquier	caso	en	que	haya	erradicación	esta	debe	ser	manual.	

		
Tratamiento	penal	diferencial		
	
• El	numeral	4.1.3.4.	“Tratamiento	penal	diferencial”(págs.	97-98)	queda	si:		

En	el	marco	del	fin	del	conflicto	y	en	razón	de	su	contribución	a	la	construcción	de	la	paz	
y	 al	 uso	 más	 efectivo	 de	 los	 recursos	 judiciales	 contra	 las	 organizaciones	 criminales	
vinculadas	 al	 narcotráfico	 y	 a	 partir	 de	 una	 visión	 integral	 de	 la	 solución	 definitiva	 al	
problema	 de	 los	 cultivos	 de	 uso	 ilícito,	 que	 tiene	 un	 origen	 multicausal,	 incluyendo	
causas	de	orden	social	y	con	el	fin	de	facilitar	la	puesta	en	marcha	del	PNIS,	eEl	Gobierno	
se	compromete	a	tramitar	los	ajustes	normativos	necesarios	que	permitan	renunciar	de	
manera	 transitoria	 al	 ejercicio	 de	 la	 acción	 penal	 o	 proceder	 con	 la	 extinción	 de	 la	
sanción	penal	contra	los	pequeños	agricultores	y	agricultoras	que	estén	o	hayan	estado	
vinculados	con	el	cultivo	de	cultivos	de	uso	ilícito	cuando,	dentro	del	un	término	de	12	
años,	 contados	 a	 partir	 de	 la	 entrada	 en	 vigencia	 de	 la	 nueva	 norma,	 manifiesten	
formalmente	 ante	 las	 autoridades	 competentes,	 su	 decisión	 de	 renunciar	 a	 cultivar	 o	
mantener	 los	 cultivos	 de	 uso	 ilícito.	 El	 Gobierno	 garantizará	 durante	 este	 año	 el	
despliegue	del	 PNIS	 en	 todas	 las	 zonas	 con	 cultivos	 de	 uso	 ilícito	 para	 que	 se	 puedan	
celebrar	 los	 acuerdos	 con	 las	 comunidades	 e	 iniciará	 su	 implementación	 efectiva.el	
despliegue	del	PNIS	durante	ese	año	en	todas	 las	zonas	con	cultivos	de	uso	 ilícito	para	
que	 se	 suscriban	 los	 acuerdos	 con	 las	 comunidades.	 El	 ajuste	 normativo	 deberá	
reglamentar	 los	 criterios	 para	 identificar	 quienes	 son	 los	 pequeños	 agricultores	 y	
agricultoras	de	cultivos	de	uso	ilícito.				
Se	incluirá	al	final	un	párrafo	así:	“Este	tratamiento	podrá	ser	revocado		por	reincidencia	
en	 las	 conductas	 asociadas	 a	 cualquier	 eslabón	 de	 la	 cadena	 de	 producción	 de	 los	
cultivos	 de	 uso	 ilícito	 y	 sus	 derivados.	 Se	 dará	 prioridad	 en	 la	 implementación	 a	 los	
programas	de	sustitución	de	cultivos	de	uso	ilícito”	

	
Componentes	de	los	planes	integrales	de	sustitución	
	
• En	el	numeral	4.1.3.6.	Componentes	de	los	planes	integrales	de	sustitución,	el	literal	d.	

(pág.	103)	queda	así:	
Plan	de	formalización	de	la	propiedad:	Con	el	fin	de	promover	el	acceso	a	la	tierra	para	
hombres	y	mujeres	y	de	incentivar	el	proceso	de	sustitución	de	los	cultivos	de	uso	ilícito,	
en	 las	 áreas	 donde	 se	 cumplan	 los	 compromisos	 adquiridos	 por	 los	 cultivadores	 y	
cultivadoras	con	el	PNIS	se	acelerarán	los	procesos	de	formalización	en	los	términos	en	
que	 lo	 indica	 el	 Plan	 de	 Formalización	Masiva	 de	 la	 propiedad	 del	 que	 trata	 el	 punto	
subpunto	1.1.5	de	la	RRI.	El	Gobierno	Nacional	adecuará	la	normatividad	para	permitir	la	
adjudicación	a	este	tipo	de	beneficiarios	y	beneficiarias.	,	condicionado	al	cumplimiento	
previo	 de	 los	 compromisos	 que	 garanticen	que	 el	 predio	 esté	 libre	 de	 cultivos	 de	uso	
ilícito	y	a	la	no	resiembra	de	éste	tipo	de	cultivos.	
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Programa	Nacional	de	Intervención	Integral	frente	al	Consumo	de	drogas	ilícitas	
	
Principios	
	
• En	el	numeral	4.2.1.1.	“Principios”	(pág.	105)	el	tercer	principio,	queda	así:		

Enfoque	diferencial	y	de	género:	en	el	marco	del	respeto	a	los	derechos	humanos,	
para	que	las	acciones	que	se	implementen	en	materia	de	consumo	respondan	a	las	
realidades	de	los	consumidores	y	las	consumidoras	y	sean	efectivas	y	sostenibles,	es	
necesario	un	enfoque	diferencial	 identificar	 factores	de	vulnerabilidad	asociados	a	
definiendo	 las	 poblaciones	 más	 vulnerables	 según	 edad,	 génerosexo,	 orientación	
sexual	 e	 identidad	 de	 género	 diversa,	 condición	 de	 discapacidad,	 condición	
socioeconómica	 y	 ubicación	 geográfica	 o	 pertenencia	 a	 la	 población	 LGBTI,	 entre	
otros.	Dichas	acciones	deberán	prestar	especial	atención	a	las	necesidades	de	los	y	
las	adolescentes	en	zonas	rurales	y	urbanas.	
	
Este	enfoque	deberá	tener	en	cuenta	la	relación	entre	el	consumo	de	las	drogas	ilícitas	y	
la	violencia	de	género,contra	 la	mujer,	especialmente	con	 la	violencia	 intrafamiliar	y	 la	
violencia	sexual.	Se	preverán	medidas	para	mujeres,	niñas,	jóvenes	y	adolescentes.	
	
(…)	

	
Revisión	y	ajuste	participativo	de	la	política	pública	frente	al	consumo	de	drogas	ilícitas	
	
• En	 el	 numeral	 4.2.1.3.	 Revisión	 y	 ajuste	 participativo	 de	 la	 política	 pública	 frente	 al	

consumo	de	drogas	ilícitas	(pág.	106)	el	primer	párrafo,	queda	así:		
El	 Programa	 coordinará	 la	 reformulación	participativa	de	 la	 política	 frente	 al	 consumo			
enfocada	en	la	promoción	en	salud,	prevención	y	superación	del	consumo,	así	como	en	
la	mitigación	de	riesgos	y	daños,	a	partir	de	la	evaluación	y	revisión	de	las	acciones	hasta	
ahora	 implementadas	 y	 teniendo	 en	 cuenta	 las	 especificidades	 y	 necesidades	 de	
focalización	 según	grupos	de	edad,	 génerosexo,	 condición	 socioeconómica	y	ubicación	
geográfica.		

	
Planes	de	acción	participativos	con	enfoque	territorial	y	poblacional	
	
• En	 el	 numeral	 4.2.1.4.	 “Planes	 de	 acción	 participativos	 con	 enfoque	 territorial	 y	

poblacional”	(pág.	107)	se	modifican	los	bullets	6	y	7	y	se	adiciona	un	bullet	al	final		
	
Bullet	 6.	 Acciones	 para	 sensibilizar	 y	 guiar	 a	 la	 comunidad	 y	 a	 las	 instituciones	 para	
prevenir	 la	 estigmatización	 de	 los	 consumidores	 y	 las	 consumidoras,	 que	 tengan	 en	
cuenta	de	manera	particular	el	 impacto	diferenciado	en	razón	del	génerolas	mujeres	y	
población	LGBTI.	
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Bullet	7.	Acciones	para	ampliar	y	mejorar	el	acceso	y	 la	oferta	en	atención	y	asistencia	
cualificada	a	personas	consumidoras,	incluyendo	el	tratamiento	y	la	rehabilitación,	y	que	
impulseen	 cuenta,	 entre	 otros,	 el	 enfoque	 de	 géneromedidas	 afirmativas	 para	 las	
mujeres	 y	 la	 población	 LGBTI.	 Esta	 oferta	 tendrá	 en	 cuenta	 diferentes	 iniciativas	
especializadas	de	la	sociedad	civil	con	experiencia	calificada,	 incluyendo	entre	otras	 las	
entidades	 y	 organizaciones	 del	 sector	 religioso	 y	 las	 organizaciones	 de	 las	 diferentes	
comunidades,	en	los	procesos	de	rehabilitación	e	inserción	social	de	los	consumidores.	
	
Bullet	 adicional.	 Acciones	 desde	 el	 gobierno,	 las	 familias,	 las	 comunidades	 y	 la	
comunidad	 educativa	 para	 proteger	 a	 los	 niños,	 niñas	 y	 adolescentes	 del	 consumo	de	
drogas	ilícitas.	

	
Generación	de	conocimiento	en	materia	de	consumo	de	drogas	ilícitas	
	
• En	el	numeral	4.2.1.6.	“Generación	de	conocimiento	en	materia	de	consumo	de	drogas	

ilícitas”	(pág.	108),	incluir	un	segundo	bullet,	así:	
“Hacer	 seguimiento	 a	 indicadores	 sobre	 el	 consumo	 e	 impacto	 de	 las	 acciones	
realizadas”	

	
• VÍCTIMAS	

	
Introducción		
	
• En	la	introducción	del	Punto	5	el	párrafo	7	(pág.	114)	queda	así:	

“El	conflicto	armado,	que	tiene	múltiples	causas,	ha	ocasionado	un	sufrimiento	y	un	daño	a	la	
población	sin	igual	en	nuestra	historia.	Son	millones	los	colombianos	y	colombianas	víctimas	
de	desplazamiento	forzado,	cientos	de	miles	los	muertos,	decenas	de	miles	los	desaparecidos	
de	toda	índole	y	un	amplio	número	de	familias,	colectivos	y	poblaciones	afectadas	a	lo	largo	y	
ancho	 del	 territorio,	 incluyendo	 comunidades	 campesinas,	 indígenas,	 afrocolombianas,	
negras,	palenqueras,	raizales,	y	Rom,	personas	en	razón	de	sus	creencias	religiosas,	partidos	
políticos,	 movimientos	 sociales	 y	 sindicales,	 población	 LGBTI	 y	 gremios	 económicos,	 entre	
otros.	 Sin	 olvidar	 otras	 formas	 menos	 visibles	 pero	 no	 menos	 dolorosas	 de	 victimización,	
como	la	violencia	sexual,	las	afectaciones	psicológicas,	o	la	simple	convivencia	con	el	miedo”.	

	
• En	el	numeral	5.1.	Sistema	Integral	de	Verdad,	Justicia,	Reparación	y	No	Repetición,	literal	b.	

Componentes	(pág.	117),	el	tercer	bullet	queda	así:		
“Jurisdicción	Especial	para	la	Paz:	Estará	constituida	por	una	serie	de	salas	de	justicia,	entre	
las	que	se	incluye	una	Sala	de	Amnistía	e	Indulto,	y	un	Tribunal	para	la	Paz,	para	administrar	
justicia	 e	 investigar,	 esclarecer,	 perseguir	 y	 sancionar	 las	 graves	 violaciones	 a	 los	 derechos	
humanos	 y	 las	 graves	 infracciones	 al	 Derecho	 Internacional	 Humanitario.	 La	 Jurisdicción	
Especial	 para	 la	 Paz	 hace	 parte	 del	 Sistema	 Integral	 de	 Verdad,	 Justicia,	 Reparación	 y	 No	
Repetición,	 y	 al	 ocuparse	 exclusivamente	 y	 de	 manera	 transitoria	 de	 las	 conductas	
relacionadas	directa	e	indirectamente	con	el	conflicto	armado,	no	implica	la	sustitución	de	la	
jurisdicción	ordinaria”.	
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1. Comisión	para	el	Esclarecimiento	de	la	Verdad,	la	Convivencia	y	la	No	Repetición	
	

• En	el	numeral	5.1.1.1	Comisión	para	el	Esclarecimiento	de	la	Verdad,	la	Convivencia	y	la	No	
Repetición	el	párrafo	8	de	la	introducción	(pág.	119),	queda	así:	
“Y	 en	 tercer	 lugar,	 la	 Comisión	 deberá	 promover	 la	 convivencia	 en	 los	 territorios,	 en	 el	
entendido	 de	 que	 la	 convivencia	 no	 consiste	 en	 el	 simple	 compartir	 de	 un	mismo	 espacio	
social	y	político,	sino	en	la	creación	de	un	ambiente	transformador	que	permita	la	resolución	
pacífica	de	los	conflictos	y	la	construcción	de	la	más	amplia	cultura	de	respeto	y	tolerancia	en	
democracia.	 Para	 ello	 promoverá	 un	 ambiente	 de	 diálogo	 y	 creará	 espacios	 en	 los	 que	 las	
víctimas	 se	 vean	 dignificadas,	 se	 hagan	 reconocimientos	 individuales	 y	 colectivos	 de	
responsabilidad,	y	en	general	se	consoliden	el	respeto	y	la	confianza	ciudadana	en	el	otro,	la	
cooperación	y	la	solidaridad,	la	justicia	social,	la	igualdad	de	oportunidades	entre	hombres	y	
mujeres	a	equidad	de	género,	y	una	cultura	democrática	que	cultive	la	tolerancia,	promueva	
el	buen	vivir,	y	nos	libre	de	la	indiferencia	frente	a	los	problemas	de	los	demás.	La	Comisión	
deberá	 aportar	 a	 la	 construcción	 de	 una	 paz	 basada	 en	 la	 verdad,	 el	 conocimiento	 y	
reconocimiento	de	un	pasado	cruento	que	debe	ser	asumido	para	ser	superado”.	
	

• En	el	numeral	5.1.1.1	Comisión	para	el	Esclarecimiento	de	la	Verdad,	la	Convivencia	y	la	No	
Repetición	el	párrafo	9	de	la	introducción	(pág.	119),	queda	así:	
“Será	transversal	al	desarrollo	de	la	Comisión	un	adecuado	enfoque	diferencial	y	de	género	
que	permita	evidenciar	las	formas	diferenciales	en	las	que	el	conflicto	afectó	a	las	mujeres,	a	
los	 niños,	 niñas,	 adolescentes,	 jóvenes	 y	 adultos	 mayores,	 a	 las	 personas	 en	 situación	 de	
discapacidad,	a	los	pueblos	indígenas,	a	las	comunidades	campesinas,	a	personas	en	razón	de	
su	 religión,	 de	 sus	 opiniones	 o	 creencias,	 	 a	 las	 poblaciones	 afrocolombianas,	 negras,	
palenqueras	 y	 raizales,	 al	 pueblo	 Rom,	 a	 la	 población	 LGBTI,	 a	 las	 personas	 desplazadas	 y	
exiliadas,	a	 los	defensores	y	 las	defensoras	de	derechos	humanos,	sindicalistas,	periodistas,	
agricultores	 y	 agricultoras,	 ganaderos	 y	 ganaderas,	 comerciantes	 y	 empresarios	 y	
empresarias,	entre	otros.	Esto	deberá	contribuir	además	a	que	la	sociedad	colombiana	haga	
conciencia	sobre	las	formas	específicas	en	que	el	conflicto	reprodujo	mecanismos	históricos	
de	discriminación	 y	 estereotipos	de	 género,	 como	un	primer	paso	 fundamental	 para	 tener	
una	sociedad	más	justa	e	incluyente”.	

	
• En	el	numeral	5.1.1.1.1.	Criterios	orientadores	(pág.	120),	el	sexto	criterio	queda	así:	

“Enfoque	 diferencial	 y	 de	 género:	 En	 el	 desarrollo	 de	 su	 mandato	 y	 de	 sus	 funciones,	 la	
Comisión	 tendrá	 en	 cuenta	 las	 distintas	 experiencias,	 impacto	 diferencial	 y	 condiciones	
particulares	 de	 las	 personas,	 en	 razón	 del	 sexo,	 género,	 edad,	 etnia,	 o	 situación	 de	
discapacidad,	 y	 de	 las	 poblaciones	 o	 sectores	 en	 condiciones	 de	 discriminación,	
vulnerabilidad	 o	 especialmente	 afectados	 por	 el	 conflicto,	 entre	 otras.	 Habrá	 especial	
atención	a	la	victimización	sufrida	por	las	mujeres”.	

	
• En	el	numeral	5.1.1.1.2.	Mandato,	el	tercer	bullet	(pág.	122)	queda	así:	

“El	 impacto	 humano	 y	 social	 del	 conflicto	 en	 la	 sociedad,	 incluyendo	 el	 impacto	 sobre	 los	
derechos	 económicos,	 sociales,	 culturales	 y	 ambientales,	 y	 las	 formas	 diferenciadas	 en	 las	
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que	 el	 conflicto	 afectó	 a	 las	 mujeres,	 a	 los	 niños,	 niñas,	 adolescentes,	 jóvenes	 y	 adultos	
mayores,	 a	 personas	 en	 razón	 de	 su	 religión,	 opiniones	 o	 creencias,	 a	 las	 personas	 en	
situación	 de	 discapacidad,	 a	 los	 pueblos	 indígenas,	 a	 las	 comunidades	 campesinas,	 a	 las	
poblaciones	afrocolombianas,	negras,	palenqueras	y	 raizales,	al	pueblo	Rom,	a	 la	población	
LGBTI,	a	las	personas	desplazadas	y	exiliadas,	a	los	defensores	y	las	defensoras	de	derechos	
humanos,	 sindicalistas,	 periodistas,	 agricultores	 y	 agricultoras,	 ganaderos	 y	 ganaderas,	
comerciantes	y	empresarios	y	empresarias,	entre	otros”.	 	

	
• En	el	numeral	5.1.1.1.4.	Funciones	los	bullets	1	y	9	(pág.	123),	quedan	así:	

Bullet	1.	“Investigar	sobre	todos	 los	elementos	del	mandato	a	través	de	 las	metodologías	y	
formas	 de	 recolección	 y	 análisis	 de	 información	 que	 sean	 necesarias	 para	 tal	 efecto,	
considerando	 las	 generalmente	 aceptadas	 por	 las	 ciencias	 sociales,	 y	 contando	 con	 un	
enfoque	 de	 género,	 teniendo	 en	 cuenta	 los	 anteriores	 esfuerzos	 de	 construcción	 de	 la	
verdad,	 incluyendo	como	 insumo	básico,	entre	otros,	 los	 informes	de	 la	Comisión	Histórica	
del	Conflicto	y	sus	Víctimas”.	
	
Bullet	9.	“Asegurar	la	transversalidad	del	enfoque	de	género	en	todo	el	ámbito	de	trabajo	de	
la	 Comisión,	 con	 la	 creación	 de	 un	 grupo	 de	 trabajo	 de	 género	 que	 contribuya	 con	 tareas	
específicas	de	carácter	técnico,	de	investigación,	preparación	de	audiencias	de	género,	entre	
otras.	Este	grupo	de	trabajo	no	será	el	único	en	tratar	el	tema,	pero	sí	debe	responsabilizarse	
de	la	revisión	de	metodologías	para	que	todos	los	instrumentos	de	la	Comisión	tengan	éste	
un	 enfoque	 de	 género,	 y	 de	 la	 coordinación	 con	 organizaciones	 de	 mujeres	 y	 LGBTI.	 Lo	
anterior	 sin	 perjuicio	 de	 la	 necesaria	 autonomía	 de	 la	 Comisión	 en	 la	 definición	 de	 su	
estructura	y	metodología	de	trabajo”.	

	
• En	el	numeral	5.1.1.1.5.	Proceso	de	Escogencia	-	cuarto	párrafo	(pág.	125)	queda	así:			

“La	 selección	se	basará	exclusivamente	en	 las	postulaciones	y	 la	elección	 tendrá	en	cuenta	
criterios	 de	 selección	 individuales	 como	 la	 idoneidad	 ética,	 la	 imparcialidad,	 la	
independencia,	 el	 compromiso	 con	 los	 derechos	 humanos	 y	 la	 justicia,	 la	 ausencia	 de	
conflictos	 de	 interés,	 y	 el	 conocimiento	 del	 conflicto	 armado,	 del	 Derecho	 Internacional	
Humanitario	 y	 de	 los	 derechos	 humanos,	 y	 la	 reconocida	 trayectoria	 en	 alguno	 de	 estos	
campos.	 La	 selección	 de	 los/as	 comisionados/as	 también	 deberá	 tener	 en	 cuenta	 criterios	
colectivos	como	la	participación	equitativa	entre	hombres	y	mujeres	la	equidad	de	género,	el	
pluralismo,	la	interdisciplinariedad	y	la	representación	regional.”.	
	

2. Búsqueda	de	personas	dadas	por	desaparecidas	en	contexto	y	razón	de	conflicto	armado	
• Al	 final	del	numeral	5.1.1.2	Unidad	para	 la	Búsqueda	de	Personas	dadas	por	Desaparecidas	

en	el	contexto	y	en	razón	del	conflicto,	se	incluye	un	párrafo	así:		
	

“En	desarrollo	de	 las	medidas	 inmediatas	de	construcción	de	confianza	 sobre	 la	búsqueda,	
ubicación,	 identificación	y	entrega	digna	de	restos	de	personas	dadas	por	desaparecidas	en	
contexto	y	en	razón	del	conflicto	armado,	y		en	tanto	entre	en	funcionamiento	la	Unidad	de	
Búsqueda	 de	 Personas	 dadas	 por	 Desaparecidas,	 hemos	 acordado	 poner	 en	 marcha	 un	
proceso	especial	de	aporte	y		recolección	de	información	estrictamente	humanitario	entre	el	
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Gobierno	Nacional,	 las	FARC-EP,	 las	organizaciones	de	víctimas,	 incluyendo	entre	otras	a		 la	
Mesa	de	Desaparición	Forzada	de	la	Coordinación	Colombia	Europa	Estados	Unidos,	FEVCOL,	
PAIS	 LIBRE,	ASFADDES,	 ECIAF,	 Fundación	Víctimas	Visibles,	MOVICE,	 Fundación	Nydia	 Erika	
Bautista	y	con	la	coordinación	permanente	del	CICR,	con	el	fin	de	continuar	de	manera	más	
ágil	la	búsqueda	y	la	recopilación	de	información	de	personas	dadas	por	desaparecidas	en	el		
contexto	 y	 en	 	 razón	 del	 conflicto,	 sobre	 las	 cuales	 no	 se	 tenga	 información	 sobre	 su	
paradero.	 Para	 estos	 efectos,	 se	 tomarán	 las	 medidas	 inmediatas	 que	 permitan	 que	 el	
Instituto	 Nacional	 de	 Medicina	 Legal	 contribuya	 con	 el	 desenvolvimiento	 de	 los	
procedimientos.	 El	 Gobierno	 Nacional	 y	 las	 FARC-EP	 reiteran	 su	 compromiso	 de	 continuar		
aportando	 al	 CICR	 la	 información	 de	 la	 que	 dispongan	 y	 de	 facilitar	 la	 ejecución	 de	 estas	
medidas	humanitarias”.	

	
Jurisdicción	Especial	para	la	Paz	–	JEP	
	
• El	numeral	5.1.2.	Justicia/JEP	numeral	2	(pág.	130)	queda	así:		

	
“2.-	 El	 componente	 de	 justicia	 del	 Sistema	 Integral	 de	 Verdad,	 Justicia,	 Reparación	 y	 No	
Repetición	 -en	 adelante	 el	 SIVJRNR-	 se	 denomina	 Jurisdicción	 Especial	 para	 la	 Paz.	 Los	
objetivos	del	del	componente	de	justicia	del	Sistema	Integral	de	Verdad,	Justicia,	Reparación	
y	No	Repetición	–	en	adelante	SIVJRNR	son	satisfacer	el	derecho	de	las	víctimas	a	la	justicia,	
ofrecer	verdad	a	la	sociedad	colombiana,	proteger	los	derechos	de	las	víctimas,	contribuir	al	
logro	 de	 una	 paz	 estable	 y	 duradera,	 y	 adoptar	 decisiones	 que	 otorguen	 plena	 seguridad	
jurídica	a	quienes	participaron	de	manera	directa	o	indirecta	en	el	conflicto	armado	interno,	
respecto	 a	 hechos	 cometidos	 en	 el	marco	del	mismo	 y	 durante	 este	 que	 supongan	 graves	
infracciones	 del	 Derecho	 Internacional	 Humanitario	 y	 graves	 violaciones	 de	 los	 Derechos	
Humanos”.	

	
• En	el	numeral	5.1.2.	Justicia/JEP	numeral	6	(pág.	131)	se	incluye	un	párrafo,	así:		

“6.-	 Resarcir	 a	 las	 víctimas	 está	 en	 el	 centro	 del	 Acuerdo	 General	 para	 la	 terminación	 del	
conflicto	 y	 la	 construcción	 de	 una	 paz	 estable	 y	 duradera	 suscrito	 en	 La	 Habana	 el	 26	 de	
agosto	de	2012.	En	 toda	actuación	del	componente	de	 justicia	del	SIVJRNR,	 se	 tomarán	en	
cuenta	 como	 ejes	 centrales	 los	 derechos	 de	 las	 víctimas	 y	 la	 gravedad	 del	 sufrimiento	
infligido	 por	 las	 graves	 infracciones	 al	 Derecho	 Internacional	 Humanitario	 y	 las	 graves	
violaciones	a	 los	derechos	humanos	ocurridas	durante	el	conflicto.	Tales	violaciones	causan	
daños	 graves	 y	 de	 largo	plazo	 a	 los	proyectos	de	 vida	de	 las	 víctimas.	Deberá	 repararse	el	
daño	causado	y	restaurarse	cuando	sea	posible.		
	
Por	lo	anterior,	uno	de	los	paradigmas	orientadores	del	componente	de	justicia	del	SIVJRNR	
será	la	aplicación	de	una	justicia	restaurativa	que	preferentemente	busca	la	restauración	del	
daño	causado	y	 la	reparación	de	las	víctimas	afectadas	por	el	conflicto,	especialmente	para	
acabar	 la	 situación	 de	 exclusión	 social	 que	 les	 haya	 provocado	 la	 victimización.	 La	 justicia	
restaurativa	atiende	prioritariamente	las	necesidades	y	la	dignidad	de	las	víctimas	y	se	aplica	
con	un	enfoque	integral	que	garantiza	la	justicia,	la	verdad	y	la	no	repetición	de	lo	ocurrido”.	
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• El	numeral	5.1.2.	Justicia/JEP	numeral	7	(pág.	131)	queda	así:		
7.-	Así	mismo,	las	consecuencias	de	tales	violaciones	son	más	graves	cuando	son	cometidas	
contra	mujeres	o	cuando	se	trata	de	víctimas	pertenecientes	a	 los	grupos	más	vulnerables,	
sujetos	 de	 especial	 protección,	 que	 merecen	 una	 reparación	 y	 protección	 especial,	 entre	
ellas,	los	pueblos	indígenas,	las	comunidades	afrodescendientes	y	otros	grupos	étnicamente	
diferenciados,	 las	 comunidades	 religiosas,	 los	 campesinos,	 los	más	pobres,	 las	personas	en	
condición	 de	 discapacidad,	 las	 personas	 desplazadas	 y	 refugiadas,	 las	 niñas,	 niños	 y	
adolescentes,	la	población	LGBTI	y	las	personas	de	la	tercera	edad.	
	

• En	el	numeral	5.1.2.	Justicia/numeral	8	(pág.	131)	queda	así:		
8.-	 El	 funcionamiento	 del	 componente	 de	 justicia	 dará	 énfasis	 a	 las	 necesidades	 de	 las	
víctimas	 mujeres,	 niñas	 y	 niños,	 quienes	 sufren	 de	 una	 manera	 desproporcionada	 y	
diferenciada	 los	 efectos	de	 las	 graves	 infracciones	 y	 violaciones	 cometidas	 con	ocasión	del	
conflicto.	 Las	 reparaciones	 deben	 responder	 al	 llamado	 de	 las	 Naciones	 Unidas	 que	 todo	
acuerdo	 de	 paz	 debe	 adoptar	 un	 enfoque	 una	 perspectiva	 de	 género,	 reconociendo	 las	
medidas	 de	 reparación	 y	 restauración,	 el	 sufrimiento	 especial	 de	 las	 mujeres,	 y	 la	
importancia	de	su	participación	activa	y	equitativa	en	el	componente	de	justicia	del	SIVJRNR.		
	

• El	numeral	5.1.2.	Justicia/JEP	numeral	9	(pág.	131)	se	incluyen	4	párrafos	adicionales,	así:		
“9.	El	 componente	de	 justicia	del	SIVJRNR,	denominado	La	 Jurisdicción	Especial	para	 la	Paz	
(JEP),	 	 es	 una	 jurisdicción	 especial	 que	 ejerce	 funciones	 judiciales	 de	manera	 autónoma	 y	
preferente	 sobre	 los	 asuntos	 de	 su	 competencia,	 en	 especial	 respecto	 a	 conductas	
consideradas	graves	 infracciones	al	Derecho	Internacional	Humanitario	o	graves	violaciones	
de	los	Derechos	Humanos.	Entrará	en	vigor	en	los	términos	establecidos	en	el	Acuerdo	Final.	
Se	aplicará	únicamente	a	conductas	cometidas	con	anterioridad	a	su	entrada	en	vigor.		
	
En	 el	 supuesto	 de	 existir	 conflicto	 de	 competencia	 entre	 cualquier	 jurisdicción	 y	 la	
Jurisdicción	Especial	para	la	Paz,	resolverá	dicho	conflicto	una	Sala	Incidental	conformada	por	
3	magistrados	del	Consejo	Superior	de	la	Judicatura,	elegidos	por	éste,	y	3	magistrados	de	las	
Salas	 o	 Secciones	 de	 la	 Jurisdicción	 Especial	 para	 la	 Paz	 no	 afectadas	 por	 dicho	 conflicto	
jurisdiccional,	elegidos	por	 la	plenaria	de	 la	 Jurisdicción	Especial	para	 la	Paz.	 La	decisión	se	
adoptará	en	la	Sala	Incidental	por	mayoría	simple	y	en	caso	de	no	alcanzarse	una	mayoría,	en	
aplicación	 del	 carácter	 preferente	 de	 la	 Jurisdicción	 Especial	 para	 la	 Paz,	 resolverá	 el		
Presidente	de	esta	Jurisdicción.	
	
Son	delitos	cometidos	por	causa,	con	ocasión	o	en	relación	directa	o	indirecta	con	el	conflicto	
armado,	aquellas	 conductas	punibles	donde	 la	existencia	del	 conflicto	armado	haya	 sido	 la	
causa	de	su	comisión,	o	haya	jugado	un	papel	sustancial	en	la	capacidad	del	perpetrador	para	
cometer	la	conducta	punible,	en	su	decisión	de	cometerla,	en	la	manera	en	que	fue	cometida	
o	en	el	objetivo	para	el	cual	se	cometió.	
	
El	plazo	para	la	conclusión	de	las	funciones	de	la	Jurisdicción	Especial	para	la	Paz	consistentes	
en	 la	 presentación	 de	 acusaciones	 por	 la	Unidad	 de	 Investigación	 y	 Acusación,	 de	 oficio	 o	
como	consecuencia	de	los	informes	que	tratan	los	literales	b)	y	c)	del	numeral	48,	será	de	10	
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años	 contados	a	partir	de	 la	entrada	efectiva	en	 funcionamiento	de	 la	 totalidad	de	Salas	 y	
Secciones	 de	 la	 Jurisdicción	 Especial	 para	 la	 Paz,	 y	 un	 plazo	 posterior	 de	 5	 años	más	 para	
concluir	 su	 actividad	 jurisdiccional,	 plazo	 este	 último	 que	 de	 ser	 necesario	 podrá	 ser	
prorrogado	para	concluir	su	actividad.	La	Sección	de	estabilidad	y	eficacia	de	Resoluciones	y	
Sentencias	 prevista	 en	 el	 último	 párrafo	 del	 numeral	 52	 podrá	 constituirse	 en	 cualquier	
momento	en	que	resulte	necesaria,	sin	limitación	temporal	alguna.	
	
Respecto	a	los	integrantes	de	organizaciones	que	suscriban	acuerdos	de	paz	con	el	Gobierno,	
el	tratamiento	especial	de	 justicia	se	aplicará	también	respecto	a	conductas	estrechamente	
vinculadas	al		proceso	de	dejación	de	armas,	ocurridas	desde	la	entrada	en	vigor	del	Acuerdo	
Final	hasta	la	finalización	del	proceso	de	dejación	de	armas”.	
	

• El	numeral	5.1.2.	Justicia/JEP	numeral	13	(pág.	132)	queda	así:		
13.-	Para	acceder	al	tratamiento	especial	previsto	en	el	componente	de	Justicia	del	SIVJRNR	
es	 necesario	 aportar	 verdad	 plena,	 reparar	 a	 las	 víctimas	 y	 garantizar	 la	 no	 repetición.	
Aportar	 verdad	 plena	 significa	 relatar,	 cuando	 se	 disponga	 de	 los	 elementos	 para	 ello,	 de	
manera	exhaustiva	y	detallada	las	conductas	cometidas	y	 las	circunstancias	de	su	comisión,	
así	como	las	informaciones	necesarias	y	suficientes	para	atribuir	responsabilidades,	para	así	
garantizar	la	satisfacción	de	los	derechos	de	las	víctimas	a	la	reparación	y	a	la	no	repetición.	
El	 deber	 de	 aportar	 verdad	 no	 implica	 la	 obligación	 de	 aceptar	 responsabilidades.	 Se	
entiende	 por	 tratamiento	 especial	 las	 sanciones	 propias	 y	 alternativas	 previstas	 en	 el	
numeral	60.	
	

• El	numeral	5.1.2.	Justicia/JEP	numeral	14	(pág.	132)	queda	así:		
“14.-	 Todas	 las	 actuaciones	 en	 el	 componente	 de	 justicia,	 de	 conformidad	 con	 las	 reglas	
aplicables	a	 la	 Jurisdicción	Especial	para	 la	Paz,	 respetarán	 los	derechos	 fundamentales	del	
debido	proceso,	defensa,	asistencia	de	abogado,	presunción	de	inocencia	y	la	independencia	
e	imparcialidad	de	los	magistrados	de	las	salas	y	secciones,	así	como	de	los	integrantes	de	la	
Unidad	de	Investigación	y	Acusación.	La	Jurisdicción	Especial	para	la	Paz	aplicará	el	principio	
de	favorabilidad	en	todas	sus	actuaciones,	en	especial	respecto	al	tratamiento	a	recibir	por	
cualquier	 persona	 sometida	 a	 esta	 jurisdicción.	 Todas	 las	 decisiones	 judiciales	 sobre	 las	
responsabilidades	y	sanciones	de	personas	serán	debidamente	motivadas	y	fundamentadas	
en	 pruebas	 confiables	 y	 admisibles	 ante	 tribunales	 de	 justicia.	 Cuando	 un	 testigo	 declare	
contra	alguna	persona	por	conductas	de	competencia	de	la	Jurisdicción	Especial	para	la	Paz	a	
cambio	 de	 obtener	 beneficios	 procesales	 o	 punitivos	 de	 cualquier	 naturaleza,	 el	 valor	
probatorio	 de	 su	 testimonio	 estará	 supeditado	 a	 que	 el	 contenido	 del	 mismo	 sea	
corroborado	 por	 otros	 medios	 de	 prueba.	 Las	 resoluciones	 y	 sentencias	 de	 las	 salas	 y	
secciones	pueden	ser	recurridas	en	reposición	o	apelación	a	solicitud	del	destinatario	de	las	
mismas”.	
	

• El	numeral	5.1.2.	Justicia/JEP	numeral	19	queda	así:		
“19.-	Para	efectos	del	SIVJRNR,	los	marcos	jurídicos	de	referencia	incluyen	principalmente	el	
Derecho	 Internacional	en	materia	de	Derechos	Humanos	 (DIDH)	y	el	Derecho	 Internacional	
Humanitario	 (DIH).	 Las	 secciones	 del	 Tribunal	 para	 la	 Paz,	 las	 Salas	 y	 la	 Unidad	 de	



	
12.11.2016	
Documento	de	trabajo:	cambios,	precisiones	y	ajustes		
*	Todas	las	referencias	a	las	páginas	corresponden	al	texto	publicado	el	24	de	agosto	de	2016	
*	Las	modificaciones	aparecen	con	control	de	cambios	

Página	44	de	90	
	

Investigación	 y	 Acusación,	 al	 adoptar	 sus	 resoluciones	 o	 sentencias	 harán	 una	 calificación	
jurídica	 propia	 del	 Sistema	 respecto	 a	 las	 conductas	 objeto	 del	mismo,	 calificación	 que	 se	
basará	 en	 el	 Código	 Penal	 colombiano	 y/o	 en	 las	 normas	 de	 Derecho	 Internacional	 en	
materia	de	Derechos	Humanos	(DIDH),	Derecho	 Internacional	Humanitario	 (DIH)	o	Derecho	
Penal	Internacional	(DPI),	siempre	con	aplicación	del	principio	de	favorabilidad.	
	
La	calificación	resultante	 la	cual	podrá	ser	diferente	a	 la	efectuada	con	anterioridad	por	 las	
autoridades	judiciales,	disciplinarias	o	administrativas	para	la	calificación	de	esas	conductas,	
por	entenderse	aplicable	como	marco	jurídico	de	referencia	el	Derecho	Internacional.		
	

• El	numeral	5.1.2.	Justicia/JEP	numeral	32	(pág.	134)	queda	así:		
“32.-	 El	 componente	 de	 justicia	 del	 Sistema	 Integral	 de	 Verdad,	 Justicia,	 Reparación,	 y	 No	
Repetición	 se	 aplicará	 a	 todos	 los	 que	 participaron	 de	 manera	 directa	 o	 indirecta	 en	 el	
conflicto	 armado.	 Se	 aplicará	 a	 los	 investigados	 o	 condenados	 por	 el	 delito	 de	 rebelión	 u	
otros	relacionados	con	el	conflicto,	aunque	no	pertenezcan	a	las	organizaciones	armadas	en	
rebelión.		
Respecto	de	los	combatientes	de	los	grupos	armados	al	margen	de	la	ley,	el	componente	de	
justicia	 del	 Sistema	 solo	 se	 aplicará	 a	 quienes	 suscriban	 un	 acuerdo	 final	 de	 paz	 con	 el	
Gobierno	Nacional.	
	
También	 serán	 de	 competencia	 de	 la	 Jurisdicción	 Especial	 para	 la	 Paz	 las	 conductas	 de	
financiación	o	colaboración	con	los	grupos	paramilitares,	o	con	cualquier	actor	del	conflicto,	
que	 no	 sean	 resultado	 de	 coacciones,	 respecto	 de	 aquellas	 personas	 que	 tuvieron	 una	
participación	activa	o	determinante	o	habitual	en	 la	comisión	de	 los	crímenes	competencia	
de	ésta	jurisdicción,	según	lo	establecido	en	el	numeral	40,	salvo	que	previamente	hubieren	
sido	condenadas	por	la	justicia	por	esas	mismas	conductas.	Los	órganos	de	la	JEP	decidirán,	
según	el	caso,	el	procedimiento	apropiado.	De	conformidad	con	el	numeral	48	(t)	y	el	58	(e)	
serán	llamados	a	comparecer	ante	la	Jurisdicción	Especial	para	la	Paz,	por	parte	de	la	Sección	
de	 Revisión	 del	 Tribunal,	 aquellas	 personas	 que	 hubieran	 tenido	 una	 participación	
determinante	 en	 una	 de	 las	 conductas	 de	 que	 trata	 el	 numeral	 40	 y	 no	 hubieren	
comparecido	previamente	ante	la	Sala	de	Verdad	y	Reconocimiento.	
	
El	 componente	 de	 Justicia	 también	 se	 aplicará	 respecto	 de	 los	 agentes	 del	 Estado	 que	
hubieren	 cometido	 delitos	 relacionados	 con	 el	 conflicto	 armado	 y	 con	 ocasión	 de	 éste,	
aplicación	 que	 se	 hará	 de	 forma	 diferenciada,	 otorgando	 un	 tratamiento	 equitativo,	
equilibrado,	 simultáneo	 y	 simétrico.	 En	 dicho	 tratamiento	 deberá	 tenerse	 en	 cuenta	 la	
calidad	de	garante	de	derechos	por	parte	del	Estado,	así	como	la	presunción	de	que	el	Estado	
ejerce	de	manera	legítima	el	monopolio	de	las	armas..		
	
En	el	caso	de	los	agentes	del	Estado,	la	aplicación	de	la	Jurisdicción	Especial	para	la	Paz	parte	
del	 reconocimiento	 de	 que	 el	 Estado	 tiene	 como	 fin	 esencial	 proteger	 y	 garantizar	 los	
derechos	de	todos	los	ciudadanos,	y	tiene	la	obligación	de	contribuir	al	fortalecimiento	de	las	
instituciones.	Por	 lo	anterior,	 sus	agentes,	en	particular	 los	miembros	de	 la	Fuerza	Pública,	
ostentan	el	ejercicio	legítimo	de	la	fuerza	y	sus	acciones	se	presumen	legales.	
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Se	 entiende	 por	 agente	 del	 Estado	 a	 efectos	 de	 la	 Jurisdicción	 Especial	 para	 la	 Paz	 toda	
persona	 que	 al	 momento	 de	 la	 comisión	 de	 la	 presunta	 conducta	 criminal	 estuviere	
ejerciendo	 como	miembro	de	 las	 corporaciones	públicas,	 como	empleado	o	 trabajador	del	
Estado	 o	 de	 sus	 entidades	 descentralizadas,	 territorialmente	 y	 por	 servicios,	 que	 haya	
participado	 en	 el	 diseño	 o	 ejecución	 de	 conductas	 delictivas	 relacionadas	 directa	 o	
indirectamente	con	el	conflicto	armado.	Para	que	tales	conductas	puedan	ser	consideradas	
como	 susceptibles	 de	 conocimiento	 por	 parte	 de	 la	 Jurisdicción	 Especial	 para	 la	 Paz,	 éstas	
debieron		realizarse		mediante	acciones	u	omisiones	cometidas	en	el	marco	y	con	ocasión	del	
conflicto	 armado	 interno	 y	 sin	 ánimo	 de	 enriquecimiento	 personal,	 o	 en	 caso	 de	 que	
existiera,	sin	ser	éste	el	determinante	de	la	conducta	delictiva.	
	
La	 creación	 y	 el	 funcionamiento	 de	 la	 Jurisdicción	 Especial	 para	 la	 Paz	 no	modificarán	 las	
normas	vigentes	aplicables	a	las	personas	que	hayan	ejercido	la	Presidencia	de	la	República,	
de	conformidad	con	lo	establecido	en	el	artículo	174	de	la	Constitución	Política	de	Colombia	
en	el	momento	de	aprobarse	el	presente	documento.	En	caso	de	que	ante	 la	 JEP	obre	una	
información	 que	 comprometa	 a	 una	 persona	 que	 haya	 ejercido	 la	 Presidencia	 de	 la	
República,	 dicha	 información	 se	 remitirá	 a	 la	 Cámara	 de	 Representantes	 para	 lo	 de	 su	
competencia,	 remisión	que	 se	efectuará	en	el	momento	que	 se	considere	adecuado	por	 la	
JEP,	después	de	haber	realizado	las	verificaciones	pertinentes”.	

	
• El	numeral	5.1.2.	Justicia/JEP	numeral	38	(pág.	135)	queda	así:		

“38.-	 	Conforme	a	 la	anterior	disposición,	se	amnistiarán	e	 indultarán	 los	delitos	políticos	y	
conexos	cometidos	en	el	desarrollo	de	la	rebelión	por	las	personas	que	formen	parte	de	los	
grupos	rebeldes	con	los	cuales	se	firme	un	acuerdo	de	paz.	Respetando	lo	establecido	en	el	
Acuerdo	Final	y	en	el	presente	documento,	las	normas	de	amnistía	determinarán	de	manera	
clara	 y	 precisa	 los	 delitos	 amnistiables	 o	 indultables	 y	 los	 criterios	 de	 conexidad.	 La	
pertenencia	 al	 grupo	 rebelde	 será	 determinada,	 previa	 entrega	 de	 un	 listado	 por	 dicho	
grupo,	conforme	a	lo	que	se	establezca	entre	las	partes	para	su	verificación.	Entre	los	delitos	
políticos	y	conexos	se	incluyen,	por	ejemplo,	la	rebelión,	la	sedición,	la	asonada,	así	como	el	
porte	 ilegal	 de	 armas,	 las	 muertes	 en	 combate	 compatibles	 con	 el	 Derecho	 Internacional	
Humanitario,	el	concierto	para	delinquir	con	fines	de	rebelión	y	otros	delitos	conexos.	Para	
decidir	 sobre	 la	 conexidad	 con	 el	 delito	 político	 de	 conductas	 delictivas	 relacionadas	 con	
cultivos	de	uso	 ilícito,	se	tendrán	en	cuenta	 los	criterios	manifestados	por	 la	 jurisprudencia	
interna	 colombiana	 con	 aplicación	 del	 principio	 de	 favorabilidad.	 Los	 mismos	 criterios	 de	
amnistía	o	indulto	se	aplicarán	a	personas	investigadas	o	sancionadas	por	delitos	de	rebelión	
o	conexos,	sin	que	estén	obligadas	a	reconocerse	como	rebeldes.	
	
Antes	 de	 la	 entrada	 en	 vigor	 del	 Acuerdo	 Final	 se	 determinará	 la	 forma	 en	 que	 se	
coordinarán	 la	 dejación	 de	 las	 armas	 y	 la	 reincorporación	 de	 las	 FARC-EP	 a	 la	 vida	 civil,	 la	
entrada	en	vigor	del	componente	de	justicia	del	SIVJRNR	y	el	acceso	efectivo	a	la	amnistía.		
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En	el	caso	de	las	FARC-EP	la	participación	en	el	SIVJRNR	estará	sujeta	a	la	dejación	de	armas	
conforme	a	lo	que	se	acuerde	en	el	punto	3.2	del	Acuerdo	General	para	la	Terminación	del	
Conflicto	y	la	Construcción	de	una	Paz	Estable	y	Duradera	del	26	de	agosto	de	2012.	
	

• El	numeral	5.1.2.	Justicia/JEP	numeral	39	(pág.	136)	queda	así:		
“39.-	La	conexidad	con	el	delito	político	comprenderá	dos	criterios,	uno	de	tipo	incluyente	y	
otro	 de	 tipo	 restrictivo.	 El	 primer	 criterio	 consistirá	 en	 incluir	 como	 conexos:	 1º.-	 aquellos	
delitos	relacionados	específicamente	con	el	desarrollo	de	la	rebelión	cometidos	con	ocasión	
del	 conflicto	 armado,	 como	 es	 por	 ejemplo	 la	 aprehensión	 de	 combatientes	 efectuada	 en	
operaciones	militares;	 2º.-	 	 los	 delitos	 en	 los	 cuales	 el	 sujeto	 pasivo	 de	 la	 conducta	 es	 el	
Estado	y	su	régimen	constitucional	vigente;	y	3º.-	 las	conductas	dirigidas	a	facilitar,	apoyar,	
financiar	u	ocultar	el	desarrollo	de	la	rebelión,	para	lo	cual	deberán	definirse	cada	uno	de	los	
contenidos	de	 las	anteriores	conductas.	Se	entenderá	como	conducta	dirigida	a	financiar	 la	
rebelión	 todas	 aquellas	 conductas	 ilícitas	 de	 las	 que	 no	 se	 haya	 derivado	 enriquecimiento	
personal	de	 los	 rebeldes	ni	 sean	consideradas	 crimen	de	 lesa	humanidad,	 grave	 crimen	de	
guerra	o	genocidio.	
	
La	Sala	de	Amnistía	e	Indulto	determinará	la	conexidad	con	el	delito	político	caso	a	caso.	
El	segundo	criterio,	de	tipo	restrictivo,	excluirá	crímenes	internacionales,	de	conformidad	con	
lo	 indicado	 en	 los	 puntos	 40	 y	 41,	 tal	 y	 como	 lo	 establece	 el	 derecho	 internacional	 de	
acuerdo	a	 lo	dispuesto	en	el	Estatuto	de	Roma.	Respecto	a	 la	aplicación	de	 los	criterios	de	
conexidad	en	todo	lo	que	no	haya	sido	definido	con	exactitud	en	la	ley	de	amnistía,	se	tendrá	
en	cuenta	 la	doctrina	adoptada	al	 interpretar	dicha	Ley	por	 la	Sala	de	Amnistía	e	 Indulto	y	
por	la	Sección	de	Revisión	del	Tribunal	para	la	Paz”.	
		

• El	numeral	5.1.2.	Justicia/JEP	numeral	40	(pág.	136)	queda	así:		
“40.-	No	serán	objeto	de	amnistía	ni	indulto	ni	de	beneficios	equivalentes	los	delitos	de	lesa	
humanidad,	el	genocidio,	los	graves	crímenes	de	guerra	-esto	es,	toda	infracción	del	Derecho	
Internacional	Humanitario	cometida	de	forma	sistemática	o	como	parte	de	un	plan	o	política,	
la	 toma	 de	 rehenes	 u	 otra	 privación	 grave	 de	 la	 libertad,	 la	 tortura,	 las	 ejecuciones	
extrajudiciales,	la	desaparición	forzada,	el	acceso	carnal	violento	y	otras	formas	de	violencia	
sexual,	 la	sustracción	de	menores,	el	desplazamiento	forzado,	además	del	reclutamiento	de	
menores,	todo	ello	conforme	a	lo	establecido	en	el	Estatuto	de	Roma.	
	
En	la	ley	de	amnistía	se	determinarán	las	conductas	tipificadas	en	la	legislación	nacional	que	
no	serán	amnistiables,	siempre	que	se	correspondan	con	los	enunciados	anteriores.		
	
Las	 normas	 precisarán	 el	 ámbito	 y	 alcance	 de	 estas	 conductas	 en	 concordancia	 con	 lo	
previsto	en	el	Estatuto	de	Roma,	en	el	Derecho	Internacional	de	los	Derechos	Humanos	y	en	
el	Derecho	Internacional	Humanitario.	
	

• El	numeral	5.1.2.	Justicia/JEP	numeral	44	(pág.	137)	se	incluye	un	párrafo	así:		
“44.-	 En	 concordancia	 con	 lo	 anterior,	 respecto	 a	 los	 agentes	 del	 Estado,	 se	 establece	 un	
tratamiento	 especial,	 simultáneo,	 equilibrado	 y	 equitativo	 basado	 en	 el	 Derecho	
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Internacional	 Humanitario.	 Dicho	 tratamiento	 diferenciado	 valorará	 lo	 establecido	 en	 las	
reglas	 operacionales	 de	 la	 fuerza	 pública	 en	 relación	 con	 el	 DIH.	 En	 ningún	 caso	 la	
responsabilidad	 del	 mando	 podrá	 fundarse	 exclusivamente	 en	 el	 rango,	 la	 jerarquía	 o	 el	
ámbito	de	jurisdicción.	La	responsabilidad	de	los	miembros	de	la	fuerza	pública	por	los	actos	
de	sus	subordinados	deberá	fundarse	en	el	control	efectivo	de	la	respectiva	conducta,	en	el	
conocimiento	 basado	 en	 la	 información	 a	 su	 disposición	 antes,	 durante	 y	 después	 de	 la	
realización	de	la	respectiva	conducta,	así	como	en	los	medios	a	su	alcance	para	prevenir,	y	de	
haber	ocurrido,	promover	las	investigaciones	procedentes.		
	
Se	entiende	por	control	efectivo	de	la	respectiva	conducta,	la	posibilidad	real	que	el	superior	
tenía	 de	 haber	 ejercido	 un	 control	 apropiado	 sobre	 sus	 subalternos,	 en	 relación	 con	 la	
ejecución	de	la	conducta	delictiva,	tal	y	como	indica	el	artículo	28	del	Estatuto	de	Roma”.	
	

• El	numeral	5.1.2.	Justicia/JEP	numeral	46	(pág.	137)	queda	así:		
“46.-	 Con	 el	 fin	 de	 satisfacer	 los	 derechos	 de	 las	 víctimas	 a	 la	 justicia,	 el	 componente	 de	
justicia	estará	integrado	por	los	siguientes	órganos:		
	
a. Sala	 de	 reconocimiento	 de	 verdad,	 de	 responsabilidad	 y	 de	 determinación	 de	 los	

hechos	y	conductas,	
b. El	Tribunal	para	la	Paz,		
c. Sala	de	Amnistía	o	indulto,		
d. 	Sala	 de	 definición	 de	 situaciones	 jurídicas,	 para	 los	 casos	 diferentes	 a	 los	 literales	

anteriores	o	en	otros	supuestos	no	previstos	y,		
e. Unidad	 de	 Investigación	 y	 Acusación,	 la	 cual	 debe	 satisfacer	 el	 derecho	 de	 las	

víctimas	 a	 la	 justicia	 cuando	 no	 haya	 reconocimiento	 colectivo	 o	 individual	 de	
responsabilidad.	

	
Las	 resoluciones	y	 sentencias	deberán	 ser	debidamente	motivadas	y	 fundadas	en	derecho.	
Podrán	 ser	 breves	 en	 la	 parte	 correspondiente	 a	 la	 comprobación	 de	 los	 requisitos	 del	
SIVJRNR.	
	
Ante	todos	los	órganos	del	componente	de	justicia	del	SIVJRNR	las	personas	podrán	ejercer	
su	 derecho	 de	 defensa,	 según	 lo	 escojan,	 de	manera	 individual	 o	 de	 forma	 colectiva,	 por	
ejemplo	como	antiguos	integrantes	de	una	organización	o	por	medio	de	la	organización	a	la	
cual	 hayan	 pertenecido.	 Podrá	 ejercer	 como	 defensor	 ante	 el	 SIVJRNR	 cualquier	 abogado	
acreditado	 como	 tal	 ante	 los	órganos	 correspondientes	de	 su	país	de	 residencia.	 El	 Estado	
ofrecerá	un	sistema	autónomo	de	asesoría	y	defensa	 -gratuita	 si	el	 solicitante	careciere	de	
recursos-,	 que	 será	 integrado	 por	 abogados	 defensores	 debidamente	 cualificados	 y	 cuyo	
mecanismo	de	selección	será	acordado	por	las	partes	antes	de	entrar	en	funcionamiento	el	
componente	de	justicia	del	SIVJRNR.	A	decisión	del	interesado,	se	podrá	acudir	a	los	sistemas	
de	defensa	judicial	ya	existentes	en	Colombia.	
	
Los	 magistrados	 de	 las	 salas	 y	 secciones	 de	 la	 Jurisdicción	 Especial	 para	 la	 Paz	 del	
componente	 de	 Justicia	 del	 SIVJRNR	 adoptarán,	 en	 el	 ejercicio	 de	 su	 autonomía,	 el	
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reglamento	 de	 funcionamiento	 y	 organización	 de	 la	 Jurisdicción	 Especial	 para	 la	 Paz,	
respetando	los	principios	de	imparcialidad,	independencia	y	las	garantías	del	debido	proceso,	
evitando	cualquier	re	victimización	y	prestando	el	debido	apoyo	a	las	víctimas	conforme	a	lo	
establecido	en	los	estándares	internacionales	pertinentes.	Este	reglamento	también	definirá	
las	causales	y	procedimientos	de	 recusación	e	 impedimento	de	magistrados.	Estos	 tendrán	
movilidad	para	ser	asignados	a	las	distintas	salas	y	secciones	en	función	de	la	acumulación	de	
trabajo	de	unas	y	otras,	y	conforme	a	los	criterios	que	en	el	Reglamento	se	determinen.		
	
Los	magistrados	de	las	salas	y	secciones	de	la	Jurisdicción	Especial	para	la	Paz		elaborarán	las	
normas	procesales	que	regirán	los	procedimientos,	normas	que	deberán	contemplar	cuando	
menos	los	siguientes	principios:	el	Sistema	será	adversarial	y	respetará	el	debido	proceso	y	el	
principio	 de	 imparcialidad,	 contemplará	 la	 debida	 publicidad	 y	 garantizará	 el	 principio	 de	
contradicción	en	la	valoración	de	la	prueba	y	la	defensa,	así	como	la	doble	instancia,	y	dará	
cumplimento	 a	 los	 principios	 contemplados	 en	 el	 numeral	 14.	 Las	 anteriores	 normas	
procesales	deberán	incorporarse	al	derecho	interno	colombiano.	
	
El	Tribunal	para	la	Paz	será	el	órgano	de	cierre	de	la	jurisdicción	especial	para	la	paz	que	se	
crea	en	el	SIVJRNR.		
	

• El	numeral	5.1.2.	Justicia/JEP	numeral	47	(pág.	138)	queda	así:		
47.-	El	reconocimiento	de	verdad	y	responsabilidad	por	la	realización	de	las	conductas	podrá	
hacerse	de	manera	individual	o	colectiva,	de	forma	oral	o	mediante	escrito	remitido	a	la	Sala	
de	Reconocimiento	de	Verdad	y	Responsabilidad	de	la	JEP,	en	el	plazo	de	un	año	desde	que	
se	hayan	recibido	los	Informes	mencionados	en	el	numeral	48	y	una	vez	instaladoa	la	Sala.	El	
plazo	para	recibir	los	Informes	previstos	en	el	numeral	48	será	de	2	años	y	podrá	prorrogarse,	
de	forma	pública	y	suficientemente	motivada,	por	periodos	sucesivos	de	tres	meses	hasta	un	
periodo	máximo	de	3	años	desde	que	se	haya	constituido	la	totalidad	de	Salas	y	Secciones	de	
la	Jurisdicción	Especial	para	la	Paz,	salvo	causa	excepcional	debidamente	motivada	en	la	que	
el	 plazo	 podrá	 ser	moderadamente	 extendido	 por	 la	 Sala	 de	 Reconocimiento	 de	 Verdad	 y	
Responsabilidad	plazo	que	podrá	prorrogarse,	de	forma	pública	y	suficientemente	motivada,	
por	 periodos	 sucesivos	 de	 tres	 meses.	 En	 caso	 de	 reconocimiento	 colectivo,	 la	 posterior	
individualización	deberá	 recaer	 sobre	 integrantes	de	 la	organización	que	haya	efectuado	el	
reconocimiento.	Las	personas	cuyas	responsabilidades	sean	individualizadas	podrán	aceptar	
la	responsabilidad	o	podrán	manifestar	su	desacuerdo	con	dicha	individualización.	En	caso	de	
no	 constar	 la	 aceptación	 o	 el	 desacuerdo	 con	 la	 individualización,	 en	 aras	 del	 respeto	 al	
debido	proceso,	deberá	comunicarse	a	la	persona	concernida	el	contenido	de	la	declaración	
en	 la	 que	 aparece	 mencionada.	 La	 persona	 que	 haya	 guardado	 silencio,	 una	 vez	 que	 sea	
ubicada,	 en	 caso	 de	 aceptar	 las	 responsabilidades	 será	 acreedora	 de	 las	 sanciones	 ya	
impuestas	 siempre	 que	 cumpla	 las	 condiciones	 del	 Sistema.	 En	 caso	 de	 no	 aceptar	
responsabilidades	 o	 mantener	 silencio,	 será	 remitida	 a	 la	 Unidad	 de	 Investigación	 y	
Acusación.	
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La	 Sala	 podrá	 acordar	 que	 el	 reconocimiento	 de	 verdad	 y	 responsabilidad	 se	 efectúe	 en	
Audiencia	 Pública	 en	 presencia	 de	 las	 organizaciones	 de	 víctimas	 invitadas	 por	 ella	 en	 la	
fecha	que	señale,	sin	perjuicio	de	que	dicho	reconocimiento	se	realice	por	escrito.		
	

• El	numeral	5.1.2.	Justicia/JEP	numeral	48	(pág.	138)	queda	así:		
“48.-	 La	 Sala	 de	 reconocimiento	 de	 verdad	 y	 responsabilidad	 y	 de	 determinación	 de	 los	
hechos	y	conductas	tendrá	las	siguientes	funciones:		
a. (…)	
b. (…)	
c. Recibir	 los	 informes	 de	 las	 organizaciones	 de	 víctimas	 y	 de	 derechos	 humanos	

colombianas	 relativos	 a	 las	 conductas	 cometidas	 con	ocasión	del	 conflicto	 armado,	
así	 como	 de	 fuentes	 judiciales	 o	 administrativas.	 Respecto	 de	 estos	 Informes	 se	
surtirá	el	procedimiento	previsto	en	el	literal	(h)	de	este	numeral	A	estos	Informes	se	
les	dará	el	mismo	tratamiento	por	la	JEP	que	a	los	establecidos	en	el	literal	b)..	

d. (…)	
e. Cuando	 una	 persona	 hubiere	 sido	 comprometida	 en	 un	 informe	 o	 declaración	 de	

reconocimiento,	 la	 Sala	 la	 notificará	 para	 darle	 la	 oportunidad	 de	 rendir	
voluntariamente	 su	 versión	 de	 los	 hechos.	 Al	 rendirla,	 la	 persona	 podrá	 hacer	 un	
reconocimiento	de	verdad	y	responsabilidad	o	negar	los	hechos	o	aducir	que	carecen	
de	relación	con	el	conflicto.	La	persona	condenada	en	una	sentencia	proferida	por	la	
justicia	 ordinaria,	 por	 conductas	 competencia	 del	 Sistema,	 podrá	 comparecer	
voluntariamente	 para	 reconocer	 verdad	 completa,	 detallada	 y	 exhaustiva	 en	 los	
supuestos	que	no	deban	ser	remitidos	a	la	Sala	de	Amnistía	o	a	la	Sala	de	Definición	
de	Situaciones	Jurídicas.	

f. Fijar	 las	 fechas	 y	 los	 plazos	 razonables	 para	 recibir	 los	 informes	 y	 ponerlos	 a	
disposición	 de	 las	 personas	 u	 organizaciones	 mencionadas	 en	 ellos,	 teniendo	 en	
cuenta	los	plazos	establecidos	en	el	numeral	47.	

g. (…)	
h. Una	 vez	 recibidos	 todos	 los	 informes	 establecidos	 en	 los	 apartados	 b)	 y	 c)	

describiendo	 conductas,	 los	 contrastará,	 y	 después	 de	 haber	 tenido	 en	 cuenta	 la	
versión	de	que	 trata	el	 literal	 (e),	en	caso	de	apreciar	que	existen	bases	suficientes	
para	entender	que	la	conducta	existió,	que	la	persona	mencionada	participó	y	que	la	
conducta	corresponde	a	tipos	penales	no	amnistiables,	deberá	ponerlos	a	disposición	
de	los	presuntos	responsables	para	que	por	ellos	se	tome	la	decisión	de	comparecer	
o	 no	 comparecer	 a	 efectuar	 reconocimiento	 de	 verdad	 y	 responsabilidad	 o	
comparecer	a	defenderse	de	las	imputaciones	formuladas.		
	
La	Sala	podrá	realizar	compulsa	de	copias	respecto	a	los	Informes	establecidos	en	los	
apartados	 (b)	 y	 (c)	 de	 este	 numeral	 cuando	 aprecie	 indicios	 de	 que	 los	 mismos	
contienen	 contenidos,	 acusaciones,	 conductas	 o	 denuncias	 aparentemente	 falsas	
elaboradas	dolosamente,	o	cuando	aprecie	ánimo	de	cometer	fraude	procesal	con	la	
presentación	de	 los	mismos.	Las	compulsas	de	copias	serán	remitidas	a	 los	órganos	
judiciales	 competentes	 en	 la	 jurisdicción	 ordinaria	 colombiana,	 los	 cuales	 deberán	
actuar	conforme	a	lo	de	su	competencia	aplicando	lo	establecido	en	las	leyes	penales	
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internas,	 dando	 consideración	 a	 dichos	 Informes	 de	 denuncia	 presentada	 ante	 la	
justicia	 ordinaria.	 Los	 órganos	 judiciales	 competentes	 deberán	 informar	 cada	 seis	
meses	a	la	Sala	de	reconocimiento	de	verdad,	de	responsabilidad	y	de	determinación	
de	 los	 hechos	 y	 conductas,	 el	 estado	 de	 procedimiento	 judicial	 relativo	 a	 cada	
compulsa	de	copias.		

i. (…)	
j. La	 Fiscalía	 General	 de	 la	 Nación	 o	 el	 órgano	 investigador	 de	 cualquier	 otra	

jurisdicción	 que	 opere	 en	 Colombia,	 continuarán	 adelantando	 las	 investigaciones	
hasta	el	día	en	que	 la	Sala,	una	vez	concluidas	 las	etapas	anteriormente	previstas,	-
salvo	 la	 recepción	 de	 los	 reconocimientos	 de	 verdad	 y	 responsabilidad,	 los	 cuales	
siempre	 deberán	 ser	 posteriores	 al	 recibimiento	 en	 la	 Sala	 de	 la	 totalidad	 de	
investigaciones	efectuadas	respecto	a	la	conducta	imputada-,	anuncie	públicamente	
que	en	tres	meses	presentará	al	Tribunal	para	 la	Paz	su	resolución	de	conclusiones,	
momento	 en	 el	 cual	 la	 Fiscalía	 o	 el	 órgano	 investigador	 de	 que	 se	 trate,	 deberán	
remitir	 a	 la	 Sala	 la	 totalidad	 de	 investigaciones	 que	 tenga	 sobre	 dichos	 hechos	 y	
conductas.	 Una	 vez	 adoptada	 la	 resolución,	 la	 Sala	 indicará	 respecto	 de	 cuales	
conductas	 ya	 hubo	 reconocimiento	 de	 responsabilidad	 con	 el	 fin	 de	 que	 cese	 la	
investigación	 de	 las	 mismas	 por	 la	 Fiscalía	 o	 por	 el	 órgano	 investigador	
correspondiente.,	momento	en	el	cual	 la	Fiscalía	o	el	órgano	investigador	de	que	se	
trate	 perderá	 competencias	 para	 continuar	 investigando	 hechos	 o	 conductas	
competencia	de	la	Jurisdicción	Especial	de	Paz.			
	
En	el	evento	de	que	la	Fiscalía	General	de	la	Nación	o	el	órgano	investigador	de	que	
se	trate,	identifique	un	caso	que	haya	debido	ser	objeto	del	informe	de	que	trata	el	
literal	 b)	 de	 este	 numeral,	 deberá	 remitirlo	 inmediatamente	 a	 la	 Sala	 de	
Reconocimiento.	Lo	anterior	no	obsta	para	que	 la	Fiscalía	General	de	 la	Nación	o	el	
órgano	 investigador	de	que	se	trate	continúen	 investigando	 los	hechos	y	conductas	
que	no	sean	competencia	del	componente	de	justicia	del	SIVJRNR	y	le	preste	apoyo	a	
los	órganos	del	mismo	cuando	se	le	solicite.	

k. (…)	
l. (…)	
m. Presentar	 	 resoluciones	 de	 conclusiones	 ante	 el	 Tribunal	 de	 conformidad	 con	 el	

listado	de	sanciones	que	corresponden	a	 las	 respectivas	conductas	reconocidas.	Así	
como	presentar	en	una	sola	 resolución	y	a	 la	mayor	brevedad	 las	conclusiones	que	
sobre	una	misma	persona	obren	en	 la	Sala	por	 las	diversas	conductas	de	 las	que	se	
tenga	conocimiento.	

	
• El	numeral	5.1.2.	Justicia/JEP	numeral	50	(pág.	141)	queda	así:		

“50.-	La	Sala	de	definición	de	situaciones	jurídicas	tendrá	las	siguientes	funciones:		
a. Definir	 la	 situación	 jurídica	 de	 todos	 quienes	 hayan	 accedido	 al	 componente	 de	

justicia	del	 SIVJRNR,	en	 relación	a	dos	 supuestos:	personas	que	no	 serán	objeto	de	
amnistía	o	indulto	ni	serán	incluidas	en	la	resolución	de	conclusiones,	y	personas	a	las	
que	no	habrá	de	exigírseles	responsabilidades	ante	el	Tribunal,	por	ser	merecedoras	
de	amnistía	o	indulto,	en	cuyo	caso	se	remitirá	a	la	Sala	de	Amnistía	e	Indulto.	
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b. Definir	 el	 tratamiento	 que	 se	 dará	 a	 las	 sentencias	 impuestas	 previamente	 por	 la	
justicia	 respecto	 a	 las	 personas	 objeto	 del	 componente	 de	 justicia	 conforme	 a	 los	
requisitos	 establecidos	 en	 el	 SIVJRNR	 -punto	 3.3	 del	 Acuerdo	 General-,	 incluida	 la	
extinción	 de	 responsabilidades	 por	 entenderse	 cumplida	 la	 sanción.	 La	 persona	
condenada	 en	 una	 sentencia	 proferida	 por	 la	 justicia	 ordinaria,	 podrá	 comparecer	
voluntariamente	 para	 reconocer	 verdad	 completa	 detallada	 y	 exhaustiva	 en	 los	
supuestos	que	no	deban	ser	remitidos	a	la	Sala	de	Amnistía	ni	permanecer	en	la	Sala	
de	verdad	y	reconocimiento	de	responsabilidad.	

c. (…)	
d. (…)	
e. (…)	
f. A	 petición	 del	 investigado,	 definir	 la	 situación	 jurídica	 de	 las	 personas	 que,	 sin	

pertenecer	 a	 una	 organización	 rebelde,	 tengan	 una	 investigación	 en	 curso	 por	
conductas	 que	 sean	de	 competencia	 de	 la	 Jurisdicción	 Especial	 para	 la	 Paz.	 La	 sala	
decidirá	si	es	procedente	 remitirlo	a	 la	Sala	de	amnistía	o	 indulto,	 si	es	procedente	
remitirlo	a	la	Sala	de	reconocimiento	de	verdad	y	responsabilidad,	o	si	para	definir	la	
situación	 jurídica	 es	 procedente	 renunciar	 al	 ejercicio	 de	 la	 acción	 penal	 o	
disciplinaria,	 en	 este	 último	 caso	 también	 respecto	 a	 civiles	 no	 combatientes,	 o	
aplicar	cualquier	otro	mecanismo	jurídico	según	el	caso.	También	definirá	la	situación	
jurídica	de	 aquellos	 terceros	que	 se	presenten	 voluntariamente	 a	 la	 jurisdicción	en	
los	3	años	siguientes	de	su	puesta	en	marcha	y	que	tengan	procesos	o	condenas	por	
delitos	 que	 son	 competencia	 de	 la	 JEP,	 cuando	 no	 hayan	 tenido	 una	 participación	
determinante	 en	 los	 delitos	 más	 graves	 y	 representativos.	 Una	 vez	 verificada	 la	
situación	 jurídica,	 adoptará	 las	 resoluciones	necesarias,	 entre	otras	 la	 renuncia	a	 la	
acción	 penal	 u	 otro	 tipo	 de	 terminación	 anticipada	 al	 proceso,	 siempre	 que	
contribuyan	de	manera	eficaz	a	las	medidas	del	SIVJRNR,	en	particular	la	contribución	
al	 esclarecimiento	de	 la	 verdad	en	el	marco	de	dicho	SistemaIVJRNR.	 La	 resolución	
que	defina	la	situación	jurídica	hará	tránsito	a	cosa	juzgada.	

g. (…)	
	

• En	el	numeral	5.1.2.	Justicia/	JEP	el	párrafo	6	del	numeral	52	(pág.	143)	queda	así:		
“52.-	(…)Después	de	que	el	Tribunal	para	la	Paz	haya	concluido	sus	funciones,	el	Reglamento	
de	 la	 Jurisdicción	establecerá	un	mecanismo	para	 la	 integración	de	una	Sección	del	mismo	
cuya	 función	 principal	 será	 garantizar	 la	 estabilidad	 y	 eficacia	 de	 las	 Resoluciones	 y	
Sentencias	 adoptadas	 por	 el	 componente	 de	 justicia	 del	 SIVJRNR,	 así	 como	 su	
cumplimiento”.		
	

• En	el	numeral	5.1.2.	Justicia/JEP		numeral	52	(pág.	143)	se	incluye	un	parágrafo,	así:	
Parágrafo:	La	acción	de	tutela	procederá	contra	las	acciones	u	omisiones	de	los	órganos	de	la	
Jurisdicción	 Especial	 para	 la	 Paz,	 que	 hayan	 violado,	 violen	 o	 amenacen	 los	 derechos	
fundamentales.	
	
La	acción	de	tutela	en	contra	de	las	providencias	judiciales	que	profiera	la	JEP	procederá	solo	
por	 una	 manifiesta	 vía	 de	 hecho	 o	 cuando	 la	 afectación	 del	 derecho	 fundamental	 sea	
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consecuencia	directa	por	deducirse	de	 su	parte	 resolutiva	y	 se	hubieran	agotado	 todos	 los	
recursos	al	 interior	de	 la	 Jurisdicción	Especial	para	 la	Paz,	no	existiendo	mecanismo	 idóneo	
para	reclamar	 la	protección	del	derecho	vulnerado	o	amenazado.	En	el	caso	de	violaciones	
que	se	realicen	por	afectación	al	debido	proceso,	deberá	interponerse	tras	haber	agotado	el	
recurso	procedente	ante	los	órganos	de	la	JEP.	
	
La	 petición	 de	 acción	 de	 tutela	 deberá	 ser	 presentada	 ante	 el	 Tribunal	 para	 La	 Paz,	 único	
competente	 para	 conocer	 de	 ellas.	 La	 primera	 instancia	 será	 decidida	 por	 la	 Sección	 de	
Revisión.	La	segunda	por	la	Sección	de	Apelaciones.	El	fallo	de	tutela	podrá	ser	revisado	por	
la	Corte	Constitucional	de	conformidad	con	las	siguientes	reglas:	
	
La	 decisión	 sobre	 la	 selección	 del	 fallo	 a	 revisar	 en	 tutela	 será	 adoptada	 por	 una	 sala	
conformada	 por	 dos	 magistrados	 de	 la	 Corte	 Constitucional	 escogidos	 por	 sorteo	 y	 dos	
magistrados	 de	 la	 Jurisdicción	 Especial	 para	 la	 Paz.	 El	 fallo	 será	 seleccionado	 si	 los	 cuatro	
magistrados	votan	en	favor	de	la	selección.	
	
Las	 sentencias	 de	 revisión	 serán	 proferidas	 por	 la	 Sala	 Plena	 de	 la	 Corte	 Constitucional.	 Si	
esta	 encuentra	 que	 el	 derecho	 invocado	ha	 sido	 vulnerado,	 así	 lo	 declarará	 precisando	 en	
que	consiste	la	violación,	sin	anular,	invalidar	o	dejar	sin	efectos	la	decisión	del	órgano	de	la	
Jurisdicción	Especial	para	la	Paz	ni	tampoco	excluirse	los	hechos	y	conductas	analizados	en	la	
acción	de	tutela	de	la	competencia	de	la	Jurisdicción	Especial	para	la	Paz.	La	sentencia	será	
remitida	al	Tribunal	para	la	Paz	para	que	adopte	la	decisión	que	corresponda	respetando	el	
derecho	 amparado.	 La	 providencia,	 resolución	 o	 acto	 del	 órgano	 de	 la	 JEP	 expedido	 en	
cumplimento	de	 la	 sentencia	de	 la	Corte	Constitucional	no	podrá	 ser	objeto	de	una	nueva	
acción	de	tutela.	
	

• El	numeral	5.1.2.	Justicia/JEP	numeral	54	(pág.	144)	queda	así:		
“54.-	 La	 Sección	 de	 primera	 instancia	 del	 Tribunal	 para	 la	 Paz	 para	 casos	 de	 ausencia	 de	
reconocimiento	de	verdad	y	responsabilidad,	tendrá	las	siguientes	funciones:	
a. Someter	a	la	persona	a	juicio	contradictorio	y	en	su	caso	sancionarla	o	absolverla.	La	

Sección	podrá	acordar	que	el	juicio	contradictorio	se	efectúe	en	Audiencia	Pública	en	
presencia	de	las	organizaciones	de	víctimas.	

b. (…)	
c. (…)	
d. Al	adoptar	las	decisiones	el	Tribunal	procurará	inscribir	las	conductas	en	el	contexto	

del	 conflicto	 armado.	 Sin	 perjuicio	 de	 las	 competencias	 del	 Consejo	 de	 Estado	 en	
materia	 de	 reparación	 monetaria,	 puede	 establecer	 obligaciones	 reparadoras	
simbólicas	 Puede	 establecer	 obligaciones	 simbólicas	 o	 reparadoras	 al	 Estado	 y	
organizaciones	 respetando	 el	 debido	 proceso	 y	 siempre	 que	 la	 organización	 o	 el	
Estado	haya	omitido	procedimientos	efectivos	para	prevenir	la	conducta	sancionable.	
Además	 podrá	 fijar	 garantías	 de	 no	 repetición	 como	 ya	 vienen	 haciendo	 tanto	 el	
derecho	 nacional	 como	 el	 derecho	 internacional,	 y	 siempre	 conforme	 a	 lo	
establecido	en	el	Acuerdo	Final.	

e. (…)	
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f. (…)	
g. (…)	

	
• El	numeral	5.1.2.	Justicia/JEP	numeral	58	(pág.	145)	queda	así:		

“58.-		La	Sección	de	revisión	del	Tribunal	para	la	paz	tendrá	las	siguientes	funciones:	
a. (…)	
b. A	 petición	 del	 condenado,	 revisar	 las	 sentencias	 proferidas	 por	 la	 justicia	 por	

variación	de	 la	calificación	 jurídica	conforme	a	 lo	establecido	en	el	numeral	19,	por	
aparición	de	nuevos	hechos	que	no	pudieron	ser	tenidos	en	cuenta	con	anterioridad,	
o	cuando	surjan	pruebas	no	conocidas	o	sobrevinientes	no	conocidas	al	tiempo	de	la	
condena,	 todo	 lo	 anterior	 por	 error	 sobre	 el	 hecho	 o	 por	 error	 manifiesto	 en	 su	
calificación	jurídica,		por	conductas	cometidas	con	ocasión	del	conflicto	y	en	relación	
con	 este,	 o	 con	 la	 protesta	 social,	 siempre	 que	 se	 cumplan	 las	 condiciones	 del	
Sistema.	
	
La	revisión	por	la	Jurisdicción	Especial	para	la	Paz	de	las	sentencias	proferidas	por	la	
justicia	 no	 tendrá	 nunca	 como	 consecuencia	 la	 exigencia	 de	 responsabilidad	 de	
ningún	tipo	a	los	jueces	que	las	hubieran	proferido	como	consecuencia	del	contenido	
de	las	mismas.	
	
La	Corte	 Suprema	de	 Justicia	 será	 la	 competente	para	 la	 revisión	de	 las	 sentencias	
que	 haya	 proferido.	Únicamente	 para	 quienes	 hubieran	 sido	 condenados	 teniendo	
en	cuenta	la	definición	de	quienes	son	combatientes	según	el	DIH,	podrá	solicitarse	
la	revisión	de	las	anteriores	sentencias	ante	la	Sección	de	Revisión	de	la	JEP.	
	

c. (…)	
d. Excepcionalmente,	 revisar	 las	 resoluciones	 o	 sentencias	 impuestas	 por	 el	

componente	de	 justicia,	cuando	haya	mérito	para	ello	por	 las	causales	establecidas	
en	 las	 normas	 de	 desarrollo	 del	 componente	 de	 justicia	 del	 SIVJRNR,	 siempre	 que	
dicha	revisión	no	suponga	agravar	la	situación	del	sancionado.		

e. (…)	
f. (…)	
g. (…)	
	

• El	numeral	5.1.2.	Justicia/JEP	numeral	59	(pág.	146)	se	incluye	un	párrafo	así:		
“59.-	 Respecto	 a	 la	 responsabilidad	de	 los	 integrantes	de	 las	 FARC-EP	 se	 tendrá	 en	 cuenta	
como	 referente	 jurídico	el	Derecho	 Internacional	Humanitario,	el	Derecho	 Internacional	de	
los	 Derechos	 Humanos	 y	 el	 Derecho	 Internacional	 Penal.	 El	 componente	 de	 justicia	 del	
SIVJRNR	 tendrá	 en	 cuenta	 la	 relevancia	 de	 las	 decisiones	 tomadas	 por	 la	 anterior	
organización	que	sean	pertinentes	para	analizar	las	responsabilidades.	La	responsabilidad	de	
los	mandos	de	las	FARC-EP	por	los	actos	de	sus	subordinados	deberá	fundarse	en	el	control	
efectivo	 de	 la	 respectiva	 conducta,	 en	 el	 conocimiento	 basado	 en	 la	 información	 a	 su	
disposición	antes,	durante	y	después	de	la	realización	de	la	respectiva	conducta,	así	como	en	
los	 medios	 a	 su	 alcance	 para	 prevenirla,	 y	 de	 haber	 ocurrido	 adoptar	 las	 decisiones	
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correspondientes.	 La	 responsabilidad	 del	 mando	 no	 podrá	 fundarse	 exclusivamente	 en	 el	
rango	o	la	jerarquía.	
	
Se	entiende	por	control	efectivo	de	la	respectiva	conducta,	la	posibilidad	real	que	el	superior	
tenía	 de	 haber	 ejercido	 un	 control	 apropiado	 sobre	 sus	 subalternos,	 en	 relación	 con	 la	
ejecución	de	la	conducta	delictiva,	tal	y	como	indica	el	artículo	28	del	Estatuto	de	Roma.	
	

• El	numeral	5.1.2.	Justicia/JEP	numeral	60	segundo	párrafo	(pág.	146)	de	la	JEP	queda	así:		
	
“Las	 sanciones	 propias	 de	 la	 JEP,	 que	 se	 impondrán	 a	 quienes	 reconozcan	 verdad	 y	
responsabilidad	ante	 la	Sala	de	Reconocimiento,	respecto	a	determinadas	 infracciones	muy	
graves,	 tendrán	 un	 mínimo	 de	 duración	 de	 cumplimiento	 de	 las	 funciones	 reparadoras	 y	
restauradoras	de	la	sanción	de	cinco	años	y	un	máximo	de	ocho	años.	El	periodo	máximo	de	
cumplimiento	de	sanciones	propias,	por	la	totalidad	de	las	sanciones	impuestas,	incluidos	los	
concursos	de	delitos,	será	de	ocho	años.	Comprenderán	restricciones	efectivas	de	libertades	
y	derechos,	tales	como	la	libertad	de	residencia	y	movimiento,	que	sean	necesarias	para	su	
ejecución,	y	además	deberán	garantizar	la	no	repetición”.	
(…)	
	

• El	numeral	5.1.2.	Justicia/JEP	numeral	60	entre	el	tercer	y	cuarto	párrafo	(pág.	146)	de	la	JEP	
se	incluye	un	párrafo	así:		
	
Los	magistrados	deberán	aplicar	los	siguientes	criterios:	
a) Fijarán	de	 forma	concreta	 los	espacios	 territoriales	donde	 se	ubicarán	 los	 sancionados	

durante	los	periodos	horarios	de	ejecución	y	cumplimiento	de	las	sanciones	propias	del	
Sistema,	 que	 tendrán	 un	 tamaño	 máximo	 equivalente	 al	 de	 las	 Zonas	 Veredales	
Transitorias	de	Normalización.	

b) Fijarán	los	horarios	de	cumplimento	de	las	sanciones	restaurativas.		
c) Durante	los	periodos	horarios	de	ejecución	de	la	sanción,	cualquier	desplazamiento	del	

sancionado	para	atender	actuaciones	diferentes	al	 cumplimento	de	 la	 sanción,	deberá	
ser	autorizado	por	la	Sección	de	Primera	Instancia	del	Tribunal	para	la	Paz.	

d) En	 la	 sentencia	 se	 determinará	 el	 lugar	 de	 residencia	 de	 la	 persona	 que	 ejecutará	 la	
sanción	acordada,	durante	el	período	de	su	ejecución.		

e) Si	 durante	 el	 periodo	 de	 cumplimiento	 de	 la	 sanción	 se	 impusiera	 la	 realización	 de	
distintos	proyectos,	el	 Tribunal	 irá	determinando	en	cada	caso	 los	distintos	 lugares	de	
residencia	del	sancionado.	

f) El	 cumplimiento	 de	 estas	 sanciones	 será	 compatible	 con	 el	 cumplimiento	 por	 los	
sancionados	de	otras	tareas	u	obligaciones	derivadas	del	Acuerdo	Final	de	Paz.	

g) Indicarán	al	órgano	que	verifique	el	cumplimiento	de	las	sanciones	la	periodicidad	con	la	
que	deberá	rendirle	informes	sobre	la	ejecución	de	la	sanción.	

	
• El	numeral	5.1.2.	Justicia/JEP	numeral	60	(pág.	146)	párrafos	5,	6,	7	y	9	de	la	JEP	quedan	así:	

Las	 sanciones	 alternativas	 para	 infracciones	 muy	 graves	 que	 se	 impondrán	 a	 quienes	
reconozcan	verdad	y	responsabilidad	ante	la	Sección	de	enjuiciamiento,	antes	de	Sentencia,	
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tendrán	una	función	esencialmente	retributiva	de	pena	privativa	de	la	libertad	de	5	a	8	años.	
El	 periodo	 máximo	 de	 cumplimiento	 de	 sanciones	 alternativas,	 por	 la	 totalidad	 de	 las	
sanciones	impuestas,	incluidos	los	concursos	de	delitos,	será	de	8	años.	
	
Para	 los	 anteriores	 supuestos,	 las	 normas	 de	 desarrollo	 determinarán	 de	 qué	 manera	 se	
graduarán	 las	sanciones	y	en	cuáles	casos	corresponden	sanciones	 inferiores	a	 los	5	años	a	
quienes	 no	 hayan	 tenido	 una	 participación	 determinante	 en	 las	 conductas	 más	 graves	 y	
representativas,	aun	 interviniendo	en	ellas.	En	este	caso	el	mínimo	de	sanción	será	de	dos	
años	 y	 el	 máximo	 de	 5	 años,	 por	 la	 totalidad	 de	 las	 sanciones	 impuestas,	 incluidos	 los	
concursos	de	delitos.	
	
Las	 sanciones	 ordinarias	 que	 se	 impondrán	 cuando	 no	 exista	 reconocimiento	 de	 verdad	 y	
responsabilidad,	 cumplirán	 las	 funciones	 previstas	 en	 las	 normas	 penales,	 sin	 perjuicio	 de	
que	se	obtengan	redenciones	en	la	privación	de	libertad,	siempre	y	cuando	el	condenado	se	
comprometa	a	contribuir	con	su	resocialización	a	 través	del	 trabajo,	capacitación	o	estudio	
durante	el	tiempo	que	permanezca	privado	de	libertad.	En	todo	caso	la	privación	efectiva	de	
libertad	no	será	 inferior	a	15	años	ni	 superior	a	20	en	el	caso	de	conductas	muy	graves.	El	
periodo	máximo	de	cumplimiento	de	sanciones	ordinarias,	por	la	totalidad	de	las	sanciones	
impuestas,	incluidos	los	concursos	de	delitos,	será	de	20	años.		
	
Las	denominadas	sanciones	alternativas	y	ordinarias,	sí	 incluirán	privaciones	efectivas	de	 la	
libertad	como	cárcel	o	prisión	y/o	cualquier	medida	de	aseguramiento.	
	
Respecto	a	la	ejecución	de	las	sanciones,	en	el	caso	de	los	agentes	del	Estado	se	aplicará	el	
fuero	carcelario	que	les	corresponda	atendiendo	a	su	condición	de	civiles	o	integrantes	de	la	
Fuerza	Pública,	 sujeto	al	monitoreo	propio	de	este	 sistema.	 Las	 configuración	definitiva	de	
sanciones	 propias	 del	 sistema	 aplicables	 a	 los	 agentes	 del	 Estado,	 serán	 decididas	 por	 el	
Estado	 antes	 de	 la	 firma	 del	 Acuerdo	 Final	 de	 Paz,	 respetando	 lo	 ya	 establecido	 en	 la	 JEP	
respecto	a	las	sanciones	propias,	alternativas	y	ordinarias.	

	
• El	numeral	5.1.2.	Justicia/JEP	numeral	60	(pág.	146)	de	la	JEP	se	incluye	un	último	párrafo	así:	

“Respecto	a	los	integrantes	de	la	organización	que	suscriba	acuerdo	de	paz	con	el	Gobierno,	
el	periodo	de	permanencia	en	las	Zonas	Veredales	Transitorias	de	Normalización	(ZVTN),	será	
considerado	en	su	caso	como	tiempo	de	cumplimiento	de	 la	sanción,	siempre	que	durante	
dicha	 permanencia	 se	 hubieran	 realizado	 trabajos	 u	 obras,	 o	 actividades	 con	 contenido	
reparador.	Una	vez	finalizado	el	periodo	de	permanencia	en	las	ZVTN,	los	trabajos	u	obras	o	
actividades	 con	 contenido	 reparador	 que	 se	 realicen	 por	 personas	 a	 disposición	 de	 la	
Jurisdicción	Especial	para	la	Paz,	también	serán	consideradas	como	tiempo	de	cumplimiento	
de	 la	 sanción	 que	 pudiera	 imponérseles,	 siempre	 y	 cuando	 dichos	 trabajos,	 obras	 o	
actividades	 se	 realicen	en	una	ubicación	 territorial	perfectamente	definida	 y	 verificable.	 La	
verificación	de	 lo	 indicado	en	este	parágrafo	 se	 efectuará	por	 el	 Secretario	 Ejecutivo	de	 la	
JEP,	quien	podrá	pedir	 la	colaboración	de	 la	Oficina	del	Alto	Ccomisionado	de	 las	Naciones	
Unidas	 para	 los	 Derechos	 Humanos	 en	 Colombia,	 y	 una	 vez	 constituida	 la	 Jurisdicción	
Especial	para	la	Paz,	por	el	Tribunal	para	la	Paz”.	
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• El	numeral	5.1.2.	Justicia/JEP	numeral	62	(pág.	148)	queda	así:		

“62.-	 El	 mecanismo	 internacional	 que	 apoye	 al	 Tribunal	 para	 la	 Paz	 en	 las	 tareas	 de	
verificación	 del	 cumplimiento	 de	 las	 sanciones	 previsto	 en	 el	 numeral	 53	 d),	 será	 un	
componente	 específico	 de	 la	 Misión	 Política	 de	 verificación	 de	 las	 Naciones	 Unidas	 que	
entrará	en	funcionamiento	una	vez	concluidas	las	funciones	de	la	Misión	de	Naciones	Unidas	
encargada	de	verificar	el	 cese	al	 fuego	bilateral	y	definitivo,	en	coordinación	con	 la	Oficina	
del	Alto	Comisionado	de	Naciones	Unidas	para	los	Derechos	Humanos	en	Colombia.	
	
Los	 lugares	 donde	 serán	 ejecutadas	 las	 sanciones	 también	 estarán	 sujetos	 al	 monitoreo	
propio	del	Sistema,	así	como	a	un	régimen	de	seguridad	y	vigilancia	que	garantice	la	vida	e	
integridad	física	de	los	sancionados.		
	
Los	 desplazamientos	 para	 realizar	 actividades	 acordes	 con	 el	 cumplimiento	 de	 la	 sanción	
serán	monitoreados	por	el	anterior	mecanismo,	el	cual	también	otorgará	 las	autorizaciones	
para	 los	 desplazamientos	 que	 no	 estén	 relacionados	 con	 el	 cumplimiento	 de	 la	 sanción	
cuando	 dichos	 desplazamientos	 no	 estén	 expresamente	 autorizados	 en	 la	 sentencia,	 sin	
perjuicio	de	las	competencias	de	la	Sección	de	Primera	Instancia	del	Tribunal	para	la	Paz.		
	
Dentro	 del	 componente	 de	 justicia	 del	 SIVJRNR	 se	 creará	 un	 órgano	 que	 verifique	 el	
cumplimiento	de	las	sanciones.	Dicho	órgano	también	otorgará	las	autorizaciones	necesarias	
para	desplazamientos	que	no	sean	compatibles	con	el	cumplimiento	de	la	sanción.		
	

• El	numeral	5.1.2.	Justicia/JEP	numeral	63	(pág.	148)	queda	así:		
63.-	 Las	 personas	 que	 sin	 formar	 parte	 de	 las	 organizaciones	 o	 grupos	 armados	 hayan	
contribuido	de	manera	directa	o	indirecta	a	la	comisión	de	delitos	en	el	marco	del	conflicto,	
podrán	 acogerse	 a	 los	 mecanismos	 de	 justicia,	 sin	 perjuicio	 de	 lo	 establecido	 en	 los	
numerales	32,	48.	t)	y	58.	e)	en	el	numeral	48.	t)	de	este	documento,	y	recibir	el	tratamiento	
especial	que	 las	normas	determinen	siempre	que	cumplan	con	 las	condiciones	establecidas	
de	contribución	a	la	verdad,	reparación	y	no	repetición	
	

• El	numeral	5.1.2.	Justicia/JEP	el	articulo	65	(pág.	148)	queda	así:		
“65.-	 El	 Tribunal	para	 la	Paz	estará	 integrado	por	magistrados	 colombianos.	 Lo	anterior	no	
obsta	para	que	 las	personas	sometidas	a	su	Jurisdicción	soliciten	que	 la	Sección	que	vaya	a	
conocer	 su	caso	se	 integre	por	3	magistrados	colombianos	y	 	 conformado	por	magistrados	
colombianos	 en	 secciones	 de	 5	 integrantes.	 Excepcionalmente,	 a	 solicitud	 de	 las	 personas	
sometidas	 a	 su	 jurisdicción	 o	 de	 oficio,	 la	 Sección	 que	 vaya	 a	 conocer	 el	 caso	 pedirá	 la	
intervención,	 como	amicus	 curiae,	 de	 hasta	 2	 juristas	 extranjeros	 de	 reconocido	 prestigio.	
Deberán	 elegirse	 20	 magistrados	 colombianos	 titulares,	 y	 además	 4	 juristas	 extranjeros	 2	
extranjeros	que	actuarán	en	las	Secciones	en	caso	de	ser	solicitados.	Estos	últimos	actuarán	
con	la	única	finalidad	de	aportar	un	concepto	o	amicus	curiae	sobre	la	materia	del	caso	bajo	
estudio,	 con	 el	 fin	 de	 obtener	 elementos	 de	 juicio	 o	 informaciones	 relevantes	 al	 caso.	
Cuando	 se	 requiera	 la	 intervención	 de	 los	 juristas	 extranjeros,	 estos	 participaran	 en	 los	
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debates	 de	 la	 Sección	 en	 la	 que	 se	 hubiera	 requerido	 su	 intervención,	 en	 las	 mismas	
condiciones	que	los	magistrados	pero	sin	derecho	de	voto.	
	
Todos	 ellos	 deberán	 estar	 altamente	 calificados	 y	 deberá	 incluirse	 expertos	 en	 distintas	
ramas	del	Derecho,	con	énfasis	en	conocimiento	del	DIH,	Derechos	Humanos	o	resolución	de	
conflictos.	El	Tribunal	deberá	ser	conformado	con	criterios	de	participación	equitativa	entre	
hombres	 y	 mujeres	 equidad	 de	 género	 y	 respeto	 a	 la	 diversidad	 étnica	 y	 cultural,	 y	 será	
elegido	mediante	un	proceso	de	selección	que	de	confianza	a	la	sociedad	colombiana	y	a	los	
distintos	sectores	que	la	conforman.	
	
Para	ser	elegido	Magistrado	del	Tribunal	para	la	Paz	deberán	reunirse	los	mismos	requisitos	
que	para	 ser	magistrado	de	 la	Corte	Constitucional,	de	 la	Corte	Suprema	o	del	Consejo	de	
Estado	de	Colombia,	salvo	la	nacionalidad	colombiana	para	los	extranjeros.	En	ningún	caso	se	
aplicará	un	sistema	de	carrera.		
	
Se	 podrá	 disponer	 de	 un	 número	 adicional	 de	magistrados	 suplentes	 de	 hasta	 3	más	 por	
Sección,	a	disposición	del	Tribunal	por	si	fuera	requerida	su	intervención	para	sustituir	a	los	
magistrados	 titulares	o	para	reforzar	el	 funcionamiento	de	dichas	Secciones,	a	 juicio	de	 los	
órganos	de	gobierno	de	la	Jurisdicción	Especial	para	la	Paz.		
	
A	los	magistrados	de	la	Jurisdicción	Especial	para	la	Paz	les	serán	de	aplicación	las	causales	de	
impedimento	 del	 artículo	 56	 de	 la	 Ley	 906	 de	 2004,	 o	 la	 norma	 que	 en	 el	 futuro	 la	
reemplazara.	
	
En	 el	 supuesto	 de	 incrementarse	 el	 número	 de	 magistrados,	 se	 aumentará	
proporcionalmente	el	número	de	magistrados	extranjeros.	
	
No	podrán	ser	elegidos	magistrados	 las	personas	que	hayan	 intervenido	en	 la	redacción	de	
este	documento.	

	
• El	numeral	5.1.2.	Justicia/JEP	numeral	66	(pág.	149)	queda	así:		

“66.-	Cada	Sala	estará	compuesta	por	un	mínimo	de	6	magistrados	colombianos	altamente	
calificados	 y	 deberá	 incluir	 expertos	 en	 distintas	 ramas	 del	 Derecho,	 con	 énfasis	 en	
conocimiento	del	DIH,	Derechos	Humanos	o	resolución	de	conflictos.	Deberá	ser	conformada	
con	 criterios	 de	 participación	 equitativa	 entre	 hombres	 y	 mujeres	 equidad	 de	 género	 y	
respeto	a	la	diversidad	étnica	y	cultural,	y	será	elegida	mediante	un	proceso	de	selección	que	
de	confianza	a	la	sociedad	colombiana	y	a	los	distintos	sectores	que	la	conforman.	
	
Excepcionalmente,	a	solicitud	de	las	personas	sometidas	a	su	jurisdicción	o	de	oficio,	la	Sala	
que	vaya	a	 conocer	el	 caso	pedirá	 la	 intervención,	 como	amicus	 curiae,	 de	hasta	2	 juristas	
extranjeros	de	reconocido	prestigio,	con	el	fin	de	emitir	un	concepto	o	amicus	curiae	sobre	la	
materia	 del	 caso	 bajo	 estudio,	 con	 el	 fin	 de	 obtener	 elementos	 de	 juicio	 o	 informaciones	
relevantes	 al	 caso.	 Cuando	 se	 requiera	 la	 intervención	 de	 los	 juristas	 extranjeros,	 estos	
participaran	en	los	debates	de	la	Sala	en	la	que	se	hubiera	requerido	su	intervención,	en	las	
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mismas	condiciones	que	los	magistrados	pero	sin	derecho	de	voto.	Se	podrá	disponer	de	un	
número	adicional	de	magistrados	suplentes	de	hasta	3	más	a	disposición	de	cada	Sala,	por	si	
fuera	 requerida	 su	 intervención	para	 sustituir	 a	 los	magistrados	 titulares	o	para	 reforzar	el	
funcionamiento	de	dichas	Salas,	a	juicio	de	los	órganos	de	gobierno	de	la	Jurisdicción	Especial	
para	la	Paz.		
	
Para	 ser	 elegido	Magistrado	 de	 Sala	 deberán	 reunirse	 los	mismos	 requisitos	 que	 para	 ser	
magistrado	de	Tribunal	Superior	de	distrito	judicial.	En	ningún	caso	se	aplicará	un	sistema	de	
carrera.	
	
Los	magistrados	de	Sala	y	los	que	integren	el	Tribunal	para	la	Paz	estarán	sometidos	al	mismo	
régimen	disciplinario	que	el	previsto	por	las	leyes	colombianas	para	jueces	y	magistrados.	La	
adopción	de	medidas	disciplinarias,	así	como	su	aplicación	y	verificación,	será	realizada	por	
una	comisión	integrada	por	un	magistrado	de	cada	Sala	y	un	magistrado	de	cada	sección	del	
Tribunal	para	 la	Paz,	elegida	conforme	a	 lo	 indicado	en	el	Reglamento	de	funcionamiento	y	
organización	de	 la	 Jurisdicción,	 siempre	 sin	 la	 participación	del	magistrado	 afectado	por	 la	
solicitud	de	aplicación	del	régimen	disciplinario.	
	
Los	 magistrados	 de	 Sala	 y	 los	 que	 integren	 el	 Tribunal	 para	 la	 Paz	 estarán	 sometidos	 al	
régimen	especial	penal	previsto	por	 las	 leyes	colombianas	para	 los	magistrados	de	 la	Corte	
Suprema	de	Justicia,	salvo	por	el	contenido	de	sus	decisiones	
	
Respecto	 a	 la	 nacionalidad	 de	 los	 magistrados	 podrá	 haber	 hasta	 dos	 magistrados	
extranjeros	por	Sala,	a	solicitud	del	compareciente.	

• El	numeral	5.1.2.	Justicia/JEP	numeral	67	(pág.	149)	queda	así:	
“67.-	 La	 Unidad	 de	 Investigación	 y	 Acusación	 será	 integrada	 por	 un	 número	 suficiente	 de	
profesionales	del	Derecho	altamente	 calificados	en	materia	de	 investigación	y	acusación,	 y	
deberá	 incluir	 expertos	 en	 distintas	 ramas	 del	 Derecho,	 con	 énfasis	 en	 conocimiento	 del	
Derecho	 Internacional	Humanitario	y	Derechos	Humanos.	Deberá	contar	 con	un	equipo	de	
investigación	 técnico	 forense,	 que	 podrá	 tener	 apoyo	 internacional,	 especialmente	 en	
materia	 de	 exhumación	 e	 identificación	 de	 restos	 de	 personas	 desaparecidas.	 Será	
conformada	 con	 criterios	 de	 participación	 equitativa	 entre	 hombres	 y	mujeres	equidad	 de	
género	 y	 y	 respeto	 a	 la	 diversidad	 étnica	 y	 cultural,	 y	 los	 integrantes	 serán	 escogidos	
mediante	un	proceso	de	selección	que	de	confianza	a	la	sociedad	colombiana	y	a	los	distintos	
sectores	que	la	conforman.	
	
La	Unidad	 contará	 con	 un	 equipo	 de	 investigación	 especial	 para	 casos	 de	 violencia	 sexual.	
Para	los	hechos	de	violencia	sexual	se	atenderán	las	disposiciones	especiales	sobre	práctica	
de	pruebas	en	la	materia	incluidas	en	el	Estatuto	de	Roma.	
	
La	 Unidad	 podrá	 solicitar	 a	 otros	 órganos	 competentes	 del	 Estado	 o	 a	 organizaciones	 de	
derechos	humanos	y	de	víctimas,	que	 informen	 respecto	de	hechos	 sobre	 los	 cuales	no	 se	
cuente	 con	 información	 suficiente.	 En	 el	 marco	 de	 sus	 funciones	 y	 competencias,	 podrá	
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solicitar	 la	colaboración	que	entienda	necesaria	a	 la	Fiscalía	General	de	 la	Nación,	así	como	
establecer	acuerdos	de	cooperación	con	esta.	
Antes	 de	 la	 firma	 del	 acuerdo,	 las	 partes	 decidirán	 el	 número	 y	 nacionalidad	 de	 los	
integrantes	de	esta	Unidad.	
	

• El	numeral	5.1.2.	Justicia/JEP	numeral	68	(pág.	149)	queda	así:		
“68.-	 Las	 partes	 establecerán	 de	mutuo	 acuerdo	 y	 antes	 de	 la	 firma	 del	 acuerdo	 final,	 los	
criterios	 y	 mecanismos	 de	 selección	 y	 nombramiento	 de	 los	 Magistrados	 de	 Salas	 y	
Secciones,	 los	 juristas	 extranjeros	 que	 actuarán	 como	 amicus	 curiae,	 los	 integrantes	 de	 la	
Unidad	de	Investigación	y	Acusación	y	de	la	Secretaría	Ejecutiva,	no	pudiendo	ser	elegidos	los	
anteriores	 directamente	 por	 las	 partes	 en	 la	 Mesa	 de	 Conversaciones.	 El	 mecanismo	 de	
escogencia	que	se	establezca	designará	un	Presidente	o	Presidenta	 inicial	de	 la	 Jurisdicción	
Especial	para	 la	Paz,	un	Director	o	Directora	de	 la	Unidad	de	 Investigación	y	Acusación	y	el	
Secretario	o	Secretaria	ejecutiva,	debiendo	contemplar	el	reglamento	de	dicha	jurisdicción	el	
periodo	 de	 desempeño	 de	 los	 anteriores	 cargos	 y	 el	 procedimiento	 de	 elección	 de	 los	
sucesivos	Presidentes	o	Presidentas,	Directores	o	Directoras	y	Secretarios	o	Secretarias”.	
	

• En	el	numeral	5.1.2.	Justicia/JEP	numeral	69	(pág.	149)	queda	así:	
“69.-	Los	Magistrados	de	las	Salas	de	Justicia	y	del	Tribunal	Especial	para	la	Paz	y	los	fiscales	
integrantes	de	 la	Unidad	de	 Investigación	y	Acusación,	podrán	acceder	a	 los	documentos	y	
fuentes	 de	 investigación	 conforme	 a	 lo	 establecido	 en	 las	 leyes	 colombianas	 que	 en	 cada	
momento	 regulen	 el	 acceso	 a	 documentos	 y	 fuentes	 de	 investigación	 para	 magistrados,	
jueces	y	fiscales	de	la	República.	El	Secretario	Ejecutivo	de	la	Jurisdicción	Especial	para	la	Paz	
podrá	adoptar	medidas	cautelares	anticipadas	a	la	entrada	en	funcionamiento	de	la	totalidad	
de	las	Salas	y	Secciones	de	esta	Jurisdicción,	para	preservar	documentos	relacionados	con	el	
conflicto	que	se	contengan	en	archivos	públicos	o	privados,	conforme	a	lo	establecido	en	las	
leyes	colombianas”.	
	

• El	capítulo	de	“Listado	de	Sanciones”	el	párrafo	1,	2	y	numerales	(pág.	151),	quedan	así:		
En	el	presente	 listado	se	describen	 las	 sanciones	que	podrán	ser	 impuestas	por	el	Tribunal	
para	la	Paz.	Este	listado	será	complementado	en	una	etapa	posterior.		
	
Conforme	 al	 documento	 Jurisdicción	 Especial	 para	 la	 Paz,	 en	 especial	 lo	 indicado	 en	 sus	
numerales	60	al	63,	se	establece	el	presente	listado	de	sanciones	teniendo	en	cuenta:	
	
1.	 El	grado	de	verdad	otorgado	por	la	persona	
2.	 La	gravedad	de	la	conducta	sancionada	
3.	 El	 nivel	 de	 participación	 y	 responsabilidad,	 las	 circunstancias	 de	 mayor	 y	 menor	

punibilidad,	y	
4.	 Los	compromisos	en	materia	de	reparación	a	las	víctimas	y	garantías	de	no	repetición.	
	
(…)	

	
Reparación		
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• El	numeral	5.1.3.3.3.	Planes	nacionales	de	reparación	colectiva	el	primer	párrafo	(pág.	160),	

queda	así: 	
“En	 el	 marco	 del	 fin	 del	 conflicto	 el	 Gobierno	 Nacional,	 en	 desarrollo	 de	 este	 Acuerdo,	
fortalecerá	los	Planes	nacionales	de	reparación	colectiva,	que	tendrán	un	enfoque	de	género	
y	 estarán	 dirigidos	 a	 colectivos	 constituidos	 en	 grupos,	 organizaciones,	 incluidas	 las	
organizaciones	 de	 mujeres,	 gremios	 económicos,	 sindicatos,	 organizaciones	 de	 derechos	
humanos,	 partidos	 y	 movimientos	 políticos	 y	 sociales,	 en	 particular	 los	 de	 oposición,	
organizaciones	 del	 sector	 religioso,	 entre	 otros,	 con	 el	 fin	 de	 reconocer	 las	 especiales	
características	 de	 su	 victimización,	 recuperar	 su	 identidad	 y	 su	 potencial	 organizativo,	 y	
reconstruir	sus	capacidades	para	incidir	en	el	desarrollo	de	políticas	locales	y	nacionales	en	el	
marco	 de	 la	 legalidad.	 Estos	 planes	 deberán	 contribuir,	 también,	 a	 la	 convivencia,	 la	 no	
repetición	y	la	reconciliación”.	

	
• En	el	punto	5.1.3.4.2	se	incluye	un	ultimo	bullet	(pág.	161)		así:	

“Estrategias	 para	 la	 reconstrucción	 de	 los	 vínculos	 familiares	 afectados	 con	 ocasión	 del	
conflicto	que,	respetando	las	especificidades	religiosas,	étnicas	y	culturales	y	bajo	el	principio	
de	la	no	discriminación,	busquen	que	las	víctimas	recuperen	su	entorno	y	sus	lazos	de	afecto,	
solidaridad,	respeto	y	asistencia”.	
	

• En	el	punto	5.1.3.7.	“Adecuación	y	fortalecimiento	participativo	de	 la	Política	de	atención	y	
reparación	integral	a	víctimas	en	el	marco	del	fin	del	conflicto	y	contribución	a	la	reparación	
material	de	las	víctimas”	(pág.	165)	al	final	se	incluyen	los	siguientes	párrafos	así:		
	
“Por	 su	 parte,	 en	 el	 marco	 del	 fin	 del	 conflicto	 y	 dentro	 de	 los	 parámetros	 del	 Sistema	
Integral	 de	 Verdad,	 Justicia,	 Reparación	 y	 No	 Repetición,	 las	 FARC-EP	 como	 organización	
insurgente	 que	 actuó	 en	 el	 marco	 de	 la	 rebelión,	 se	 comprometen	 a	 contribuir	 a	 la	
reparación	material	de	las	víctimas	y	en	general	a	su	reparación	integral,	sobre	la	base	de	los	
hechos	que	identifique	la	Jurisdicción	Especial	para	la	Paz.		
	
Durante	 el	 tiempo	 que	 las	 FARC-EP	 permanezcan	 en	 las	 Zonas	 Veredales	 Transitorias	 de	
Normalización	 en	 el	 proceso	 de	 Dejación	 de	 Armas,	 representantes	 autorizados	 de	 esta	
organización	 acordarán	 con	 representantes	 del	 Gobierno	 Nacional	 los	 procedimientos	 y	
protocolos	 para	 inventariar	 todo	 tipo	de	bienes	 y	 activos	 incluidos	 en	 lo	 que	 se	 ha	 venido	
denominando	recursos	para	la	guerra	e	informar	sobre	los	mismos,	todo	ello	conforme	a	lo	
establecido	en	el	punto	3.1.1.3	“Suministro	de	Información”	del	Acuerdo	de	Cese	al	fuego	y	
de	hostilidades	bilateral	y	definitivo	y		Dejación	de	Armas.	
	
Conforme	a	lo	establecido	en	este	Acuerdo,	las	FARC-EP	procederán	a	la	reparación	material	
de	las	víctimas,	con	los	bienes	y	activos	antes	mencionados,		en	el	marco	de	las	medidas	de	
reparación	 integral,	 observando	 los	 criterios	 establecidos	 por	 la	 jurisprudencia	 de	 la	 Corte	
Constitucional	respecto	a	los	recursos	de	guerra.		
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Los	 bienes	 y	 activos	 que	 no	 hayan	 sido	 inventariados	 una	 vez	 concluido	 el	 proceso	 de	
dejación	de	armas,	recibirán	el	tratamiento	que	establece	la	legislación	ordinaria.	
	
Los	términos	de	esa	reparación	material	serán	precisados	en	el	marco	del	Acuerdo	Final.	
Los	términos	y	procedimientos	para	esa	reparación	material	serán	precisados	en	el	marco	de	
la	Comisión	de	Seguimiento,	Impulso	y	Verificación	a	la	Implementación	del	Acuerdo	Final.	
	
En	todo	caso,	la	aprobación	y	puesta	en	marcha	de	las	anteriores	medidas	no	podrá	suponer	
limitación,	anulación	o	restricción	de	los	derechos	actualmente	adquiridos	de	las	víctimas”.		
 	

Garantías	de	no	repetición	
	
• En	el	numeral	5.1.4.	Garantías	de	no	repetición	el	párrafo	9	(pág.	166)	queda	así:	

“Por	otra	parte,	el	objetivo	superior	del	Sistema	Integral,	y	de	todo	lo	acordado	en	materia	
de	víctimas,	de	contribuir	a	la	no	repetición,	tiene	como	condición	necesaria,	el	cumplimiento	
y		la	implementación	de	lo	que	se	acuerde	en	el	marco	del	punto	3	de	la	Agenda	del	Acuerdo	
General	 “Fin	 del	 Conflicto”,	 que	 debe	 garantizar	 la	 terminación	 definitiva	 del	 conflicto	
armado,	así	como	la	implementación	de	todo	lo	acordado	en	materia	de	derechos	humanos,	
con	una	especial	énfasis	en	género	y	con	visión	de	desarrollo	e	implementación	territorial”.	

	
Compromiso	con	la	promoción,	el	respeto	y	la	garantía	de	los	derechos	humanos	
	
• En	el	numeral	5.2.	Compromiso	con	 la	promoción,	el	 respeto	y	 la	garantía	de	 los	derechos	

humanos	el	párrafo	8	(pág.	168)	queda	así:	
“El	 fin	 del	 conflicto	 constituye	 la	mejor	 oportunidad	 para	materializar	 los	 derechos	 de	 las	
víctimas	 a	 la	 verdad,	 la	 justicia,	 la	 reparación	 y	 la	 no	 repetición,	 y	 en	 general	 asegurar	 la	
satisfacción	plena	de	los	derechos	humanos	de	todos	y	todas,	incluyendo	los	de	las	mujeres,	
los	 niños,	 niñas,	 adolescentes,	 jóvenes	 y	 adultos	mayores,	 de	 las	 personas	 en	 situación	 de	
discapacidad,	los	pueblos	indígenas,	las	comunidades	campesinas,	integrantes	de	las	iglesias,	
confesiones	religiosas,	organizaciones	basadas	en	la	fe	y	organizaciones	del	sector	religioso,	
las	 poblaciones	 afrocolombianas,	 negras,	 palenqueras	 y	 raizales,	 la	 población	 LGBTI,	 y	 los	
defensores	 y	 las	 defensoras	 de	 derechos	 humanos,	 sindicalistas,	 periodistas,	 agricultores	 y	
agricultoras,	 ganaderos	 y	 ganaderas,	 comerciantes	 y	 	 empresarios	 y	 empresarias;	 lo	 cual	
implica	 además	 la	 adopción	 de	 medidas	 de	 acción	 afirmativa,	 para	 garantizar	 de	 manera	
plena	los	derechos	de	quienes	han	sido	más	afectados	por	el	conflicto.	La	paz	como	derecho	
fundamental	de	 todos	 los	 ciudadanos	es	 condición	necesaria	para	el	 ejercicio	 y	disfrute	de	
todos	los	demás	derechos”.	

	
Mecanismo	de	selección	
	
• El	 punto	 5.3	 Acuerdo	 complementario	 sobre	 el	 “Sistema	 Integral	 de	 Verdad,	 Justicia,	

Reparación	y	No	Repetición”	(pág.	170)	queda	así:		
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En	 el	 Tribunal	 para	 la	 Paz	 ejercerán	 la	 magistratura	 un	 mínimo	 de	 20	 magistrados	 o	
magistradas	colombianos.	Se	elegirán	también	4	 juristas	expertos	extranjeros	que	actuarán	
como	amicus	curiae.		
	
En	 las	 Salas	 de	 Justicia	 de	 la	 Jurisdicción	 Especial	 para	 la	 Paz	 ejercerán	 la	magistratura	 18	
magistradas	o	magistrados	colombianos.	Se	elegirán	también	6	juristas	expertos	extranjeros	
que	actuarán	como	amicus	curiae.	
	
Las	magistradas	 o	magistrados	 no	 tendrán	 que	 ser	 jueces	 de	 carrera,	 y	 no	 se	 les	 aplicará	
ninguna	limitación	de	edad.	
	
El	 Mecanismo	 de	 selección	 establecido	 en	 el	 numeral	 68	 del	 Acuerdo	 de	 creación	 de	 la	
Jurisdicción	 Especial	 para	 la	 Paz	 escogerá	 los	 anteriores	 magistradas	 o	 magistrados	 y	 los	
juristas	extranjeros	 -un	 total	de	38	magistrados/as	y	10	 juristas	extranjeros/as-,	 y	hasta	un	
tercio	más	 -	es	decir	13	magistrados	que	deberán	estar	a	disposición	como	magistrados/as	
suplentes	o	sustitutos	y	4	juristas	extranjeros	que	deberán	estar	a	disposición	como	amicus	
curiae-.	El	Presidente	formalizará	el	nombramiento	y	posesionará	a	los	magistrados/as	de	la	
Jurisdicción	Especial	para	la	Paz,	a	los	juristas	extranjeros	así	como	al	Director/a	de	la	Unidad	
de	Investigación	y	Acusación.	En	caso	de	que	se	requiera,	el	plenario	de	magistrados/as	de	la	
Jurisdicción	 Especial	 para	 la	 Paz	 hará	 los	 nombramientos	 necesarios	 de	 la	 lista	 de	
magistrados/as	 suplentes	 o	 sustitutos,	 o	 de	 la	 lista	 de	 los	 juristas	 extranjeros	 suplentes	 o	
sustitutos	seleccionados	por	el	mecanismo	de	selección.	
	
La	Unidad	de	Investigación	y	Acusación	de	la	Jurisdicción	Especial	para	la	Paz	estará	integrada	
por	un	mínimo	de	dieciséis	(16)	fiscales	de	nacionalidad	colombiana.	
	
Los	y	las	fiscales	no	tendrán	que	ser	fiscales	de	carrera	y	no	se	les	aplicará	ninguna	limitación	
de	edad.	Los	y	 las	anteriores	 fiscales	 -un	total	de	16-,	y	hasta	un	tercio	más	-5	 fiscales	que	
deberán	 estar	 a	 disposición	 como	 fiscales	 suplentes	 o	 sustitutos,	 serán	 nombrados	 y	
posesionados	por	el	Director	de	la	Unidad	de	Investigación	y	Acusación,	quien	tendrá	plena	
autonomía	 para	 seleccionar	 y	 nombrar	 a	 los	 demás	 profesionales	 que	 requiera	 para	 hacer	
parte	de	la	Unidad.		

	
• IMPLEMENTACIÓN,	VERIFICACIÓN	Y	REFRENDACIÓN	

	
*	 El	 Capítulo	 Étnico	 se	 incluirá	 como	 numeral	 6.2.	 Después	 de	 esto	 la	 numeración	 se	
modifica	en	correspondencia.		
	
Introducción		

	
• El	nombre	de	la	“Comisión	de	Implementación,	Seguimiento	y	Verificación	del	Acuerdo	

Final	de	Paz	y	de	Resolución	de	Diferencias	(CSVR)	(pág.	171)	se	modifica	de	la	siguiente	
manera	en	todas	sus	menciones,	así:			
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“Comisión	de	Implementación,	Seguimiento	y	Verificación	del	Acuerdo	Final	de	Paz	y	de	
Resolución	de	Diferencias	(CSVR)”	
“Comisión	 de	 	 Seguimiento,	 Impulso	 y	 Verificación	 a	 la	 implementación	 del	 Acuerdo	
Final		(CSIVI)”	
	

Principios	generales	para	la	implementación:	
	
• En	 el	 punto	 6	 se	 incluye	 una	 sección	 inicial	 (sin	 numeración)	 de	 “Principios	Generales	

para	la	Implementación”	así:			
Principios	generales	para	la	implementación:	
Sin	perjuicio	de	 los	principios	específicos	contemplados	para	 la	 implementación	de	 los	
diferentes	acuerdos,	el	Gobierno	Nacional	y	las	FARC-	EP	hemos	acordado	los	siguientes	
principios	orientadores	para	la	Implementación	del	Acuerdo	Final:	

	
• Enfoque	 de	 derechos:	 La	 implementación	 de	 todos	 los	 acuerdos	 alcanzados	 debe	

contribuir	a	 la	protección	y	 la	garantía	del	goce	efectivo	de	los	derechos	de	todos	y	
todas.	Los	derechos	humanos	son	inherentes	a	todos	los	seres	humanos	por	igual,	lo	
que	 significa	 que	 les	 pertenecen	 por	 el	 hecho	 de	 serlo,	 y	 en	 consecuencia	 su	
reconocimiento	no	es	una	concesión,	ya	que	son	universales,	imperativos	indivisibles	
e	 interdependientes	y	deben	ser	considerados	en	forma	global	y	de	manera	 justa	y	
equitativa.	En	consecuencia,	el	Estado	tiene	el	deber	de	promover	y	proteger	todos	
los	derechos	y	las	libertades	fundamentales,	sin	discriminación	alguna,	respetando	el	
principio	 pro	 homine,	 y	 todos	 los	 ciudadanos	 el	 deber	 de	 no	 violar	 los	 derechos	
humanos	de	sus	conciudadanos,	atendiendo	los	principios	de	universalidad,	igualdad	
y	progresividad.	

	
• Respeto	 a	 la	 	 igualdad	 y	 no	 discriminación:	 En	 la	 implementación	 del	 presente	

Acuerdo	 se	 respetará	 la	 igualdad	 en	 sus	 diferentes	 dimensiones	 y	 la	 igualdad	 de	
oportunidades	para	 todos	y	 todas	en	el	acceso	a	 los	diferentes	planes	y	programas	
contemplados	 en	 este	 Acuerdo,	 sin	 discriminación	 alguna.	 Ningún	 contenido	 del	
Acuerdo	 Final	 se	 entenderá	 e	 interpretará	 como	 la	 negación,	 restricción	 o	
menoscabo	de	 los	derechos	de	 las	personas	 independientemente	de	su	sexo,	edad,	
creencias	 religiosas,	 opiniones,	 identidad	 étnica,	 por	 su	 pertenencia	 a	 la	 población	
LGBTI,	 o	 por	 cualquier	 otra	 razón;	 ni	 tampoco	del	 derecho	 al	 libre	 desarrollo	 de	 la	
personalidad	y	del	derecho	a	la	libertad	de	conciencia.	
	

• Enfoque	 de	 género:	 En	 el	 presente	 Acuerdo	 el	 enfoque	 de	 género	 significa	 el	
reconocimiento	 de	 la	 igualdad	 de	 derechos	 entre	 hombres	 y	 mujeres	 y	 de	 las	
circunstancias	 especiales	 de	 cada	 uno,	 especialmente	 de	 las	 mujeres	
independientemente	de	 su	estado	civil,	 ciclo	vital	 y	 relación	 familiar	 y	 comunitaria,	
como	 sujeto	 de	 derechos	 y	 de	 especial	 protección	 constitucional.	 Implica	 en	
particular	 la	 necesidad	 de	 garantizar	 medidas	 afirmativas	 para	 promover	 esa	
igualdad,	 la	 	 participación	 activa	 de	 las	 mujeres	 y	 sus	 organizaciones	 en	 la	
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construcción	de	la	paz	y	el	reconocimiento		de	la	victimización	de	la	mujer	por	causa	
del	conflicto.		
	
Para	garantizar	una	igualdad	efectiva	se	requiere	adelantar	medidas	afirmativas	que	
respondan	a	 los	 impactos	desproporcionados	que	ha	 tenido	el	 conflicto	armado	en	
las	 mujeres,	 en	 particular	 la	 violencia	 sexual.	 Respecto	 de	 los	 derechos	 de	 las	
víctimas	 su	 protección	 comprende	 el	 tratamiento	 diferenciado	 que	 reconozca	 las	
causas	 y	 los	 efectos	 desproporcionados	 que	 ha	 tenido	 el	 conflicto	 armado	
especialmente	 sobre	 las	 mujeres.	 Además,	 se	 deberán	 adoptar	 acciones	
diferenciadas	para	que	las	mujeres	puedan	acceder	en	igualdad	de	condiciones	a	los	
planes	 y	 programas	 contenidos	 en	este	Acuerdo.	 Se	 garantizará	 la	 participación	de	
las	 mujeres	 y	 sus	 organizaciones	 y	 su	 representación	 equitativa	 en	 los	 diferentes	
espacios	de	participación.	El	enfoque	de	género	deberá	ser	entendido	y	aplicado	de	
manera	transversal	en	la	implementación	de	la	totalidad	del	Acuerdo.	

	
• Respeto	 a	 libertad	 de	 cultos:	 implica	 el	 reconocimiento	 y	 respeto	 a	 la	 práctica	 de	

cualquier	manifestación	de	religiosidad,	culto,	creencia,	confesión	sin	discriminación	
o	 estigmatización	 alguna.	 En	 la	 implementación	del	 Acuerdo	 Final	 se	 promoverá	 la	
participación	activa	de	las	las	iglesias,	confesiones	religiosas,	organizaciones	basadas	
en	 la	 fe	 y	 las	 organizaciones	 del	 sector	 religioso	 en	 la	 construcción	 de	 la	 Paz.	 Así	
mismo,	 se	 buscará	 tomar	 las	medidas	 necesarias	 para	 restablecer,	 en	 igualdad	 de	
condiciones,	 los	 derechos	 de	 aquellas	 personas	 y	 grupos	 victimizados	 por	 sus	
creencias	religiosas	con	ocasión	y	en	razón	del	conflicto	armado.	

	
• Integración	 territorial	 e	 inclusión	 social:	 las	 medidas	 que	 se	 adopten	 en	 la	

implementación	 deben	 promover	 la	 integración	 de	 los	 territorios	 al	 interior	 de	 las	
regiones	y	 la	 integración	de	éstas	en	el	país,	así	como	 la	 inclusión	de	 las	diferentes	
poblaciones	y	comunidades,	en	particular	de	las	más	afectadas	por	el	conflicto	y	las	
que	han	vivido	en	condiciones	de	pobreza	y	marginalidad.						
	

• Fortalecimiento	 y	 articulación	 institucional:	 para	 construir	 una	 paz	 estable	 y	
duradera	 y	 en	 general	 para	 garantizar	 la	 protección	 de	 los	 derechos	 de	 todos	 los	
ciudadanos	 en	 democracia,	 se	 requiere	 fortalecer	 la	 presencia	 institucional	 del	
Estado	en	el	territorio.	
	
Las	 políticas	 públicas	 que	 se	 adopten	 deberán	 promover	 el	 fortalecimiento	
institucional	 y	 asegurar	 que	 la	 respuesta	 del	 Estado	 en	 el	 territorio	 sea	 amplia	 y	
eficaz,	 con	 la	 participación	 activa	 de	 las	 autoridades	 regionales	 y	 locales	 en	 los	
procesos	de	toma	de	decisión	y	en	el	seguimiento	a	la	implementación	del	Acuerdo	
Final	en	sus	territorios.	
	
Se	 reafirma	 el	 fundamento	 constitucional	 según	 el	 cual	 el	 Estado	 colombiano	 es	
descentralizado	administrativamente	y	que	los	Entes	Territoriales	tienen	autonomía,	
bajo	 los	 principios	 de	 concurrencia,	 coordinación	 y	 subsidiariedad,	 y	 por	 tanto	 se	
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garantizará	que	la	implementación	se	haga	en	coordinación	y	con	el	concurso	de	las	
autoridades	 locales.	 La	 implementación	 del	 Acuerdo	 se	 deberá	 realizar	 con	 pleno	
respeto	 de	 las	 competencias	 de	 las	 autoridades	 territoriales,	 sin	 detrimento	 de	 lo	
acordado.	
	
En	particular,	 las	medidas	deben	promover	el	fortalecimiento	de	las	capacidades	de	
gestión	de	los	departamentos,	municipios	y	demás	entidades	territoriales,	de	manera	
que	puedan	ejercer	el	liderazgo	en	la	coordinación	de	planes	y	programas	necesarios	
en	 la	 construcción	 de	 la	 paz;	 y	 la	 articulación	 de	 las	 autoridades	 nacionales,	
departamentales	 y	 municipales	 para	 garantizar	 que	 actúen	 de	 manera	 integral,	
coordinada,	articulada	y	ordenada	en	los	territorios.	

	
• Profundización	 de	 la	 democracia	 y	 “construir	 sobre	 lo	 construido”:	 La	

implementación	 de	 los	 planes	 y	 programas	 acordados	 debe	 tener	 en	 cuenta	 las	
iniciativas	 y	 procesos	 de	 desarrollo	 y	 reconocer	 los	 esfuerzos	 de	 la	 sociedad	 en	 la	
construcción	 de	 paz	 en	 los	 territorios	 para	 “construir	 sobre	 lo	 construido”	 y			
profundizar	 la	 democracia,	 erradicando	 la	 corrupción,	 la	 falta	 de	 transparencia,	 el	
clientelismo	y	cualquier	otra	actuación	que	degrade	los	demás	principios.		
	
La	implementación	de	lo	acordado	se	liderará	y	ejecutará	aprovechando	al	máximo	la	
institucionalidad	existente,	y	reconociendo	las	competencias	de	los	diferentes	niveles	
de	 gobierno.	 Se	 buscará	 que	 las	 instancias	 y	 los	 mecanismos	 de	 articulación	
institucional	que	se	crean	en	 los	diferentes	puntos	del	Acuerdo	Final	 contribuyan	a	
fortalecer	dicha	institucionalidad	y	de	ésta	manera	fortalecer	la	democracia.		

	
• Eficacia,	 eficiencia	 e	 idoneidad:	 para	 lo	 cual	 se	 optimizarán	 tiempos	 y	 recursos	

asociados	a	la	implementación	mediante	mecanismos	especiales	y	de	gestión	pública	
eficiente,	 reducción	 de	 trámites,	 y	 la	 simplificación	 de	 instancias,	 procesos	 e	
instrumentos.	Se	garantizará	que	 los	servidores	públicos	responsables	del	Gobierno	
en	 la	 implementación	 de	 los	 planes	 y	 programas	 sean	 idóneos	 y	 cumplan	 con	 las	
calidades	técnicas	y	meritocráticas	pertinentes.	

	
• Priorización:	 la	 implementación	 de	 los	 acuerdos	 es	 un	 proceso	 continuo	 y	 urgente	

que	 parte	 de	 la	 definición	 de	 los	 planes	 y	 programas	 que	 se	 requieren	 de	manera	
más	 inmediata,	 de	 acuerdo	 con	 un	 cronograma	 de	 implementación	 que	 tenga	 en	
cuenta	 las	 prioridades	 sociales	 definidas	 en	 el	 Acuerdo,	 las	 capacidades	
institucionales	y	los	recursos	disponibles.	Los	PDET,	como	programas	que	articulan	la	
implementación	de	 los	planes	y	proyectos	acordados,	deberán	ser	priorizados	en	el	
marco	de	la	implementación	del	Acuerdo	Final.		

	
• Transparencia,	 control	 social	 y	 lucha	 contra	 la	 corrupción:	 con	 información	 clara,	

accesible	y	oportuna	sobre	las	decisiones	desde	la	asignación	hasta	la	ejecución	final	
de	 los	 recursos	 (trazabilidad),	 que	 permita	 su	 seguimiento	 de	 manera	 sencilla,	 y	
mecanismos	 de	 rendición	 de	 cuentas,	 difusión	 de	 la	 información,	 control	 de	 la	
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ciudadanía	y	de	los	órganos	de	control	y	en	general	lucha	contra	la	corrupción.	Todo	
lo	anterior	con	el	fin	de	garantizar	que	la	totalidad	de	los	recursos	públicos	asignados	
a	la	implementación	se	ejecuten	correcta	y	estrictamente	dentro	de	los	términos	del	
Acuerdo	Final.		

	
• Principios	 democráticos:	 en	 la	 interpretación	 e	 implementación	 del	 presente	

Acuerdo	y	de	las	normas	que	lo	incorporen	al	ordenamiento	jurídico	se	respetará	el	
carácter	unitario	del	 Estado	Social	de	Derecho,	el	pluralismo	político,	 las	 libertades	
individuales,	la	división	de	poderes,	las	competencias	de	las	ramas	del	poder	público,	
la	 integridad	territorial,	 la	 libertad	económica,	el	derecho	a	 la	propiedad	privada	de	
todos	 los	 ciudadanos	 y	 la	 primacía	 de	 los	 derechos	 inalienables	 de	 la	 persona,	 así	
como	los	diferentes	esfuerzos	y	procesos	organizativos	de	la	sociedad,	en	particular	
de	las	comunidades	campesinas,	indígenas	y	afrocolombianas,	negras,	palanqueras	y	
raizales.			

	
Mecanismos	de	implementación	y	verificación	
		
• En	el	numeral	6.1.	“Mecanismos	de	implementación	y	verificación”	(pág.	171),	se	incluye	

un	literal	adicional,	así:	
	
Con	el	 fin	de	 contribuir	 al	 seguimiento	del	 enfoque	y	 	 garantía	de	 los	derechos	de	 las	
mujeres	 en	 la	 implementación	 del	 Acuerdo	 Final	 se	 creará	 una	 Instancia	 Especial	
conformada	por	representantes	de	6	organizaciones	de	mujeres	colombianas	nacionales	
y	 territoriales	 que	 tendrá	 interlocución	 permanente	 con	 la	 Comisión	 de	 Seguimiento,	
Impulso	y	Verificación	a	la	Implementación	del	Acuerdo	Final	(CSIVI).	En	el	marco	de	la	
CSIVI	se	definirá	su	composición	y	funcionamiento	en	consulta	con	las	organizaciones	de	
mujeres.	
			

• En	el	numeral	6.1.	“Mecanismos	de	implementación	y	verificación”	(pág.	171)	el	último	
párrafo	de	la	introducción	queda	así:	
Será	el	resultado	de	una	labor	que	implica	el	concurso	y	compromiso	de	todos	y	todas:	
las	 distintas	 instituciones	 del	 Estado,	 las	 autoridades	 territoriales,	 los	 agentes,	
organizaciones	 y	 movimientos	 sociales,	 las	 comunidades,	 los	 partidos	 políticos	
incluyendo	 el	movimiento	 político	 que	 surja	 del	 tránsito	 de	 las	 FARC-EP	 a	 la	 actividad	
política	 legal,	 los	 excombatientes	 de	 las	 FARC-EP	 y	 los	 ciudadanos/as	 en	 general.	 No	
obstante	 lo	 anterior,	 el	 Gobierno	 Nacional	 será	 el	 responsable	 de	 la	 correcta	
implementación	 de	 los	 acuerdos	 alcanzados	 en	 el	 proceso	 de	 conversaciones	 de	 Paz,	
para	lo	cual	se	compromete	a	garantizar	su	financiación	a	través	de	diferentes	fuentes.	
La	 implementación	y	el	desarrollo	de	 los	acuerdos	se	realizarán	en	cumplimiento	de	 la	
normatividad	 vigente	 en	 materia	 presupuestal,	 garantizando	 la	 sostenibilidad	 de	 las	
finanzas	públicas.	

	
Plan	Marco	para	la	Implementación	de	los	Acuerdos	
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• En	el	numeral	6.1.1.	“Plan	Marco	para	la	Implementación	de	los	Acuerdos”	(pág.	172)	el	
segundo	párrafo	queda	así:			
El	 Plan	Marco	 contendrá	 el	 conjunto	 de	 propósitos	 y	 objetivos,	metas	 y	 prioridades	 e	
indicadores,	 las	 recomendaciones	 de	 política	 y	 medidas	 necesarias	 para	 la	
implementación	 de	 todos	 los	 acuerdos,	 así	 como	 su	 priorización	 y	 secuencia	 -
cronograma-	e	instituciones	responsables.	El	Plan	Marco	contendrá	las	distintas	fuentes	
de	 financiación	 y	 las	 instituciones	 responsables	 de	 la	 implementación	 según	
corresponda.	

	
• En	 el	 numeral	 6.1.1.	 “Plan	 Marco	 de	 Implementación	 de	 los	 Acuerdos”	 (pág.	 172)	 el	

tercer	párrafo	de	la	introducción	queda	así:	
El	Plan	Marco	contemplará	de	manera	prioritaria	las	necesidades	prácticas	y	estratégicas	
de	 las	 mujeres,	 identificando	 las	 múltiples	 discriminaciones	 que	 deben	 ser	 atendidas	
para	 la	 ejecución	 de	 los	 acuerdos.	 Además	 respecto	 a	 la	 implementación	 de	 los	
acuerdos,	 impulsará	políticas	públicas,	programas	y	reformas	que	tengan	en	cuenta	las	
particularidades	 de	 las	 mujeres	 y	 de	 los	 pueblos	 étnicos,	 incluyendo	 indicadores	 de	
impacto	 que	 permitan	 identificar	 el	 avance	 de	 la	 implementación	 al	 respecto,	 con	
enfoque	de	género	y	étnico.	

	
Medidas	para	incorporar	la	implementación	de	los	acuerdos	con	recursos		territoriales	
	
• El	 segundo	bullet	del	punto	6.1.2.	 “Medidas	para	 incorporar	 la	 implementación	de	 los	

acuerdos	con	recursos		territoriales”	(pág.	173),	queda	así:		
Se	promoverán	mecanismos	y	medidas	para	que	con	recursos	del	 	Sistema	General	de	
Participaciones	 y	 el	 Sistema	 General	 de	 Regalías	 se	 contribuya	 a	 financiar	 la	
implementación	de	 los	 acuerdos,	 incluyendo	 los	 territorios	priorizados	para	 los	planes	
de	 acción	 para	 la	 transformación	 regional	 de	 los	 PDET.	 Los	 recursos	 de	 regalías	 serán	
una	 fuente	más	 de	 las	 diferentes	 fuentes	 para	 la	 implementación	 del	 Acuerdo	 en	 los	
territorios,	 para	 que	 estos	 proyectos	 fortalezcan	 el	 desarrollo	 de	 sus	 municipios	 y	
departamentos.	

	
Funciones	de	la	Comisión	de	Implementación,	Seguimiento	y	Verificación	del	Acuerdo	Final	
de	Paz	y	de	Resolución	de	Diferencias	 (CSVR)	ahora	Comisión	de	Seguimiento,	 Impulso	y	
Verificación	a	la	implementación	del	Acuerdo	Final		(CSIVI)		
	
• En	el	numeral	6.1.6,	las	funciones	de	la	CSIVI	las	funciones	(pág.	175)	quedan	así:	

• Resolver	cualquier	diferencia	o	situación	imprevista	que	pueda	surgir	entre	las	partes	
firmantes	del	Acuerdo	Final	 en	 la	 interpretación	de	 los	acuerdos	que	no	pueda	 ser	
resuelta	por	mecanismos	acordados	en	el	punto	correspondiente,	cuando	 los	haya.	
Los	países	garantes	podrán	contribuir	a	facilitar	la	solución	de	las	diferencias	cuando	
así	se	requiera.	

• Servir	de	espacio	para	el	manejo	de	cualquier	situación	o	diferencia	entre	las	partes	
que	 se	 pueda	 presentar	 tras	 la	 firma	 del	 Acuerdo	 Final,	 que	 no	 implique	 al	
Mecanismo	de	Monitoreo	y	Verificación	de	Naciones	Unidas.	
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• Hacer	 seguimiento	 a	 todos	 los	 componentes	 del	 Acuerdo	 Final	 y	 verificar	 su	
cumplimiento,	 respetando	 lo	 establecido	 respecto	 aal	 acompañamiento	
internacional	y	sin	perjuicio	de	las	funciones	del	MM&V.	En	particular,	 la	CSVRCSIVI	
deberá:		

o Hacer	 seguimiento	 y	 verificar	 el	 cumplimiento	 de	 los	 compromisos	
establecidos	 en	 la	 línea	 de	 tiempo	del	 Acuerdo	 Final.,	 lo	 cual	 no	 afecta	 las	
competencias	de	las	ramas	del	poder	público	y	de	los	órganos	del	Estado.		

o Constatar	 que	 el	 contenido	 de	 todos	 los	 proyectos	 de	 decreto,	 ley	 o	 acto	
legislativo	 que	 sean	 necesarios	 para	 implementar	 el	 Acuerdo	 Final,	
correspondacorrespondan	a	lo	acordado,	antes	de	que	sean	expedidos	por	el	
Presidente	 de	 la	 República	 o	 presentados	 ante	 el	 Congreso,	 según	 sea	 el	
caso,	por	Presidente	de	la	República..	Para	estos	efectos	se	tendrá	en	cuenta	
el	 listado	 indicativo	 y	 no	 exhaustivo	 de	 proyectos	 incluido	 como	 anexo	 del		
en	el	presente	acuerdoAcuerdo.	Lo	anterior	sin	perjuicio	de	las	competencias	
del	Congreso	de	la	República.	La	CSIVI	tendrá	interlocución	con	las	agencias,	
estados	 y	 organizaciones	 donantes	 que	 contribuyan	 económicamente	 a	 la	
implementación	de	los	acuerdos	y/o	que	forman	parte	del	acompañamiento	
internacional	de	la	misma.	La	CSIVI	podrá	solicitar	informes	de	seguimiento	y	
ejecución	 sobre	 los	 distintos	 programas	 y	 proyectos	 que	 reciban	 de	 la	
cooperación	internacional	en	el	marco	de	la	implementación	de	los	acuerdos	
de	paz.	

o Proponer	 borradores	 de	 normas	 que	 deban	 ser	 acordadasse	 consideren	
necesarias	 para	 la	 implementación	 del	 Acuerdo	 Final,	 sin	 perjuicio	 de	 las	
facultades	ordinarias	del	Congreso	de	la	República.		

o Organizar	un	sistema	de	comisiones	temáticas	y	territoriales	para	el	ejercicio	
de	sus	funciones,	que	permita	la	partición	ciudadana.	

o Producir	 informes	 periódicos	 que	 evidencien	 de	 manera	 diferencial	 los	
avances	de	la	implementación.	De	manera	ocasional,	podrá	generar	reportes	
temáticos,	 especializados	 o	 territoriales	 relacionados	 con	 los	 componentes	
de	los	acuerdos.		

	
• La	 CSVRCSIVI	 podrá	 recibir	 insumos	 de	 las	 distintas	 instancias	 encargadas	 de	 la	

implementación	de	los	acuerdos	así	como	de	organizaciones,	universidades,	centros	
de	investigación,	observatorios	tanto	nacionales	como	territoriales.		

• Cualquier	mandato	 o	 función	 que	 para	 su	 cumplimiento	 ordinario	 o	 prioritario	 	 se	
delegue	en	la	CVSRCSIVI	en	el	Acuerdo	Final.	

	
Prioridades	de	implementación	normativa		

	
• El	numeral	6.1.9	“Prioridades	para	la	implementación	normativa”	(pág.	176-177)	queda	

así:		
	
Conforme	 a	 los	 acuerdos	 alcanzados	 hasta	 la	 fechalo	 establecido	 en	 la	 Mesa	 de	
Conversaciones,	y	en	especial	los	de	los	días	11	mayo	y	19	de	agosto	de	2016el	Acuerdo	
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Final,	 el	 Gobierno	 Nacional	 garantizará	 el	 siguiente	 calendario	 de	 implementación	
legislativa:			
	
El	Acuerdo	Final	se	incorporará	conforme	a	las	normas	constitucionales.	
	
De	 forma	 prioritaria	 y	 urgente	 se	 tramitarán	 los	 siguientes	 proyectos	 normativos	
conforme	al	procedimiento	establecido	en	el	Acto	 legislativo	1	de	2016Legislativo	1	de	
2016	 o	 mediante	 otro	 Acto	 legislativo	 en	 caso	 de	 que	 el	 anterior	 procedimiento	 no	
estuviera	vigente:	

	
a. Ley	 de	 amnistíaAmnistía	 y	 Acto	 legislativo	 de	 incorporación	 de	 la	 Jurisdicción	

Especial	para	la	PAZ,Paz,	a	la	Constitución	Política,	según	acuerdosacuerdo	del	7	de	
11	de	mayo	y	19	de	agostonoviembre	de	2016.	

	
b. Ley	de	aprobación	del	Acuerdo	Final,	según	acuerdo	de	11	de	mayo	de	2016.	
	
c. Las	tres	normas	anteriores	se	tramitarán	simultáneamente.	
	
d.b. Acto	legislativo	depara	la	incorporación	del	Acuerdo	Finalde	un	artículo	transitorio	

a	la	Constitución	Política,	según	acuerdo	de	119	de	mayonoviembre	de	2016.	
	
e. Ley	 o	Acto	 legislativo	 y	 normas	 de	 organización	 sobre	 la	Unidad	 de	 Búsqueda	 de	

Personas	dado	por	desaparecidas	en	el	contexto	y	en	razón	del	conflicto	armado.	
	
f.c. Ley	sobre	lade	creación	de	la		Unidad	para	la	investigación	y	desmantelamiento	de	

las	 organizaciones	 criminales	 entre	 ellas	 las	 sucesoras	 del	 paramilitarismo.	
establecido	 en	 el	 numeral	 74	 del	 Acuerdo	 de	 creación	 de	 la	 Jurisdicción	 Especial	
para	 la	 Paz.	 Incorporación	 a	 la	 constituciónConstitución	 de	 la	 prohibición,	 de	 la	
promoción,	organización,	financiación	o	empleo	oficial	y	o	privado	de	estructuras	o	
prácticas	paramilitares.	

	
d. Las	normas	incluidas	en	los	literales	anteriores	se	tramitarán	simultáneamente.	
	
e. Leyes	 necesarias	 para	 la	 aprobación	 de	 las	 normas	 procesales	 que	 regirán	 los	

procedimientos	de	la	Jurisdicción	Especial	para	la	Paz	conforme	a	lo	establecido	en	
el	numeral	46	del	Acuerdo	de	creación	de	dicha	 jurisdicción,	normas	que	deberán	
contemplar	 cuando	menos	 los	 siguientes	 principios:	 el	 sistema	 será	 adversarial	 y	
respetará	el	debido	proceso	y	el	principio	de	imparcialidad,	contemplará	la	debida	
publicidad	y	garantizará	el	principio	de	contradicción	en	la	valoración	de	la	prueba	y	
la	 defensa,	 así	 como	 la	 doble	 instancia,	 y	 dará	 cumplimento	 a	 los	 principios	
contemplados	en	el	numeral	14.		
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f. Acto	legislativo	y	normas	de	organización	sobre	la	Unidad	de	Búsqueda	de	Personas	
dadas	 por	 desaparecidas	 en	 el	 contexto	 y	 en	 razón	 del	 conflicto	 armado	 y	 de	 la	
Comisión	para	el	Esclarecimiento	de	la	Verdad,	la	Convivencia	y	la	No	Repetición.	

	
g. Ley	de	tratamiento	penal	diferenciado	para	delitos	relacionados	con	los	cultivos	de	

usosuso	 ilícito,	 cuando	 los	 condenados	 o	 procesados	 sean	 campesinos	 no	
pertenecientes	 a	 organizaciones	 criminales,	 ley	 en	 la	 que	 se	 incluirá	 tratamiento	
penal	 diferenciado	 para	 mujeres	 en	 situación	 de	 pobreza,	 con	 cargas	 familiares,	
condenadas	con	delitos	relacionados	con	drogas	no	conexos	con	delitos	violentos	y	
que	 no	 formen	 parte	 de	 estructuras	 directivas	 de	 organizaciones	 criminales,	
conforme	 a	 las	 recomendaciones	 efectuadas	 por	 la	 Organización	 de	 Estados	
Americanos.	

	
h. Suspensión	 de	 órdenes	 de	 captura	 de	 integrantes	 de	 las	 FARC-EP	 o	 personas	

acusadas	 de	 serlo	 o	 de	 colaborar	 con	 dicha	 organización	 y	 suspensión	 de	 los	
procedimientos	de	extradición	de	los	anteriores	hasta	entrada	en	vigencia	de	la	ley	
de	 amnistía	 y	 de	 la	 norma	 constitucional	 de	 prohibición	 de	 la	 extradición	
establecida	 en	 el	 numeral	 72	 de	 la	 Jurisdicción	 Especial	 para	 la	 Paz.	 Adopción	 de	
medidas	sobre	el	estatuto	jurídico	civil	de	todos	los	integrantes	de	las	FARC	-EP	que	
permitan	la	aplicación	estricta	de	lo	establecido	en	el	numeral	72	de	la	Jurisdicción	
Especial	para	la	Paz.	

	
i. Reforma	constitucional	y	legal	sobre	garantías	y	participación	para	el	nuevo	partido	

o	movimiento	político	que	surja	del	 tránsito	de	 la	FARC-EP	a	 la	vida	política	 legal,	
incluyendo	la	modificación	de	la	segunda	frase	del	articuloArtículo	67	transitorio	de	
la	Constitución	Política	para	garantizar	la	participación	política.	

	
j. Normas	 y	 medidas	 necesarias	 para	 la	 implementación	 y	 verificación	 de	 los	

acuerdos,	incluyendo	lo	relativo	a	normas	de		financiación.	
	
k. Normas	o	reformas	constitucionales	o	legales	necesarias	para	que	el	Plan	Cuatrienal	

de	 Implementación,	 con	 su	 correspondiente	 Plan	 Plurianual	 de	 Inversiones	 sea	
incorporados	al	PanPlan	Nacional	de	Desarrollo	de	la	respectiva	vigencia.	

	
Implementación	prioritaria		
	
• El	 	numeral	6.1.11.	 “Implementación	prioritaria”	 (pág.	203)	a	partir	del	 literal	h	queda	

así:		
(…)	
h. Instalación	 de	 la	 Mesa	 Técnica	 de	 Seguridad	 y	 Protección	 e	 Implementación	 del	

Protocolo	de	Seguridad	y	Protección	y	de	 las	normas	deque	 regulan	 la	protección	
de	los	integrantes	del	nuevo	movimiento	o	partido	político	que	surja	del	tránsito	de	
las	 FARC	 -EP	 a	 la	 vida	 política	 legal	 y	 de	 sus	 familias	 de	 acuerdo	 con	 el	 nivel	 de	
riesgo,	antesque	será	puesta	en	marcha	15	días	después	de	la	fecha	de	realización	
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del	plebiscito	de	refrendación	popularfirma	del	Acuerdo	Final.	
i. Elaboración	 del	 Protocolo	 de	 Seguridad	 para	 la	 Implementación	 del	 Esfuerzo	

Conjunto	de	Sustitución	Voluntaria	de	Cultivos	de	Uso	IlícitosIlícito.	
j. Zonas	priorizadas	para	los	PDET	y	planes	de	acción	inmediata:	

	
Definir	 de	 acuerdo	 con	 los	 criterios	 establecidos	 las	 zonas	 en	 las	 cuales	 se	
implementarán	 inicialmente	 los	 16	 Programas	 de	 Desarrollo	 con	 Enfoque	
Territorial.	
En	 la	 medida	 en	 que	 se	 avance	 en	 la	 implementación	 de	 los	 PDET	 en	 las	 zonas	
priorizadas	 el	 Gobierno,	 sujeto	 a	 la	 disponibilidad	 de	 recursos,	 podrá	 poner	 en	
marcha	otros	PDET	en	zonas	que	cumplan	los	criterios	establecidos	en	el	acuerdo.	
Todo	lo	anterior	sin	perjuicio	del	compromiso	de	implementar	los	planes	nacionales	
en	todo	el	territorio	nacional.		
	
En	 aquellos	 municipios	 no	 priorizados	 por	 ahora	 para	 la	 implementación	 de	 los	
PDET	 donde	 se	 establezcan	 Zonas	 Veredales	 Transitorias	 para	 la	 Normalización	 y	
Puntos	 Transitorios	 para	 la	 Normalización	 se	 implementará	 un	 plan	 de	 acción	
inmediata	 que	 coordine	 y	 ejecute	 acciones	 y	 proyectos	 para	 reactivar	 social	 y	
económicamente	 esos	 territorios.	 De	 manera	 coordinada	 con	 las	 autoridades	
locales,	 se	 pondrán	 en	 marcha	 diferentes	 medidas	 que	 incluyen	 acciones	
humanitarias	 y	 	 la	 identificación	 y	 ejecución	 de	 proyectos	 que	 mejoren	 las	
condiciones	de	vida	de	las	poblaciones	rurales	que	habitan	esos	municipios	y	que	se	
encuentran	en	condiciones	de	alta	vulnerabilidad.	Excepcionalmente,	y	sujeto	a	 la	
disponibilidad	de	recursos,	 	en	el	marco	de	la	Comisión	de	Seguimiento	se	podrán	
proponer	otros	municipios	o	comunidades	con	población	vulnerable	que	cumplan	
los	 criterios	 del	 acuerdo	 para	 la	 implementación	 de	 estos	 planes	 de	 acción	
inmediata.	

	
Componente	internacional	de	verificación	de	la	Comisión	de	Implementación,	Seguimiento	
y	 Verificación	 del	 Acuerdo	 Final	 de	 Paz	 y	 de	 Resolución	 de	 Diferencias	 (CSVR)	 ahora	
Comisión	 de	 Seguimiento,	 Impulso	 y	 Verificación	 a	 la	 implementación	 del	 Acuerdo	 Final		
(CSIVI)		
	
Criterios	orientadores	del	mecanismo	de	verificación	
• En	el	numeral	6.2.	“Criterios	orientadores	del	mecanismo	de	verificación”	(pág.	184)	el	

criterios	tres	y	cuatro	quedan	así:	
	
Correspondencia:	el	esfuerzo	de	verificación	que	adelante	el	mecanismo	corresponderá	
exactamente	 a	 las	 materias	 y	 contenidos	 de	 que	 trata	 el	 acuerdo	 que	 pone	 fin	 al	
conflictoAcuerdo	 Final	 y	 que	 fueron	 pactados	 en	 la	 mesaMesa	 de	
diálogoConversaciones,	tomando	en	cuenta	criterios	de	bilateralidad.	
	
Enfoque	diferencial	y	de	género:	se	verificará	este	enfoque	el	 impacto	diferencial	y	de	
género	en		la	implementación	de	cada	uno	de	los	acuerdos.		
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Composición	del	mecanismo	de	verificación	y	funciones	
	
• El	numeral	 6.2.2.	 “Composición	del	mecanismo	de	verificación	y	 funciones”	 (pág.	 185)	

queda	así:	
6.2.2.	Composición	del	mecanismo	de	verificación	y	funciones.	
El	mecanismo	de	verificación	estará	compuesto	por	las	siguientes	instancias:	
	
- Notables:	 serán	 dos	 (2)	 personas	 de	 representatividad	 internacional,	 elegidas,	 una	

por	parte	del	Gobierno	Nacional	y	otra	por	parte	de	las	FARC-EP,	que	encabezarán	el	
mecanismo	de	verificación	y	tendrán	las	siguientes	funciones:	
a) Realizarán	 los	 pronunciamientos	 e	 informes	 públicos,	 en	 relación	 con	 los	

avances	 que	 se	 registren	 en	 la	 implementación	 de	 todos	 los	 acuerdos	 y,	 sin	
perjuicio	de	 los	que	son	objeto	de	verificación	de	 la	Misión	Política	Especial	de	
Verificación	de	Naciones	Unidas,	 y	 con	 los	 puntos	de	discusión	 y	 controversia,	
todo	 ello	 en	 coordinación	 con	 la	 Comisión	 de	 Implementación,	 Seguimiento,	
Impulso	 y	 Verificación	 a	 la	 Implementación	 del	 Acuerdo	 Final	 de	 Paz	 y	 de	
Resolución	de	Diferencias,	en	adelante	la	CSVR.(CSIVI).		

	
b) En	relación	con	 los	puntos	de	discusión	y	controversia	que	adviertan	dificultad	

en	 la	 implementación	 de	 los	 acuerdos,	 los	 notables,	 en	 coordinación	 con	 los	
representantes	de	los	países	que	hacen	parte	del	componente	internacional	de	
verificaciónla	 CSIVI,	 presentarán	 recomendaciones	 de	 solución.,	 para	 lo	 cual	
podrán	 consultar	 con	 un	 delegado	 acompañante	 de	 las	 Naciones	 Unidas	 del	
Mecanismo	de	Verificación.	También	a	solicitud	de	 la	CSIVI,	 los	países	garantes	
podrán	facilitar	la	solución	de	diferencias.		

	
c) Rendirán	sus	observaciones	de	cumplimiento	a	la	CSIVI	durante	los	primeros	18	

meses	 y	 posterior	 a	 ello,	 se	 realizarán	 semestralmente,	 basándose	 en	 los	
informes	del	Instituto	Kroc	de	Estudios	Internacionales	de	Paz	de	la	Universidad	
de	Notre	Dame,	EE.UU.,	y	en	la	demás	información	que	reciban.	

• En	 el	 numeral	 6.2.2.	 el	 componente	 internacional	 de	 verificación	 se	 cambia	 por	 la	
Secretaria	con	las	siguientes	modificaciones		(pág.	185-186):	
Secretaría	Técnica:	 Los	notables	 contarán	 con	el	 apoyo	de	una	Secretaría	Técnica	que	
tendrá	 las	 siguientes	 funciones:Componente	 internacional	 de	 verificación:	 el	
componente		 internacional	de	verificación	que	hace	parte	de	la	CSVR,	estará	integrado	
por	un	representante	de	cada	uno	de	los	países:	Cuba,	Noruega,	Venezuela	y	Chile,	que	
como	garantes	y	acompañantes	han	estado	presentes	a	lo	largo	del	proceso	de	diálogo	
para	poner	fin	al	conflicto.	Su	participación	se	desarrollará	sin	perjuicio	de	las	tareas	de	
acompañamiento	que	cumplan	para	la	implementación	de	los	acuerdos.		

	
El	componente	funcionará	con	los	siguientes	criterios:	
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a. Se	 ajustará	 a	 los	 protocolos	 establecidos	 por	 la	 CSVR	 para	 la	 verificación	 de	 la	
implementación	 de	 los	 acuerdos.	 El	 protocolo	 se	 construirá	 con	 los	 países	 que	
integran	el	componente	internacional.		
	

b. Coordinará	con	la	CSVR	los	procesos	de	verificación.	
	

c. Comprobará	el	cumplimiento	de	los	protocolos	de	implementación	y	verificación.	
a. Recolectar,	analizar	y	preparar	la	información	necesaria	para	los	pronunciamientos	

públicos	de	los	notables,	para	lo	cual	recibirá	el	apoyo	técnico	del	Instituto	Kroc	de	
Estudios	 Internacionales	de	Paz	de	 la	Universidad	de	Notre	Dame,	EE.UU.,	a	partir	
de	los	criterios	de	funcionamiento	y	alcance	que	la	CSIVI	le	haya	asignado.	También	
podrá	solicitar	información	sobre	avances	en	la	implementación	a	cualquiera	de	las	
organizaciones	que	conforman	el	componente	de	acompañamiento	internacional.	
	

b. Coordinar	sus	actividades	con	 los	demás	componentes	del	proceso	de	verificación	
internacional.	

d.c. Podrá	 consultar	 a	 institutos	 con	 capacidad	 en	 el	 terreno	 u	 otras	 instituciones	 	 y	
organizaciones	 de	 la	 sociedad	 civil	 que	 puedan	 aportar	 a	 la	 verificación	 de	 la	
implementación	de	los	acuerdos.	
	

e. Coordinará	 sus	 actividades	 con	 los	 criterios	 de	 funcionamiento	 y	 alcance	 que	 la	
CSVR	 le	 haya	 asignado	 al	 Instituto	 Kroc	 de	 Estudios	 Internacionales	 de	 Paz	 de	 la	
Universidad	de	Notre	Dame,	EE.UU.	
	

f.d. Rendirá	 sus	 observaciones	 de	 cumplimiento	 a	 la	 CSVR	 durante	 los	 primeros	 18	
meses	y	posterior	a	ello,	se	realizarán	semestralmente,	basándose	en	los	informes	
del	Instituto	Kroc.	Las	observaciones	de	cumplimiento	serán	transmitidas	a	la	CSVR	
y	a	los	notables.	

La	 Secretaría	 Técnica	 se	 ajustará	 a	 los	 protocolos	 establecidos	 por	 la	 CSIVI	 para	 la	
verificación	 de	 la	 implementación	 de	 los	 acuerdos.	 La	 CSIVI	 seleccionará	 a	 un	
Secretario	Técnico.		

La	 Secretaría	 Técnica	 coordinará	 todas	 sus	 funciones	 con	 la	 CSIVI.	 Cualquier	 función	
adicional	será	establecida	por	la	CSIVI.		

El	 Gobierno	 Nacional	 garantizará	 la	 gestión	 de	 los	 recursos	 necesarios	 con	 la	
comunidad	internacional	para	implementar	el	proceso	de	verificación.		

• En	el	numeral	6.2.2.	la	función	f	del	componente	internacional	de	verificación	se	incluye	
como	parte	función	de	los	notables	(pág.	185).	
f.	Rendirá	sus	observaciones	de	cumplimiento	a	la	CSVR	durante	los	primeros	18	meses	y	
posterior	a	ello,	 se	realizarán	semestralmente,	basándose	en	 los	 informes	del	 Instituto	
Kroc.	Las	observaciones	de	cumplimiento	serán	transmitidas	a	la	CSVR	y	a	los	notables.	
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• En	 el	 numeral	 6.2.2.	 de	 manera	 adicional	 se	 incluyen	 estas	 precisiones	 sobre	 la	
Secretaria	Técnica	(pág.	186).	
La	 Secretaría	 Técnica	 se	 ajustará	 a	 los	 protocolos	 establecidos	 por	 la	 CSIVI	 para	 la	
verificación	de	la	implementación	de	los	acuerdos.	La	CSIVI	seleccionará	a	un	Secretario	
Técnico.		
	
La	 Secretaría	 Técnica	 coordinará	 todas	 sus	 funciones	 con	 la	 CSIVI.	 Cualquier	 función	
adicional	será	establecida	por	la	CSIVI.		
	
El	Gobierno	Nacional	garantizará	la	gestión	de	los	recursos	necesarios	con	la	comunidad	
internacional	para	implementar	el	proceso	de	verificación.		

	
• En	el	numeral	6.2.2.	el	tercer	bullet	(pág.	186)	queda	así:	

- ApoyoComponente	 técnico:	 estará	 a	 cargo	 deEl	 Instituto	 Kroc,	 con	 sujeción	 a	 los	
criterios	y	 líneas	de	acción	que	defina	 la	comisión	de	seguimiento,	que	desarrollará	
entre	otras,	las	siguientes	actividades:	

a. Diseñará	la	metodología	para	identificar	los	avances	de	los	acuerdos.	
b. Aportará	 las	 buenas	 prácticas	 y	 experiencias	 para	 un	 seguimiento	 efectivo	 a	 la	

implementación	de	los	acuerdos.	
c. Brindará	el	 soporte	 técnico	de	 seguimiento,	 verificación	 y	 acompañamiento	a	 la	

implementación	de	los	acuerdos.		
d. Construirá	 con	 rigor	metodológico	 un	modelo	 de	 evaluación	 y	 seguimiento	 que	

permita	medir	el	cumplimiento	de	los	acuerdos,	lo	suficientemente	preciso	y	que	
permita	en	tiempo	real,	la	toma	de	decisiones	y	los	ajustes,	todo	ello	en	el	marco	
de	 una	 lógica	 de	mejoramiento	 continuo	 de	 las	 capacidades	 de	 ejecución	 en	 la	
construcción	de	la	paz.	

e. Su	esfuerzo	de	trabajo	técnico	podrá	ser	complementado	con	las	buenas	prácticas	
y	 experiencias	 de	 otras	 instituciones	 e	 institutos	 que	 sean	 convenidos	 por	 el	
componente	internacional	de	verificación	y	aprobados	por	la	CSIVICSVR.	

f. Los	informes,	matrices	y	productos	generados	por	el	Instituto	Kroc,	tendrán	como	
destinatario	 el	 Componente	 Internacional	 de	 Verificación	 y	 la	 CSIVICSVR,	 de	
conformidad	con	los	criterios	de	confidencialidad	que	allí	se	establezcan.	

g. Las	 actividades	 de	 acompañamiento	 internacional	 y	 los	 informes	 de	 los	
componentes	temáticos,	serán	tenidos	en	cuenta	como	un	insumo	para	asegurar	
el	seguimiento	objetivo	al	cumplimiento	de	la	implementación	de	los	acuerdos”.		

	
Componente	de	acompañamiento	internacional	
	
• La	 introducción	del	numeral	6.3.	Componente	de	acompañamiento	 internacional	 (pág.	

188)	queda	así:	
El	acompañamiento	internacional	incluido	en	el	punto	6	del	Acuerdo	General	para	el	Fin	
del	 Conflicto,	 que	 trata	 sobre	 la	 implementación,	 verificación	 y	 refrendación,	 se	
entiende	como	el	apoyo	en	experiencias,	 recursos,	monitoreo	y	buenas	prácticas,	para	
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contribuir	a	la	implementación	de	los	acuerdos	y	la	construcción	de	la	paz	se	entenderá	
como	el	apoyo	directo	o	indirecto	de	las	organizaciones,	países	y	agencias	definidas	para	
tal	fin,	a	través	de	recursos	materiales	y/o	humanos,	al	diseño,	ejecución	y	monitoreo	de	
la	implementación	del	presente	Acuerdo.		
	
El	 acompañamiento	 internacional	 es	 un	 esfuerzo	 de	 contribución	 para	 fortalecer	 las	
garantías	para	el	cumplimiento	de	los	acuerdos.	Deberá	respetar	el	orden	constitucional	
y	 legal	 de	 Colombia,	 el	 respeto	 por	 la	 soberanía	 interna,	 y	 el	 deber	 de	 garantizar	 los	
derechos	 humanos	 de	 los	 ciudadanos.	 Se	 trata	 de	 apoyar	 y	 respaldar	 los	 esfuerzos	
conjuntos	para	lograr	con	éxito	la	implementación	de	los	acuerdos.		
	
El	 acompañamiento	 internacional	 en	 los	 términos	 como	 se	 define	 en	 este	 Aacuerdo,	
tendrá	 interlocuciónconexión	 con	 la	 Comisión	 de	 Implementación,	 Seguimiento	 y	
Verificación	del	Acuerdo	Final	de	Paz	y	de	Resolución	de	Diferencias	(CSVR),	Comisión	de	
Seguimiento,	Impulso	y	Verificación	a	la	Implementación	del	Acuerdo	Final	en	adelante	
la	 CSIVI	 CSVR,	 y	 apoyará	 a	 la	 Secretaría	 Técnica	 del	mecanismo	 de	 verificación	 con	 la	
información	que	solicite.		

	
Acompañamiento	Internacional	
	
• El	numeral	6.3.2.	Acompañamiento	internacional	(pág.	189)	queda	así:	

6.3.2.	Acompañamiento	internacional	
Las	FARC-EP	y	el	Gobierno	Nacional	han	acordado	que	se	solicitará	el	acompañamiento	
internacional		de	los	siguientes	países	y	entidades	internacionales,	a	la	implementación	
de	los	acuerdos,	en	cada	uno	de	los	puntos	del	acuerdo	general	para	el	fin	del	conflicto:	

	

Acuerdo	 Instancia	de	acompañamiento	
internacional	

1.	Hacia	un	Nuevo	Campo	Colombiano:	
Reforma	Rural	Integral		

- Unión	Europea		
- FAO	
- Vía	Campesina	
- PNUD		

2.	Participación	política:	apertura	
democrática	para	construir	la	paz	

- Unasur	
- Suiza,	y	el	
- Instituto	Holandés	para	la	Democracia	
Multipartidaria	-	NIMD.	

- Centro	Carter	
3.2	Reincorporación	 - Unión	europeaEuropea	

- UNESCO	
- PNUD	
- OCLAE	(Organización	Continental		
Latinoamericana	y	Caribeña	de	
Estudiantes)	

- OEI	
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3.3	El	Gobierno	Nacional	coordinará	la	
revisión	de	la	situación	de	las	personas	
privadas	de	la	libertad,	procesadas	o	
condenadas,	por	pertenecer	o	colaborar	
con	las	FARC-EP.	

- Oficina	del	Alto	Comisionado	de	
Naciones	Unidas	para	los	Derechos	
Humanos..	
	

3.4	Lucha	y	desmantelamiento	de	las	
organizaciones	criminales		

- UNODC	y	
- Estados	Unidos		

3.4	Unidad	especial	de	investigación	 - Estados	Unidos		
- Unión	Europea	

3.2	Garantías	de	seguridad	y	personal	 - Estados	Unidos	
- Oficina	del	Alto	Comisionado	de	las	
Naciones	Unidas	para	los	Derechos	
Humanos.	

4.	Solución	al	problema	de	las	Drogas	
Ilícitas	

- UNODC		
- Comisión	Global	de	Drogas	

5.	Víctimas		
Derechos	Humanos	de	las	víctimas	

- Oficina	del	Alto	Comisionado	de	las	
Naciones	Unidas	para	los	Derechos	
Humanos.		

- CICR	
- ICTJ	
- Podrán	ser	invitadas	por	la	CSVR,	
otras	instituciones	que	realizan	
acompañamiento	internacional.	

- ACNUR	
- Suecia	

Unidad	de	búsqueda	de	desaparecidos		 - Suecia	
- CICR	
- ICMP	

Enfoque	de	Género	 - ONU	Mujeres.	
- Representante	del	Secretario	General	
para	violencia	sexual	en	el	conflicto.	

- Federación	Democrática	Internacional	
de	Mujeres.	

- Suecia	
	
Herramientas	de	Difusión	y	Comunicación	
	
• El	numeral	6.5.	“Herramientas	de	Difusión	y	Comunicación”	(pág.	191),	queda	así:		

Para	generar	confianza	y	credibilidad	frente	al	Acuerdo	Final,	el	Gobierno	Nacional	y	las	
FARC-EP	hemos	acordado:	
Creación	de	un	 Sistema	Conjunto	de	Comunicaciones	 y	 Pedagogía	del	Acuerdo	 Final	 y	
divulgación	sobre	los	avances	de	la	implementación.			
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Con	el	fin	de	hacer	pedagogía	sobre	los	contenidos	del	Acuerdo	Final	y	dar	a	conocer	los	
avances	 en	 su	 implementación,	 hemos	 acordado	 las	 siguientes	 herramientas	 de	
comunicación	y	divulgación:	

	
• Campaña	pedagógica	Emisoras	para	la	convivencia	y	la	reconciliación:	incluye	piezas	

pedagógicas	para	comunicar	los	contenidos	del	Acuerdo	Final	por		6	meses,	a	través	
de	 los	medios	 institucionales	 (radio	 y	 televisión)	 y	un	año	adicional	 para	difusión	 y	
pedagogía	 del	 inicio	 de	 la	 implementación	 del	 Acuerdo	 Final.	 	 La	 Comisión	 de	
Seguimiento,	Verificación	y	Resolución	de	Diferencias	 -CSVR-	coordinará	de	manera	
expedita,	 la	activación	de	31	emisoras	en	FM	para	que	funcionen	bajo	la	modalidad	
de	 interés	 público	 para	 apoyar	 la	 pedagogía	 de	 los	 acuerdos.	 Una	 vez	 finalice	 el	
proceso	de	dejación	de	armas	y	entre	en		funcionamiento	ECOMÚN,	las	31	emisoras	
serán	 administradas	 por	 ésta	 cooperativa	 Se	 establecerán	 20	 emisoras	 en	 FM,	 de	
interés	público,	clase	“C”,	en	las	zonas	más	afectadas	por	el	conflicto,	en	los	puntos	
geográficos	y	con	la	potencia	que	la	Comisión	de	Seguimiento,	Impulso	y	Verificación	
de	la	Implementación	del	Acuerdo	Final	defina	de	óptimo	alcance	para	la	emisión	de	
señal	y	que	serán	asignadas	a	Radio	Televisión	Nacional	de	Colombia	-	RTVC,	con	el	
objetivo	 de	 hacer	 pedagogía	 de	 los	 contenidos	 e	 informar	 sobre	 los	 avances	 de	 la	
implementación	 del	 Acuerdo	 Final.	 Durante	 2	 años,	 el	 Comité	 de	 Comunicaciones	
Conjunto,	 compuesto	 por	 delegados	 del	 Gobierno	 Nacional	 y	 de	 las	 FARC-EP	 en	
tránsito	a	la	vida	civil,	definirá,	de	común	acuerdo,	los	contenidos	de	pedagogía	y	su	
producción.	Las	emisoras	podrán	funcionar	24	horas	al	día.	
	
A	 más	 tardar	 dentro	 de	 los	 doce	 meses	 siguientes	 a	 la	 definición	 de	 los	 puntos	
geográficos,	 quedarán	 instaladas	 y	 entrarán	 en	 funcionamiento	 la	 totalidad	 de	 las	
emisoras.		
	
Después	de	 los	dos	primeros	años	de	funcionamiento,	Radio	Televisión	Nacional	de	
Colombia	 –RTVC	 administrará	 estas	 emisoras	 por	 cuatro	 años	 más	 en	 los	 que	 la	
programación	se	asignará,	bajo	los	principios	que	rigen	la	radio	de	interés	público,	de	
la	siguiente	manera:	un	tercio	para	las	organizaciones	de	víctimas	en	esos	territorios,	
un	 tercio	 para	 ECOMÚN	 y	 un	 tercio	 para	 organizaciones	 comunitarias	 de	 esos	
territorios,	con	el	 fin	de	promover	 la	convivencia,	 la	reconciliación	y	 la	construcción	
de	 la	paz.	La	asignación	de	 las	 franjas	horarias	a	 los	 tres	sectores	se	hará	de	 forma	
equitativa.	
	
Durante	 los	 dos	 primeros	 años,	 Radio	 Televisión	 Nacional	 de	 Colombia	 –RTVC	
definirá	una			ruta	de	capacitación	técnica	de	hasta	60	personas	de	los	tres	sectores,	
en	 forma	equitativa,	20	cupos	por	sector,	como	operadores	y	productores	de	radio	
de	estas	emisoras,	con	el	fin	de	que	puedan	multiplicar	el	conocimiento.	
	
Luego	 de	 los	 seis	 años	 de	 funcionamiento	 de	 las	 emisoras,	 el	 	 Ministerio	 de	
Tecnologías	de	la	Información	y	las	Comunicaciones	-MINTIC,	a	partir	del	concepto	de	
la	Comisión	de	Seguimiento,	Impulso	y	Verificación	a	la	Implementación	del	Acuerdo	
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Final	 (CSIVI),	 podrá	 prorrogar	 las	 licencias	 de	 interés	 público	 clase	 “C”	 hasta	 por	
cuatro	años	más,	en	las	mismas	condiciones	en	que	venían	funcionando.	
	

• Redes	 sociales:Herramientas	 	 de	 comunicación:	 A	 partir	 de	 la	 experiencia	 de	 la	
página	 de	 la	 Mesa	 de	 Conversaciones,	 se	 diseñará	 el	 Comité	 de	 Comunicaciones	
Conjunto	diseñará	una	estrategia	de	difusión	con	nuevas	herramientas	a	través	de	las	
redes	sociales	para	mantener	informados	a	las	audiencias	sobre	la	pedagogía	de	los	
acuerdos	y	la	fase	de	implementación	de	los	Acuerdos.	
	

• Espacio	 en	 televisión	 institucional:	 con	 el	 fin	 de	 promover	 la	 convivencia,	 la	
reconciliación	 y	 la	 construcción	 de	 la	 paz,	 el	 Comité	 de	 Comunicaciones	 Conjunto,	
compuesto	 por	 delegados	 del	 Gobierno	Nacional	 y	 de	 las	 FARC-EP	 en	 tránsito	 a	 la	
vida	 civil,	 en	 coordinación	 con	 RTVC	 y	 la	 Autoridad	Nacional	 de	 Televisión	 -	 ANTV,	
contará	durante	dos	años	en	el	Canal	 Institucional	 con	un	espacio	de	hora	y	media	
semanal	 y	 una	 repetición	 del	 contenido	 completo	 de	 ese	 espacio	 en	 la	 misma	
semana,	 para	 hacer	 pedagogía	 de	 los	 acuerdos	 e	 informar	 sobre	 los	 avances	 de	 la	
implementación.	 El	 Gobierno	 Nacional	 garantizará	 que	 el	 horario	 de	 emisión	 del	
programa	sea	el	óptimo	de	acuerdo	a	la	audiencia	y	al	propósito	de	la	información	a	
divulgar.	 	 Mientras	 culmine	 el	 proceso	 de	 dejación	 de	 las	 armas,	 las	 FARC	 -EP	 en	
tránsito	 a	 la	 vida	 civil,	 designarán	 dos	 representantes	 para	 que	 participen	 en	 los	
consejos	de	redacción	que	presidirá	el	Gobierno	en	el	marco	del	Comité.	El	programa	
se	emitirá	a	partir	de	que	 la	ANTV	garantice	un	porcentaje	de	 la	 financiación	de	su	
producción	y	emisión,	de	conformidad	con	 lo	previsto	en	 la	reglamentación	vigente	
expedida	 por	 la	 ANTV	 para	 la	 programación	 habitual	 de	 interés	 público	 del	 Canal	
Institucional.	Los	dos	años	de	vigencia	se	contarán	a	partir	de	la	primera	emisión	del	
programa.	

El	Gobierno	Nacional	y	 las	FARC-EP,	designarán	a	una	persona	para	que	haga	parte	este	
sistema.	Todo	lo	anterior,	sin	perjuicio	de	otras	actividades	que	con	ese	propósito	realicen	
cada	 uno	 por	 separado.	 El	 financiamiento	 del	 Sistema	 será	 asumido	 por	 Gobierno	
Nacional	y	entrará	en	funcionamiento	una	vez	haya	iniciado	la	CSVR.	

Todo	 lo	 anterior,	 sin	 perjuicio	 de	otras	 actividades	que	 con	ese	propósito	 realicen	 cada	
uno	 por	 separado.	 El	 financiamiento	 del	 Sistema	 Comité	 de	 Comunicaciones	 Conjunto	
será	asumido	por	Gobierno	Nacional.	y	entrará	en	funcionamiento	una	vez	haya	iniciado	
la	CSVR.	

Refrendación	
• El	numeral	6.6	Acuerdo	sobre	“Refrendación”,	queda	así:	

El	 Gobierno	 de	 Colombia	 y	 las	 FARC-EP,	 para	 zanjar	 las	 diferencias	 surgidas	 hasta	 la	
fecha	 sobre	 el	 tema	 aludido,	 en	 desarrollo	 de	 la	 Agenda	 del	 Acuerdo	General	 para	 la	
Terminación	 del	 Conflicto,	 hemos	 convenido	 acoger	 como	 fórmula	 de	 convergencia	 la	
decisión	 que	 profiera	 la	 Corte	 Constitucional	 sobre	 los	 alcances	 del	 Proyecto	 de	 Ley	
Estatutaria	 No.	 156	 Cámara	 de	 2015,	 94	 de	 2015	 Senado,	 en	 el	 espíritu	 hasta	 ahora	



	
12.11.2016	
Documento	de	trabajo:	cambios,	precisiones	y	ajustes		
*	Todas	las	referencias	a	las	páginas	corresponden	al	texto	publicado	el	24	de	agosto	de	2016	
*	Las	modificaciones	aparecen	con	control	de	cambios	

Página	79	de	90	
	

anunciado	 y	 en	 esa	medida	 aceptamos	 el	mecanismo	 de	 participación	 popular	 que	 la	
Corte	indique	y	en	los	términos	que	este	alto	tribunal	señale.		
El	nuevo	Acuerdo	Final	para	 la	Terminación	del	Conflicto	y	 la	Construcción	de	una	Paz	
Estable	y	Duradera	deberá	ser	objeto	de	refrendación,	de	acuerdo	con	el	punto	6	de	la	
Agenda	 del	 Acuerdo	General.	 Dicha	 refrendación	 podrá	 efectuarse	mediante	 sistemas	
de	participación	ciudadana	como	son	el	plebiscito,	la	iniciativa	legislativa,	la	consulta,	el	
cabildo	abierto	y	otros,	o	por	corporaciones	públicas	elegidas	mediante	sufragio	sobre	
cuyos	 miembros	 recaiga	 representación	 con	 mandato	 tales	 como	 el	 Congreso	 de	 la	
República,	 las	 asambleas	 departamentales	 y	 concejos	 municipales.	 El	 Gobierno	 y	 las	
FARC	acordarán	el	mecanismo	de	refrendación	que	habrá	de	hacerse	como	las	normas	
pertinentes	o	sentencias	lo	indiquen.	

	
Capitulo	Étnico	(en	la	remuneración	del	nuevo	acuerdo	final	será	el	numeral	6.2.)	
	
• El	numeral	6.1.12.2.	Principios	(pág.	180)	primer	párrafo,	queda	así:	

En	la	interpretación	e	implementación	de	todos	los	componentes	del	Acuerdo	Final	para	
la	 Terminación	 del	 Conflicto	 y	 la	 Construcción	 de	 una	 Paz	 Estable	 y	 Duradera	 en	
Colombia	con	un	enfoque	étnico,	incluyen	los	contemplados	en	el	ordenamiento	jurídico	
del	 marco	 internacional,	 constitucional,	 jurisprudencial	 y	 legal,	 especialmente	 el	
principio	 de	 no	 regresividad,	 reconocido	 en	 el	 Pacto	 Internacional	 de	 los	 Derechos	
Económicos,	Sociales	y	Culturales,	así	́como	los	principios	y	derechos	reconocidos	en	la	
Convención	sobre	la	Eliminación	de	Todas	las	Formas	de	Discriminación	contra	la	Mujer	
–CEDAW	 (ratificada	 por	 Colombia	 el	 19	 de	 enero	 de	 1982),	 Convención	 Internacional	
sobre	la	Eliminación	de	Todas	las	Formas	de	Discriminación	Racial	-CERD,	Declaración	de	
Acción	de	Durban,	la	Declaración	de	las	Naciones	Unidas	sobre	Derechos	de	los	Pueblos	
Indígenas,	el	Convenio	169	de	la	OIT	sobre	Derechos	de	los	Pueblos	Indígenas	y	Tribales.	
	

• PROTOCOLOS	Y	ANEXOS	

Los	protocolos	del	capítulo	de	Monitoreo	y	Verificación	incluyen		las	siguientes	modificaciones:		

• En	 el	 Protocolo	 del	 capítulo	 de	Monitoreo	 y	 Verificación:	 FLUJO	DE	 LA	 INFORMACIÓN	DEL	
MM&V	 del	 Acuerdo	 de	 Cese	 al	 Fuego	 y	 de	 Hostilidades	 Bilateral	 y	 Definitivo	 (CFHBD)	 y	
Dejación	de	las	Armas	(DA),		la	sección	de	“Reportes”	(pág.	202),	queda	así:		
Se	entiende	por	reporte	el	documento	de	carácter	interno,	construido	por	las	personas	de	las	
instancias	 local,	 regional	 o	 nacional	 y	 presentado	 por	 el	 Componente	 Internacional	 quien	
lidera	en	 las	respectivas	 instancias;	en	el	reporte	se	consignan	los	hechos	que	se	presenten	
en	terreno	y	que	sean	de	manejo	del	MM&V.	Se	incluye	el	hecho,	la	información	recolectada	
al	 respecto,	 el	 análisis,	 información	 desagregada	 por	 sexo	 género	 y	 orientación	 sexual	
diversidad	 de	 género	 y	 la	 recomendación	 de	manejo	 frente	 al	mismo.	 Los	 reportes	 fluyen	
hacia	la	siguiente	instancia	jerárquica.	
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• En	 el	 Protocolo	 del	 capítulo	 de	Monitoreo	 y	 Verificación:	 FLUJO	DE	 LA	 INFORMACIÓN	DEL	
MM&V	 del	 Acuerdo	 de	 Cese	 al	 Fuego	 y	 de	 Hostilidades	 Bilateral	 y	 Definitivo	 (CFHBD)	 y	
Dejación	de	las	Armas	(DA),		la	sección	de	“Informes”	(pág.	202),	queda	así:		
Se	 entiende	 por	 informe	 el	 documento	 de	 carácter	 público,	 emanado	 de	 la	 instancia	
nacional,	elaborado	por	las	personas	del	componente	internacional	y	con	la	debida	consulta	
a	 las	 y	 los	 delegados	 del	 Gobierno	 Nacional	 y	 de	 las	 FARC-EP,	 que	 contiene	 el	 detalle	 del	
avance	 del	 proceso	 de	monitoreo	 y	 verificación;	 este	 documento	 toma	 como	 insumos	 los	
consolidados	mensuales	de	los	eventos	documentados	en	cada	una	de	las	instancias	locales	y	
regionales,	así	como	las	principales	novedades	observadas	por	el	MM&V	y	refleja	el	análisis	
de	la	información	recolectada.	con	enfoque	diferencial	y	de	género.	

	
• En	 el	 Protocolo	 del	 capítulo	 de	 Monitoreo	 y	 Verificación:	 OBSERVACIÓN	 Y	 REGISTRO	 del	

MM&V	 del	 Acuerdo	 de	 Cese	 al	 Fuego	 y	 de	 Hostilidades	 Bilateral	 y	 Definitivo	 (CFHBD)	 y	
Dejación	 de	 las	 Armas	 (DA),	 (pág.	 207),	 la	 sección	 de	 “Tareas	 permanentes	 de	 las	 y	 los	
monitores”,	el	bullet	5	de	la	instancia	local,	quedará	así:		
Para	 el	 recibo	 y	 análisis	 de	 información	 relativa	 a	 violencia	 por	 razón	 de	 génerocontra	 las	
mujeres	o	contra	las	personas	LGBTI		o	identidad	sexual	diversa–y	en	particular	para	los	casos	
de	 violencia	 sexual–	 se	 cuenta	 entre	 el	 personal	 con	 monitores	 capacitados	 para	 atender	
estos	casos.		
	

• En	el	Protocolo	del	capítulo	de	Monitoreo	y	Verificación:	MANDATO	DEL	MM&V	del	Acuerdo	
de	 Cese	 al	 Fuego	 y	 de	 Hostilidades	 Bilateral	 y	 Definitivo	 (CFHBD)	 y	 Dejación	 de	 las	 Armas	
(DA).	(pág.	219),	la	sección	de	“Principios	y	pautas	generales”	el	primer	párrafo	quedará	así:		
El	MM&V	actúa	bajo	 los	principios	de	respeto,	de	 la	 imparcialidad	en	sus	procedimientos	y	
recomendaciones;	 así	 como	 bajo	 el	 principio	 de	 transparencia	 en	 el	 cumplimiento	 de	 sus	
funciones	y	el	de	no	discriminación	de	ningún	tipo.por	razones	de	género.	
	

• En	 el	 Protocolo	 y	 Anexos	 del	 capítulo	 de	 LOGÍSTICA	 del	 Acuerdo	 de	 Cese	 al	 Fuego	 y	 de	
Hostilidades	Bilateral	y	Definitivo	(CFHBD)	y	Dejación	de	las	Armas	(DA)	(pág.	241)	la	sección	
de	“Definición	de	Logística”,	el	segundo	párrafo	queda	así:			
Se	debe	tener	en	cuenta	para	el	suministro	de	logística	los	elementos	diferenciados	para	las	
mujeres	por	género.	
	

• En	el	protocolo	del	capítulo	de	“LOGÍSTICA	del	Acuerdo	de	Cese	al	Fuego	y	de	Hostilidades	
Bilateral	y	Definitivo	(CFHBD)	y	Dejación	de	las	Armas	(DA)”	(Pág.	241),	el	acápite	sobre	Salud	
queda	así:		
1.	Salud.	Durante	el	proceso	del	CFHBD	y	DA,	se	cuenta	con	 la	atención	médica	básica	que	
sea	necesaria	de	forma	inmediata.	Se	brindará	atención	a	las	madres	gestantes	y	lactantes	y	
en	general,	atención	materno	infantil.	Igualmente,	se	prestará	atención	médica	especializada	
o	 de	 emergencia,	 en	 cuyo	 caso	 se	 podrán	 realizar	 los	 traslados	 a	 los	 centros	 médicos	
pertinentes,	garantizando	la	atención	oportuna	y	la	seguridad.		
	

	
PROYECTO	DE	LEY	DE	AMNISTÍA	Y	OTROS	TRATAMIENTOS	PENALES		
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Proyecto	de	ley	de	amnistía	y	otros	tratamiento	penales		

• El	Artículo	6.	Prevalencia	(pág.259),	queda	así:	
Artículo	 6.	 Prevalencia.	 Las	 amnistías,	 indultos	 y	 los	 tratamientos	 penales	 tales	 como	 la	
extinción	de	responsabilidades	y	sanciones	penales	y	administrativas	o	renuncia	del	Estado	a	
la	persecución	penal	establecidos	en	el	acuerdo	de	Jurisdicción	Especial	para	la	Paz,	incluidos	
los	diferenciados	para	agentes	del	 Estado,	prevalecerán	 sobre	 las	 actuaciones	de	 cualquier	
jurisdicción	 o	 procedimiento,	 en	 especial	 sobre	 actuaciones	 penales,	 disciplinarias,	
administrativas,	 fiscales	 o	 de	 cualquier	 otro	 tipo,	 por	 conductas	 ocurridas	 en	 el	marco	 del	
conflicto	interno,	por	causa,	con	ocasión	o	en	relación	directa	o	indirecta	a	este.	
	
La	amnistía	será	un	mecanismo	de	extinción	de	la	acción	penal,	disciplinaria,	administrativa	y	
fiscal,	 cuya	 finalidad	 es	 otorgar	 seguridad	 jurídica	 a	 los	 integrantes	 de	 las	 FARC-EP	 o	 a	
personas	acusadas	de	serlo,	tras	la	firma	del	Acuerdo	Final	de	Paz	con	el	Gobierno	Nacional	y	
la	 finalización	de	 las	hostilidades,	 todo	ello	 sin	perjuicio	de	 lo	establecido	en	el	 artículo	40	
sobre	extinción	de	dominio..	
	
En	 lo	que	respecta	a	 la	sanción	disciplinaria	o	administrativa,	 la	amnistía	tendrá	también	el	
efecto	 de	 anular	 o	 extinguir	 la	 responsabilidad	 o	 la	 sanción	 disciplinaria	 o	 administrativa	
impuesta	por	conductas	relacionadas,	directa	o	indirectamente	con	el	conflicto	armado.	

	
• El	segundo	párrafo	del	Artículo	21.	Ámbito	de	aplicación	personal.	(pág.	266),	queda	así:		

Se	aplicará	a	las	siguientes	personas,	tanto	nacionales	colombianas	como	extranjeras	que,	en	
grado	de	tentativa	o	consumación,	sean	autores	o	partícipes	de	los	delitos	conexos	al	político	
conforme	a	lo	establecido	en	el	artículo	siguiente	respecto	a	criterios	de	conexidad,	siempre	
que	se	den	alguno	de	los	siguientes	requisitos:	
1.-Que	la	providencia	judicial	condene,	procese	o	investigue	por	pertenencia	o	colaboración	
con	las	FARC-EP,	o.	
2.-	 Integrantes	 de	 las	 FARC-EP	 tras	 la	 entrada	 en	 vigencia	 del	 Acuerdo	 Final	 de	 Paz	 con	 el	
Gobierno	 Nacional,	 de	 conformidad	 con	 los	 listados	 entregados	 por	 representantes	
designados	por	dicha	organización	expresamente	para	ese	fin,	listados	que	serán	verificados	
conforme	 a	 lo	 establecido	 en	 el	 Acuerdo	 Final	 de	 Paz.	 Lo	 anterior	 aplica	 aunque	 la	
providencia	judicial	no	condene,	procese	o	investigue	por	pertenencia	a	las	FARC-EP,	o.	
3.-Que	 la	 sentencia	 condenatoria	 indique	 la	 pertenencia	 del	 condenado	 a	 las	 FARC-EP,	
aunque	no	se	condene	por	un	delito	político,	siempre	que	el	delito	por	el	que	haya	resultado	
condenado	cumpla	los	requisitos	de	conexidad	establecidos	en	esta	ley,	o.	
4.	(…)	

	
• El	artículo	Artículo	22.	Criterios	de	conexidad.	(pág.	266),	queda	así:		

Artículo	 22.	 Criterios	 de	 conexidad.	 La	 Sala	 de	Amnistía	 e	 Indulto	 concederá	 las	 amnistías	
por	los	delitos	políticos	o	conexos.	En	todo	caso,	se	entienden	conexos	con	el	delito	político	
los	delitos	que	reúnan	alguno	de	los	siguientes	criterios:	
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a. Aquellos	delitos	relacionados	específicamente	con	el	desarrollo	de	la	rebelión	cometidos	
con	 ocasión	 del	 conflicto	 armado,	 como	 las	 muertes	 en	 combate	 compatibles	 con	 el	
Derecho	 Internacional	 Humanitario	 y	 la	 aprehensión	 de	 combatientes	 efectuada	 en	
operaciones	militares;	o	

b. Aquellos	delitos	en	 los	cuales	el	sujeto	pasivo	de	 la	conducta	es	el	Estado	y	su	régimen	
constitucional	vigente;	o	

c. Aquellas	 conductas	 dirigidas	 a	 facilitar,	 apoyar,	 financiar	 u	 ocultar	 el	 desarrollo	 de	 la	
rebelión.	

	
La	Sala	de	Amnistía	e	Indulto	determinará	la	conexidad	con	el	delito	político	caso	a	caso.	

Parágrafo.	(…)	
	

• El	 artículo	 Artículo	 27.	 Sala	 de	 Definición	 de	 Situaciones	 Jurídicas.	 Numeral	 6	 (pág.	 270),	
queda	así:		
Artículo	27.	Sala	de	Definición	de	Situaciones	Jurídicas.	La	Sala	de	Definición	de	Situaciones	
Jurídicas	de	la	Jurisdicción	Especial	para	la	Paz	tendrá	las	siguientes	funciones:	
	
(…)	
	
6.-A	petición	del	investigado,	definir	la	situación	jurídica	de	las	personas	que,	sin	pertenecer	
a	 una	organización	 rebelde,	 tengan	una	 investigación	 en	 curso	por	 conductas	 que	 sean	de	
competencia	de	la	Jurisdicción	Especial	para	la	Paz.	La	Sala	decidirá	si	es	procedente	remitirlo	
a	 la	 Sala	 de	Amnistía	 e	 Indulto,	 si	 es	 procedente	 remitirlo	 a	 la	 Sala	 de	 Reconocimiento	 de	
Verdad	 y	 Responsabilidad	 y	 Determinación	 de	 Hechos	 y	 Conductas,	 o	 si	 para	 definir	 la	
situación	 jurídica	 es	 procedente	 renunciar	 al	 ejercicio	de	 la	 acción	penal	 o	disciplinaria,	 en	
este	 último	 caso	 también	 respecto	 a	 civiles	 no	 combatientes,	 	 o	 aplicar	 cualquier	 otro	
mecanismo	jurídico	según	el	caso.	La	resolución	que	defina	la	situación	jurídica	hará	tránsito	
a	cosa	juzgada.	

	
• El	artículo	Artículo	28.	Ámbito	de	competencia	personal.	Numeral	2	(pág.	272),	queda	así:		

Artículo	28.	Ámbito	de	competencia	personal.	Sin	perjuicio	de	lo	que	se	establece	para	los	
agentes	del	Estado	en	el	Titulo	 III	de	esta	 ley	y	de	 lo	previsto	en	el	Acuerdo	de	Jurisdicción	
Especial	 para	 la	 Paz,	 la	 Sala	 de	 Definición	 de	 Situaciones	 Jurídicas	 conocerá	 de	 los	 casos	
objeto	 de	 su	 competencia,	 respecto	 de	 las	 siguientes	 personas	 nacionales	 colombianos	 o	
extranjeros,	 bien	 sea	 que	 su	 responsabilidad	 sea	 a	 título	 de	 autoría	 o	 participación,	
consumación	o	tentativa:	
(…)	
	
2.	 Personas	que,	por	 conductas	desplegadas	en	 contextos	 relacionados	 con	el	 ejercicio	del	
derecho	a	la	protesta	o	disturbios	internos,	hayan	sido	perseguidas	penalmente,	entre	otros,	
por	 los	 delitos	 contemplados	 en	 los	 artículos	 112	 (lesiones	 personales	 con	 incapacidad	
menor	 a	 30	 días),	 265	 (daño	 en	 bien	 ajeno),	 353	 (perturbación	 en	 servicio	 de	 transporte	
público,	 colectivo	u	oficial),	353A	 (obstrucción	a	vías	públicas	que	afecte	el	orden	público),	
356A	 (disparo	 de	 arma	 de	 fuego),	 359	 (empleo	 o	 lanzamiento	 de	 sustancias	 u	 objetos	
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peligrosos),	 429	 (violencia	 contra	 servidor	 público),	 430	 (perturbación	 de	 actos	 oficiales)	 y	
469	 (asonada)	 del	 Código	 Penal	 colombiano.	 Otras	 personas	 condenadas	 por	 delitos	
diferentes	a	 los	anteriores	 como	consecuencia	de	participación	en	actividades	de	protesta,	
podrán	 solicitar	 a	 la	 Sala	 de	 Definición	 de	 Situaciones	 Jurídicas	 el	 ejercicio	 de	 sus	
competencias	respecto	a	sus	condenas,	si	pudieran	acreditar	que	 las	conductas	por	 las	que	
fueron	 condenados	 no	 son	 de	 mayor	 gravedad	 que	 las	 establecidas	 en	 los	 anteriores	
artículos	del	Código	Penal.	
	(…)	
	

• El	artículo	Artículo	49.	Libertad	transitoria	condicionada	y	anticipada.	Segundo	párrafo	(pág.	
284),	queda	así:		
Artículo	49.	Libertad	transitoria	condicionada	y	anticipada.		
	
(…)	
	
Este	beneficio	se	aplicará	a	los	agentes	del	Estado,	que	al	momento	de	entrar	en	vigencia	la	
presente	ley,	estén	detenidos	o	condenados	que	manifiesten	o	acepten	su	sometimiento	a	la	
Sala	de	Definición	de	Situaciones	Jurídicas	de	la	Jurisdicción	Especial	para	la	Paz,	con	el	fin	de	
acogerse	al	mecanismo	de	la	renuncia	a	la	persecución	penal.	

	
• El	artículo	Artículo	51.	Procedimiento	para	 la	 libertad	 transitoria	 condicionada	y	anticipada	

(pág.	284),	queda	así:		
	
Artículo	 51.	 Procedimiento	 para	 la	 libertad	 transitoria	 condicionada	 y	 anticipada.	 El	
Ministerio	de	Defensa	Nacional	consolidará	los	listados	de	los	miembros	de	la	Fuerza	Pública	
que	 prima	 facie	 cumplan	 con	 los	 requisitos	 para	 la	 aplicación	 de	 la	 libertad	 transitoria	
condicionada	y	anticipada.	Para	la	elaboración	de	los	 listados	se	solicitará	 información	a	 las	
jurisdicciones	penal	ordinaria	y	penal	militar,	 las	que	deberán	dar	 respuesta	en	un	término	
máximo	de	15	días	hábiles.	Una	vez	 consolidados	 los	 listados	 serán	 remitidos	al	 Secretario	
Ejecutivo	de	la	Jurisdicción	Especial	para	la	Paz	quien	verificará	dichos	listados	o	modificará	
los	mismos	en	caso	de	creerlo	necesario,	así	como	verificará	que	se	haya	suscrito	el	acta	de	
compromiso	 de	 que	 trata	 el	 artículo	 anterior.	 El	 Secretario	 Ejecutivo	 de	 la	 Jurisdicción	
Especial	para	 la	Paz	comunicará	al	 funcionario	que	esté	conociendo	 la	causa	penal	sobre	el	
cumplimiento	 de	 los	 requisitos	 por	 parte	 del	 beneficiado,	 para	 que	 proceda	 a	 otorgar	 la	
libertad	transitoria	condicionada	y	anticipada	a	que	se	refiere	el	artículo	anterior,	funcionario	
quien	de	manera	inmediata	adoptará	la	acción	o	decisión	tendiente	a	materializar	la	misma.		
	
El	incumplimiento	de	lo	aquí	dispuesto	constituye	falta	disciplinaria	

	
• El	artículo	Artículo	52.	Supervisión.	(pág.	285),	queda	así:		

Artículo	52.	Supervisión.	Los	directores	de	 los	establecimientos	penitenciarios	y	carcelarios	
de	donde	saldrá	el	personal	beneficiado	de	la	libertad	transitoria	condicionada	y	anticipada,	
ejercerá	 supervisión	 sobre	 éste	 hasta	 que	 la	 Sala	 de	 Definición	 de	 Situaciones	 Jurídicas	
determine	lo	de	su	competencia	la	aplicación	del	mecanismo	a	la	renuncia	a	la	persecución	
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penal,	 utilizando	 tanto	 los	 mecanismos	 ordinarios	 como	 los	 dispuestos	 en	 la	 Jurisdicción	
Especial	para	la	Paz.	

	
• El	Titulo	del	Capítulo	IV	(pág.	285),	queda	así:		

CAPÍTULO	IV	
PRIVACIÓN	DE	LA	LIBERTAD	EN	UNIDAD	MILITAR	O	POLICIAL	PARA	 INTEGRANTES	DE	LAS	
FUERZAS	 MILITARES	 Y	 POLICIALES	 AGENTES	 DEL	 ESTADO	 EN	 EL	 MARCO	 DE	 LA	
JURISDICCIÓN	ESPECIAL	PARA	LA	PAZ	

	
• El	artículo	Artículo	54.	Párrafo	1	y	2	(pág.	285),	queda	así:		

Artículo	 54.	 Privación	 de	 la	 libertad	 en	 Unidad	Militar	 o	 Policial	 para	 integrantes	 de	 las	
Fuerzas	 Militares	 y	 Policiales	 Agentes	 del	 Estado.	 La	 privación	 de	 la	 libertad	 en	 Unidad	
Militar	o	Policial	para	integrantes	de	las	Fuerzas	Militares	y	PolicialesAgentes	del	Estado	en	
el	marco	 de	 la	 Jurisdicción	 Especial	 para	 la	 Paz	 es	 un	 beneficio	 expresión	 del	 tratamiento	
penal	 especial	 diferenciado	 propio	 del	 sistema	 integral,	 necesario	 para	 la	 construcción	 de	
confianza	 y	 facilitar	 la	 terminación	 del	 conflicto	 armado	 interno,	 debiendo	 ser	 aplicado	de	
manera	 preferente	 en	 el	 sistema	 penal	 colombiano,	 como	 contribución	 al	 logro	 de	 la	 paz	
estable	y	duradera.	
	
Este	beneficio	se	aplicará	a	 los	 integrantes	de	las	Fuerzas	Militares	y	Policiales	 	Agentes	del	
Estado	detenidos	o	condenados	que	manifiesten	o	acepten	su	sometimiento	a	la	Jurisdicción	
Especial	para	 la	Paz.	Todo	respetando	 lo	establecido	en	el	código	penitenciario	y	carcelario	
respecto	a	otros	servidores	públicos.	

	
• El	artículo	Artículo	55.	De	los	beneficiarios	de	la	Privación	de	la	libertad	en	Unidad	Militar	o	

Policial	para	Agentes	del	Estado.	Primer	párrafo	(pág.	285),	queda	así:		
Artículo	55.	De	 los	beneficiarios	de	 la	Privación	de	 la	 libertad	en	Unidad	Militar	o	Policial	
para	integrantes	de	las	Fuerzas	Militares	y	Policiales	Agentes	del	Estado.	Los	integrantes	de	
las	Fuerzas	Militares	y	Policiales	Agentes	del	Estado	que	al	momento	de	entrar	en	vigencia	la	
presente	 ley	 lleven	 privados	 de	 la	 libertad	 menos	 de	 cinco	 (5)	 años,	 conforme	 a	 lo	
establecido	para	las	sanciones	alternativas	en	la	Jurisdicción	Especial	para	la	Paz	continuarán	
privados	 de	 la	 libertad	 en	 Unidad	 Militar	 o	 Policial,	 siempre	 que	 cumplan	 los	 siguientes	
requisitos	concurrentes:	

	
• El	 artículo	 Artículo	 56.	 Procedimiento	 para	 la	 Privación	 de	 la	 libertad	 en	 Unidad	Militar	 o	

Policial	para	Agentes	del	Estado.	Primer	párrafo	(pág.	286),	queda	así:		
Artículo	56.	Procedimiento	para	la	Privación	de	la	libertad	en	Unidad	Militar	o	Policial	para	
integrantes	 de	 las	 Fuerzas	 Militares	 y	 Policiales.	 El	 Ministerio	 de	 Defensa	 Nacional	
consolidará	 los	 listados	de	 los	miembros	de	 la	Fuerza	Pública	que	prima	 facie	cumplan	con	
los	 requisitos	 para	 la	 aplicación	 de	para	 Agentes	 del	 Estado.	 El	 Secretario	 Ejecutivo	 de	 la	
Jurisdicción	 Especial	 para	 la	 Paz	 comunicará	 al	 funcionario	 que	 esté	 conociendo	 la	 causa	
penal	sobre	el	cumplimiento	de	los	requisitos	por	parte	del	beneficiado,	para	que	proceda	a	
otorgar	la	sustitución	de	la	privación	de	la	libertad	intramural	por	la	Privación	de	la	libertad	
en	Unidad	Militar	o	Policial	 a	que	 se	 refiere	el	 artículo	anterior.	 Para	 la	elaboración	de	 los	
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listados	 se	 solicitará	 información	 al	 INPEC,	 institución	 que	 deberá	 dar	 respuesta	 en	 un	
término	 máximo	 de	 15	 días	 hábiles.	 Una	 vez	 consolidados	 los	 listados	 serán	 remitidos	 al	
Secretario	Ejecutivo	de	 la	 Jurisdicción	Especial	para	 la	Paz	quien	verificará	o	modificará	 los	
mismos	 en	 caso	 de	 creerlo	 necesario,	 y	 comunicará	 al	 funcionario	 que	 esté	 conociendo	 la	
causa	 penal	 sobre	 el	 cumplimiento	 de	 los	 requisitos	 por	 parte	 del	 beneficiado,	 para	 que	
proceda	a	otorgar	la	sustitución	de	la	privación	de	la	libertad	intramural	por	la	Privación	de	la	
libertad	en	Unidad	Militar	o	Policial	a	que	se	refiere	el	artículo	anterior,	funcionario,	quien	de	
manera	inmediata	adoptará	la	acción	o	decisión	tendiente	a	materializar	la	misma.		
	

• El	artículo	Artículo	57.	Supervisión	(pág.	286),	queda	así:		
Artículo	57.	Supervisión.	El	Director	del	centro	de	reclusión	militar	o	policial,	o	en	su	defecto	
el	Comandante	de	la	Unidad	Militar	o	Policial	donde	vayan	a	continuar	privados	de	la	libertad	
los	 integrantes	 de	 las	 Fuerzas	 Militares	 y	 Policiales,Agentes	 del	 Estado,	 ejercerá	 control,	
vigilancia	 y	 verificación	 del	 personal	 beneficiado	 de	 la	 privación	 de	 la	 libertad	 en	 Unidad	
Militar	 o	 Policial,	 utilizando	 tanto	 los	 mecanismos	 ordinarios	 como	 los	 dispuestos	 en	 la	
Jurisdicción	Especial	para	La	Paz.	
	

El	acuerdo	del	11	de	mayo	de	2016	(pág.	176)	se	reemplaza	en	su	totalidad	por	el	siguiente:		

	

ACUERDO	DE	7	DE	NOVIEMBRE	DE	2016	
	

I.-	En	desarrollo	del	derecho	a	la	paz,	una	vez	aprobado	el	Acuerdo	Final	para	la	terminación	
del	conflicto	y	la	construcción	de	una	paz	estable	y	duradera,	el	Gobierno	Nacional,	mediante	
el	procedimiento	legislativo	especial	para	la	paz	o	mediante	otro	Acto	Legislativo	en	caso	de	
que	 el	 anterior	 procedimiento	 no	 estuviera	 vigente,	 impulsará	 inmediatamente	 un	 Acto	
Legislativo	 que	 derogue	 el	 artículo	 4	 del	 Acto	 Legislativo	 01	 de	 2016	 e	 incorpore	 a	 la	
Constitución	Política	el	siguiente	artículo	transitorio	relativo	al	Acuerdo	Final:	
	
	“Artículo	transitorio	XX:	
“En	desarrollo	del	derecho	a	la	paz,	los	contenidos	del	Acuerdo	Final	para	la	terminación	del	
conflicto	 y	 la	 construcción	 de	 una	 paz	 estable	 y	 duradera	 firmado	 el	 día	 xxxxx	 que	
correspondan	 a	 normas	 de	 derecho	 internacional	 humanitario	 o	 derechos	 fundamentales	
definidos	 en	 la	 Constitución	 Política	 y	 aquellos	 conexos	 con	 los	 anteriores,	 serán	
obligatoriamente	 parámetros	 de	 interpretación	 y	 referente	 de	 desarrollo	 y	 validez	 de	 las	
Normas	y	las	Leyes	de	Implementación	y	desarrollo	del	Acuerdo	Final.	
		
Las	instituciones	y	autoridades	del	Estado	tienen	la	obligación	de	cumplir	de	buena	fe	con	lo	
establecido	 en	 el	 Acuerdo	 Final.	 En	 consecuencia,	 las	 actuaciones	 de	 todos	 los	 órganos	 y	
autoridades	 del	 Estado,	 los	 desarrollos	 normativos	 del	 Acuerdo	 Final	 y	 su	 interpretación	 y	
aplicación	 deberán	 guardar	 coherencia	 e	 integralidad	 con	 lo	 acordado,	 preservando	 los	
contenidos,	los	compromisos,	el	espíritu	y	los	principios	del	Acuerdo	Final.	
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El	 presente	 artículo	 rige	 a	 partir	 de	 la	 fecha	 y	 hasta	 la	 finalización	 de	 los	 tres	 periodos	
presidenciales	completos	posteriores	a	la	firma	del	Acuerdo	Final.”	
	
II.-	 Control	 previo	 y	 automático	 de	 constitucionalidad:	 Las	 leyes	 y	 actos	 legislativos	
tramitados	 mediante	 el	 Procedimiento	 Legislativo	 Especial	 para	 la	 Paz	 tendrán	 control	
automático	y	único	de	constitucionalidad,	posterior	a	 su	entrada	en	vigencia.	El	 control	de	
constitucionalidad	 de	 los	 actos	 legislativos	 se	 hará	 solo	 por	 vicios	 de	 procedimiento	 en	 su	
formación.	Las	Leyes	Estatuarias	tendrán	control	previo,	de	conformidad	con	lo	previsto	en	el	
artículo	153	de	la	Constitución.	Los	términos	de	esta	revisión	para	leyes	y	actos	legislativos	se	
reducirán	a	la	tercera	parte	de	los	del	procedimiento	ordinario	y	no	podrán	ser	prorrogados.	
El	 control	 constitucional	 relacionado	 con	 la	 implementación	 del	 Acuerdo	 Final	 mediante	
Leyes	ordinarias	será	único	y	automático	y	posterior	a	su	entrada	en	vigor.		
	
III.-	El	Gobierno	Nacional	y	 las	FARC-EP,	acuerdan	que	el	Acuerdo	Final	para	 la	 terminación	
del	 conflicto	 y	 la	 construcción	 de	 una	 paz	 estable	 y	 duradera	 sea	 firmado	 como	 Acuerdo	
Especial	 en	 los	 términos	 del	 artículo	 3	 común	 a	 los	 Convenios	 de	 Ginebra	 de	 1949,	 y	 se	
depositará,	 inmediatamente	tras	su	firma,	ante	el	Consejo	Federal	Suizo	en	Berna	o	ante	el	
organismo	que	 lo	sustituya	en	el	 futuro	como	depositario	de	 las	Convenciones	de	Ginebra,	
reemplazando	en	su	totalidad	el	anterior	depósito	todo	ello	con	los	alcances	definidos	por	el	
CICR	en	su	comentario	nº	850	que	se	reproduce:	
	
“Un	 acuerdo	 de	 paz,	 un	 acuerdo	 de	 cese	 de	 hostilidades	 u	 otro	 acuerdo	 también	 pueden	
constituir	acuerdos	especiales	a	 los	fines	del	artículo	3	común,	o	un	medio	para	aplicar	ese	
artículo,	si	contienen	cláusulas	para	crear	otras	obligaciones	derivadas	de	 los	Convenios	de	
Ginebra	y/o	sus	Protocolos	adicionales.	Al	respecto,	cabe	recordar	que	los	“acuerdos	de	paz”	
concluidos	 con	 miras	 a	 poner	 término	 a	 las	 hostilidades	 pueden	 contener	 disposiciones	
derivadas	de	otros	 tratados	de	derecho	humanitario,	 como	 la	concesión	de	una	amnistía	a	
los	 combatientes	 que	 hayan	 realizado	 sus	 operaciones	 de	 conformidad	 con	 las	 leyes	 y	
costumbres	de	la	guerra,	la	liberación	de	todas	las	personas	capturadas	o	el	compromiso	de	
buscar	 a	 las	 personas	 desaparecidas.	 Si	 contienen	 disposiciones	 derivadas	 del	 derecho	
humanitario,	o	si	implementan	obligaciones	del	derecho	humanitario	que	ya	incumben	a	las	
partes,	esos	acuerdos,	o	las	disposiciones	pertinentes,	según	corresponda,	pueden	constituir	
acuerdos	especiales	conforme	al	artículo	3	común.	Esto	es	particularmente	importante,	dado	
que	las	hostilidades	no	siempre	cesan	apenas	se	concluye	un	acuerdo	de	paz”.		
	
IV.-	 Igualmente,	 el	 Gobierno	 Nacional	 y	 las	 FARC-EP	 acuerdan	 que	 una	 vez	 aprobado	 el	
Acuerdo	 Final	 para	 la	 terminación	 del	 conflicto	 y	 la	 construcción	 de	 una	 paz	 estable	 y	
duradera,	se	efectuará	una	declaración	presidencial	con	forma	de	declaración	unilateral	del	
Estado	colombiano	ante	el	Secretario	General	de	las	Naciones	Unidas,	citando	la	resolución	
del	Consejo	de	Seguridad	de	Naciones	Unidas	del	25	de	enero	de	2016,	pidiendo	al	Secretario	
General	que	se	dé	 la	bienvenida	al	Acuerdo	Final	y	 lo	 relacione	con	 la	Resolución	2261	del	
Consejo	 de	 Seguridad	 del	 25	 de	 enero,	 	 generando	 un	 documento	 oficial	 del	 Consejo	 de	
Seguridad,	y	anexando	a	dicha	Resolución	2261	el	texto	completo	del	Acuerdo	Final	para	la	
terminación	del	conflicto	y	la	construcción	de	una	paz	estable	y	duradera.	
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El	acuerdo	especial	del	19	de	agosto	de	2016	(pág.	176)	se	reemplaza	por	el	siguiente:		

ACUERDO	DE	9	DE	NOVIEMBRE	DE	2016	
	
	
El	Gobierno	Nacional	y	las	FARC-EP,		acuerdan:	
	

I. Ley	de	Amnistías,	Indultos	y	Tratamientos	Penales	Especiales.	
	
Las	 partes	 acuerdan	 que	 el	 Gobierno	 Nacional	 presentará	 ante	 el	 Congreso	 de	 la	 República	 la	
propuesta	 de	 proyecto	 de	 Ley	 de	 Amnistías,	 Indultos	 y	 Tratamientos	 penales	 especiales,	 cuyos	
contenidos	se	adjuntan	a	este	Acuerdo.		
	
Dicho	proyecto	consta	de	cuatro	títulos:	
	
Un	primer	título	relativo	a	su	objeto	y	principios,	aplicables	a	todos	sus	destinatarios.		
Un	segundo	título	relativo	a	las	amnistías,	indultos	y	otros	tratamientos	penales	especiales.		
Un	tercer	título	relativo	a	los	tratamientos	penales	especiales	diferenciados	para	agentes	del	Estado.		
Y	un	cuarto	título	relativo	a	disposiciones	finales,	aplicables	a	todos	sus	destinatarios.			
	
Los	cuatro	títulos	antes	indicados	constituirán	un	mismo	proyecto	de	ley	inescindible.	
	
El	 proyecto	 de	 ley	 de	 amnistías,	 indultos	 y	 tratamientos	 penales	 especiales	 antes	 indicado,	 se	
presentará	ante	el	Congreso	de	la	Republica	a	la	mayor	brevedad	tras	la	firma	del	Acuerdo	Final	y	se	
tramitará	preferentemente	por	el	procedimiento	previsto	del	 	“Acto	Legislativo	01	de	7	de	 julio	de	
2016,	 por	 medio	 del	 cual	 se	 establecen	 instrumentos	 jurídicos	 para	 facilitar	 y	 asegurar	 la	
implementación	 y	 el	 desarrollo	 normativo	 del	 Acuerdo	 Final	 para	 la	 terminación	 del	 conflicto	 y	 la	
construcción	de	una	paz	estable	y	duradera”.	Podrá	tramitarse	por	otro	procedimiento	legislativo	si	
ello	permitiera	la	entrada	en	vigencia	de	la	ley	de	amnistía	más	rápidamente.	
	
El	mencionado	proyecto	de	 ley	se	 tramitará	siguiendo	el	Procedimiento	Legislativo	Especial	para	 la	
Paz	establecido	en	dicho	Acto	Legislativo.	
	

II. Secretaria	Ejecutiva	de	la	Jurisdicción	Especial	para	la	Paz	
	
Ambas	partes	se	comprometen	a	adoptar	las	medidas	necesarias	para	poner	en	funcionamiento	a	la	
mayor	brevedad	 la	 Secretaria	 Ejecutiva	de	 la	 Jurisdicción	Especial	 para	 la	 Paz,	 con	el	 fin	 de	que	el	
Secretario	Ejecutivo	reciba	oportunamente	 las	comunicaciones	de	 los	destinatarios	del	proyecto	de	
Ley	mencionado	en	el	punto	 I	de	este	acuerdo,	en	 los	 cuales	estos	manifiesten	 su	 sometimiento	y	
puesta	 a	 disposición	 de	 la	 Jurisdicción	 Especial	 para	 la	 Paz	 así	 como	 las	 actas	 de	 compromiso	
previstas	en	el	acuerdo	de	dejación	de	armas,	entre	otras	funciones	que	acuerden	las	partes.	
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III. Acto	Legislativo	de	creación	de	la	Jurisdicción	Especial	para	la	Paz.		
	

Las	 partes	 acuerdan	 que	 el	 Gobierno	 Nacional	 presentará	 ante	 el	 Congreso	 de	 la	 República	 un	
proyecto	de	acto	legislativo	de	creación	de	la	Jurisdicción	Especial	para	la	Paz.	
	
El	acto	legislativo	de	creación	de	la	Jurisdicción	Especial	para	la	Paz,	se	presentará	ante	el	Congreso	
de	 la	Republica	 al	 día	 siguiente	de	 la	 entrada	en	 vigencia	del	 “Acto	 Legislativo	01	de	7	de	 julio	de	
2016,	 por	 medio	 del	 cual	 se	 establecen	 instrumentos	 jurídicos	 para	 facilitar	 y	 asegurar	 la	
implementación	 y	 el	 desarrollo	 normativo	 del	 Acuerdo	 Final	 para	 la	 terminación	 del	 conflicto	 y	 la	
construcción	 de	 una	 paz	 estable	 y	 duradera”	 o	 a	 la	 mayor	 brevedad	 en	 caso	 de	 que	 dicho	 Acto	
Legislativo	01	de	7	de	julio	de	2016	no	llegará	a	entrar	en	vigencia.	
	
Dicho	Proyecto	tendrá	los	siguientes	contenidos:	
	
1º.-		La	introducción	de	un	artículo	transitorio	a	la	Constitución	Política	mediante	el	cual	se	creará	la	
Jurisdicción	Especial	para	la	Paz.		
	
2º.-Dicho	artículo	transitorio	contendrá	las	normas	constitucionales	sobre:	

a) La	Jurisdicción	Especial	para	la	Paz	es	una	jurisdicción	especial	que	ejerce	funciones	judiciales	
de	 manera	 autónoma	 y	 preferente	 sobre	 los	 asuntos	 de	 su	 competencia,	 en	 especial	
respecto	a	conductas	consideradas	graves	infracciones	al	Derecho	Internacional	Humanitario	
o	 graves	 violaciones	 de	 los	 Derechos	 Humanos.	 Se	 aplicará	 únicamente	 a	 conductas	
cometidas	con	anterioridad	a	su	entrada	en	vigor.		

b) La	norma	que	establezca	que	el	Tribunal	para	 la	Paz	es	 la	máxima	 instancia	y	el	órgano	de	
cierre	de	la	Jurisdicción	Especial	para	la	Paz		

c) La	 creación	de	cada	uno	de	 los	órganos	de	 la	 Jurisdicción	Especial	para	 la	Paz,	 así	 como	el	
número	de	integrantes	de	cada	uno	de	ellos:	
	

(i)	 Sala	 de	 reconocimiento	 de	 verdad,	 de	 responsabilidad	 y	 de	 determinación	 de	 los	 hechos	 y	
conductas,			
(ii)	Sala	de	Amnistía	o	indulto,					
(iii)	Sala	de	definición	de	situaciones	jurídicas,				
(iv)	Tribunal	para	la	Paz,				
(v)	Unidad	de	Investigación	y	acusación.	
	
3º.-	 El	 reconocimiento	 de	 la	 facultad	 de	 los	magistrados	 y	magistradas	 integrantes	 de	 la	 JEP	 para	
adoptar	el	reglamento	de	dicha	jurisdicción.	
	
4º.-	Los	magistrados	y	fiscales	de	la	Jurisdicción	Especial	para	la	Paz	serán	nacionales	colombianos	sin	
perjuicio	 de	 lo	 establecido	 respecto	 a	 la	 intervención	 de	 juristas	 extranjeros	 a	 través	 del	 amicus	
curiae	 tal	 y	 como	 se	 define	 en	 los	 numerales	 65	 y	 66	 del	 Acuerdo	 de	 creación	 de	 la	 Jurisdicción	
Especial	para	la	Paz.	
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Los	 magistrados	 y	 fiscales	 no	 tendrán	 que	 ser	 jueces	 de	 carrera,	 y	 no	 se	 les	 aplicará	 ninguna	
limitación	de	edad.		
	
5º.-	La	facultad	de	los	magistrados	de	la	Jurisdicción	Especial	para	la	Paz	para	proponer	al	Congreso	
las	normas	procesales	de	la	Jurisdicción	Especial	para	la	Paz,	conforme	a	lo	dispuesto	en	el	numeral	
46	del	acuerdo	de	creación	de	dicha	jurisdicción,	normas	que	contemplarán	también	la	garantía	del	
Derecho	a	la	defensa	y	del	debido	proceso,	así	como	la	libertad	de	escoger	abogado	acreditado	para	
el	ejercicio	de	la	profesión	en	cualquier	país.	Una	vez	que	los	magistrados	de	la	Jurisdicción	para	la	
Paz	hayan	elaborado	las	propuestas	de	norma	procesales	estas	serán	tramitadas	por	el	Congreso.	
	
6º.-	 Régimen	 especial	 de	 la	 acción	 de	 tutela	 ante	 la	 Corte	 Constitucional	 de	 conformidad	 con	 el	
numeral	52	del	Acuerdo	de	creación	de	la	Jurisdicción	Especial	para	la	Paz.	
	
7º.-	 Régimen	 de	 la	 extradición,	 mediante	 la	 incorporación	 a	 la	 Constitución	 Política	 del	 texto	
establecido	en	el	numeral	72	del	acuerdo	de	Jurisdicción	Especial	para	la	Paz,	salvo	la	mención	“(…)	
En	el	Acuerdo	final	de	paz	(..)”,	existente	en	su	último	párrafo.		
	
8º.-	 Participación	 en	 política	 de	 conformidad	 con	 lo	 establecido	 en	 el	 numeral	 36	 del	 acuerdo	 de	
Jurisdicción	Especial	para	la	Paz.		
	
9º.-	Régimen	especial	de	resolución	de	conflictos	de	jurisdicción	y	competencias.	
	
10º.-	La	entrada	en	funcionamiento	de	la	Jurisdicción	Especial	para	la	Paz	a	partir	de	la	aprobación	de	
este	Acto	Legislativo	sin	necesidad	de	ninguna	norma	de	desarrollo,	sin	perjuicio	de	la	aprobación	de	
las	normas	de	procedimientos	y	lo	que	establezca	el	reglamento	de	dicha	jurisdicción.	
	
Además	de	las	anteriores	normas	constitucionales,	las	partes	podrán	incluir	otras	en	el	mencionado	
Acto	Legislativo,	tales	como	el	tratamiento	que	se	dará	a	las	sentencias	impuestas	previamente	por	la	
justicia	ordinaria	respecto	a	las	personas	y	conductas	competencia	de	la	Jurisdicción	Especial	para	la	
Paz.	
	
La	 Comisión	de	 Seguimiento	que	 se	 constituya	por	 las	 partes	 para	 la	 implementación	del	Acuerdo	
Final	elaborará	un	texto	con	la	propuesta	de	Acto	Legislativo	de	creación	de	la	Jurisdicción	Especial	
para	la	Paz	o	verificará	que	el	proyecto	de	Acto	Legislativo	presentado	en	el	Congreso	concuerda	con	
lo	establecido	en	este	Acuerdo.	
	
El	Gobierno	Nacional	se	compromete	a	no	tramitar	ninguna	solicitud	de	extradición	que	afecte	a	las	
personas	contempladas	en	el	numeral	72	del	acuerdo	de	 la	 JEP,	hasta	 la	entrada	en	vigor	del	Acto	
Legislativo	de	creación	de	la	Jurisdicción	Especial	para	la	Paz.	
	
Ambas	partes	 acuerdan	que	durante	el	 primer	 año	posterior	 a	 la	 entrada	en	 vigencia	del	Acuerdo	
Final,	se	incorporarán	al	ordenamiento	jurídico	colombiano	los	componentes	del	“Sistema	Integral	de	
Verdad,	 Justicia,	 Reparación	 y	 No	 Repetición”	 que	 no	 hubieran	 quedado	 contemplados	 en	 este	
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Acuerdo	o	en	otros	acuerdos	sobre	prioridades	de	implementación	normativa	que	se	incluyeran	en	el	
Acuerdo	Final.	

	


